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El presente trabajo plantea una discusión sobre la forma en que la política y fiscal y los 
derechos humanos pueden complementarse. Se defiende que un enfoque integrado entre 
ambas perspectivas puede contribuir a una defensa más eficaz de los derechos, a un mejor 
desarrollo de las diferentes etapas del ciclo presupuestal, a la buena marcha de las 
finanzas públicas y a resolver los dilemas de justicia distributiva que una sociedad enfrenta 
en la asignación de recursos públicos. El documento se divide en tres capítulos. El primero 
analiza la relación entre presupuesto y derechos humanos, y plantea los problemas de 
justicia distributiva inmersos en dicha relación. El segundo tiene como objetivo evaluar las 
iniciativas, tanto judiciales como no-judiciales, por las que se ha buscado hacer más 
armónica la relación entre presupuesto y derechos humanos a nivel internacional y en 
Colombia. Por último, en el tercer capítulo, se proponen agendas institucionales concretas 
para continuar estrechando los vínculos entre presupuesto y derechos humanos.  
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This paper presents a discussion about how the fiscal policy and human rights can 
complement each other. I argue that an integrated approach between the two perspectives 
can contribute to more effective advocacy, to better development of the different stages of 
the budget cycle, to build healthier public finances and resolve the dilemmas of distributive 
justice that a society faces in the allocation of public resources. The document is divided 
into three chapters. The first examines the relationship between budget and human rights, 
and raises issues of distributive justice involved in that relationship. The second evaluates 
both initiatives, judicial and non - judicial, by which it has sought to more harmonious 
relationship between budget and human rights at international level and in Colombia. 
Finally, in the third chapter, specific agendas to further strengthen the links between human 
rights and budget are proposed.  
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Pocas decisiones administrativas tienen tanta importancia en la vida cotidiana de la gente 
como el presupuesto. En efecto, la forma como un Estado gasta los dineros que administra 
es la expresión más fiel de sus políticas y prioridades. Es allí donde se define asuntos tan 
importantes como el alcance de la salud, la calidad de la educación pública o el grado de 
protección que una sociedad, a través de sus instituciones estatales, está dispuesta a 
procurarles a sus ciudadanos.  
La actividad financiera, entendida como la actuación del Estado destinada a recabar los 
recursos económicos con los cuales financiar los gastos en los que se incurre para la 
satisfacción de las demandas y necesidades de la sociedad (Insignares, Marín, Muñoz, 
Piza, & Zornoza, 2007) –entre las cuales la satisfacción de derechos goza de la mayor 
jerarquía-, es el combustible con el cual se alimentan las demás facetas de la actividad 
estatal y, en un sentido más genuino, es la forma más básica como el Estado, a través del 
recaudo y el gasto, se relaciona con la ciudadanía para cumplir sus objetivos. No en vano 
los tratadistas del derecho fiscal han afirmado que el presupuesto es el centro nervioso de 
la economía pública y que su papel de asignar recursos en el sector estatal es análogo al 
que el mercado cumple en el sector privado (Colm, 1976, pág. 269). No obstante, pese a 
ello, es difícil encontrar un asunto que sea tan poco transparente e intrincado, por efecto 
de una especie de enigma técnico que lo cobija, que el tema del presupuesto público.  
El surgimiento de un derecho financiero autónomo no debe ocultar la conexión fundamental 
que éste conserva con el derecho constitucional y los derechos en general: si bien no 
puede imaginarse una regulación constitucional o un derecho efectivo sin una regulación 
financiera, esta última debe pensarse desde la regulación constitucional como un medio 
para realizar la Carta Fundamental en su conjunto (Corti, 2011). Por tal razón, los 
defensores de derechos humanos, los constitucionalistas y los abogados en general 
deberían tomar atenta nota de la actividad financiera del Estado como un campo en el que 
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se juega en buena medida la posibilidad de realizar los derechos y los dilemas que ello 
involucra, así como los tratadistas de la hacienda pública o los teóricos de la política fiscal, 
y los economistas en general, deberían hacerlo sobre el contenido mismo de los derechos 
y las obligaciones correlativas que estos implican para el Estado, y cuya realización debe 
asumirse como el fin fundamental de la actividad financiera pública. 
La posibilidad de este encuentro de perspectivas resulta cada vez más necesario y 
probable por varios factores que han ocurrido a escala global y también en Colombia, con 
sus debidos matices. En primera medida por la progresiva constitucionalización del 
derecho presupuestario. Efectivamente, además de las disposiciones sobre la distribución 
de competencias y las bases del proceso orgánico por medio del cual debe definirse el 
presupuesto, las constituciones modernas han ido introduciendo normas que buscan 
apoyar la estabilidad de las finanzas públicas –con la incorporación de criterios de 
sostenibilidad fiscal o de presupuestos equilibrados-, o también principios sustantivos a los 
que debe sujetarse la asignación de recursos públicos –como la consagración de la 
prioridad del gasto social, o de inflexibilidades presupuestarias en ciertos rubros-. Este 
surgimiento de un derecho constitucional presupuestario1, tanto procedimental como 
sustantivo, ha tenido como efecto una mayor riqueza de la jurisprudencia constitucional en 
el tema (Restrepo Salazar, 2010).  
Un segundo factor es la fuerza expansiva que hoy caracteriza al enfoque de derechos 
humanos al punto que ha logrado influir significativamente sobre los discursos y las 
agendas del desarrollo o de lucha contra la pobreza que impulsan los organismos 
multilaterales y de cooperación internacional (O´Neil, 2006). Asimismo, es un enfoque que 
ha inspirado el planteamiento y el dialogo con nuevas teorías de la justicia en filosofía 
                                               
 
1 La conexión entre el derecho financiero y la organización política en su conjunto ha conducido a algunos 
tratadistas clásicos como el alemán Myrbach-Reheinfield (1910) a hablar de la existencia de un derecho 
constitucional financiero autónomo. En esta perspectiva se puede situar también la obra de los hacendistas 
españoles Sainz de Bujanda  (1977) y Rodríguez Bereijo (1976). Otros han reconocido el carácter 
eminentemente constitucional del derecho presupuestario en razón a la multiplicidad de fuentes extra-legales 
de las que se nutre (Phillip, 1984). Desde otras perspectiva se ha resaltado la naturaleza constitucional de las 
normas de derecho presupuestario como un mecanismo de garantía ciudadana y de las minorías frente a los 
abusos de poder que con la facultad de gastar puede cometer el órgano ejecutivo (Yebra, 2004). Por su parte, 
el enfoque del que parte este trabajo es del reconocimiento del carácter constitucional del derecho 
presupuestario en cuanto la actividad financiera pública debe ser un medio adecuado para asegurar el ejercicio 
habitual de los derechos fundamentales, perspectiva señalada con claridad por Corti (2011) para el caso 
argentino, autor con el que este trabajo tienen una enorme deuda intelectual. 
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política como es el caso de la postulada por Martha Nussbaum (2012), que se basa en el 
deber que tienen las sociedades de superar un umbral mínimo y creciente de derechos, 
entendidos estos como titularidades en términos de capacidades, que permitan asegurar 
la dignidad humana para todos y todas, sin ninguna clase distinciones, aproximándose así 
al concepto de capacidades de Amartya Sen (1999) que es hoy la base fundamental de la 
noción de desarrollo humano (PNUD, 2010). Estos enfoques y los puentes de diálogo que 
tienden con los derechos nutren de forma permanente el debate público. De modo que ya 
no son solamente las discusiones jurídicas las que están permeadas del lenguaje de los 
derechos, sino también las discusiones políticas, filosóficas y del desarrollo.  
Un tercer factor es la importancia que han adquirido, particularmente en el Sur Global, los 
litigios y sentencias para tutelar la protección de los derechos sociales a través del control 
judicial a la política pública o simplemente mediante el litigio caso a caso que, tomados en 
su conjunto, pueden tener importantes consecuencias presupuestarias2. La reflexión 
académica y política sobre este fenómeno es creciente3, tanto para resaltar sus 
potencialidades como para señalar sus presuntos riesgos, entre los cuales sus costos 
financieros han sido de los de mayor preocupación.  
Y finalmente, un factor adicional es la creciente percepción de injusticia en la asignación 
de recursos públicos, bien sea por la vía del presupuesto o del costo fiscal de las 
exenciones de impuestos4, en favor de minorías privilegiadas como parte de un engranaje 
más amplio de políticas distributivas regresivas (Stiglitz, 2012). Esta percepción, además 
                                               
 
2 Para una síntesis de la jurisprudencia comparada en protección de derechos sociales puede consultarse el 
trabajo de Langford  (2008), quien hace un recuento de más de 2000 casos en 29 jurisdicciones. También la 
base de datos de la Red Internacional para los Derechos Económicos, Sociales y Culturales –ESCR Net-  que 
contiene jurisprudencia de Tribunales de distintos países en materia de derechos sociales y se actualiza de 
forma permanente.   
3 La bibliografía en este sentido es abundante y abarca diversos temas: desde el debate clásico sobre la 
justiciabilidad de los DESC (Arango, 2005) y la legitimidad de la intervención judicial en políticas públicas 
(Abramovich & Courtis, 2002), pasando por las diferencias en el tipo de intervención y sus determinantes 
(Vaurin & Brinks, 2009), hasta su eficacia e impactos (Rodríguez & Rodríguez, 2010) y su significado para la 
democracia y la transformación social (Uprimny & García Villegas, 2004). 
4 Las exenciones, si bien no implican un gasto presupuestario, en el sentido de que no aparecen expresamente 
autorizadas como partidas en la Ley del Presupuesto, sí implican un costo fiscal. En Estados Unidos, por 
ejemplo, se ha calculado que su costo fiscal asciende a una tercera parte del gasto público que ejecuta el 
gobierno federal (Restrepo Salazar, 2010, pág. 59). La CEPAL ha señalado con preocupación cómo esta 
creciente importancia de los gastos fiscales implícitos por efecto de las deducciones puede terminar 
convirtiendo la política presupuestaria, que define la destinación del presupuesto neto después de deducciones, 




de fortalecer la preocupación académica y política por el problema de la desigualdad, ha 
incrementado la movilización social contra las amenazas de captura corporativa o elitista 
de la democracia5, las cuales no han podido ser contrarrestadas con el funcionamiento de 
las instituciones formales6 (Oxfam, 2014). Un ejemplo de esta ola de movilización es la 
versión estadounidense de los indignados, que se encarnó en el movimiento de ocupación 
cuya consigna se dirigía contra el favorecimiento desmedido al 1% más rico de la 
población.   
Estos cuatro factores combinados –constitucionalización del derecho presupuestario, 
expansión del enfoque de derechos humanos, activismo judicial y mayor percepción de 
injusticia en la distribución de recursos públicos-, plantean un escenario propicio para una 
discusión productiva ente derecho y economía en la que se aborden problemáticas de la 
relación entre presupuesto y derechos humanos como las siguientes: ¿Es posible 
garantizar, con los recursos escasos disponibles, los contenidos mínimos de los derechos 
que gozan de protección constitucional?, ¿Debe ajustarse el contenido de los derechos a 
                                               
 
5 Desde la filosofía, que es una forma de expresión cultural de las preocupaciones de una época, Jacques 
Ranciere ha expuesto un temor más profundo que toca no solamente con el problema de asignaciones 
presupuestales inicuas como consecuencia de las amenazas a la democracia, sino con la reducción de la vida 
humana al gobierno de la mercancía. Para Ranciere la gran amenaza contra la política y la democracia está en 
la articulación, cada vez más estrecha, entre el poder social de la riqueza y el poder de la acción estatal. Por 
supuesto el filósofo francés parte de una noción distinta de democracia a la de las teorías políticas, pues en su 
concepto: la democracia no es ni esa forma de gobierno que permite a la oligarquía reinar en nombre del 
pueblo, ni esa forma de sociedad regida por el poder de la mercancía. Es la acción que sin cesar arranca a 
los gobiernos oligárquicos el monopolio de la vida pública, y a la riqueza, la omnipotencia sobre las vidas  
(Rancière, 2000, pág. 136). Ampliar por un momento la visión de la democracia de la mano de la filosofía, 
puede ayudar a entender las potenciales repercusiones de las amenazas que hoy enfrenta y sus repercusiones 
presupuestarias en términos de la captura de los recursos públicos y direccionamiento de las acciones estatales 
por parte de poderosos grupos de interés que restringen seriamente el poder decisorio de la ciudadanía y la 
influencia de la deliberación democrática sobre la destinación de los impuestos que el Estado recauda. 
6 Gaggero y Rossingolo (2011) muestran que los niveles de desigualdad antes y después del gasto público no 
se reducen sustancialmente en los países de América Latina en comparación con lo que sucede en los países 
más industrializados. Incluso en Argentina, por ejemplo, la desigualdad se incrementa por efecto del gasto 
público. Puryear y Malloy (2010) señalan que la política fiscal está fallando en reducir la pobreza y la 
desigualdad en la mayor parte de la región. Según los autores los gobiernos latinoamericanos rara vez han 
generado altos niveles de ingresos fiscales, los sistemas tributarios no han logrado desplazar la carga de 
ingresos a los hogares ricos y los servicios públicos han sido a menudo de baja calidad. Los programas de 
pensiones, que por mucho son la parte más grande del gasto público en transferencias, benefician enormemente 
a la quinta parte más rica de la población. Los programas que evidentemente reducen la pobreza y la 
desigualdad, tales como los de transferencias monetarias condicionales, representan una proporción 
relativamente pequeña del gasto público -no más del 20%-. Por su parte, en su informe sobre Colombia, la 
OCDE señala que la redistribución a través del sistema de impuestos y transferencias es muy baja  (OCDE, 
2013) . Para un análisis más detallado del impacto del gasto público sobre la desigualdad en Colombia véase 
el estudio de la MERPD (2007).  
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la realidad fiscal vigente o por el contrario hay espacio para ajustar esta última a las 
exigencias de financiación que plantean los derechos?, ¿Hay unos derechos que por sus 
costos no pueden protegerse, incluso en sus contenidos más básicos? ¿Está sujeta la 
planeación, aprobación y ejecución del presupuesto a unos principios sustantivos de 
justicia distributiva, o simplemente lo está a unas reglas procedimentales?, ¿Es 
conveniente que se incorporen reglas constitucionales de asignación del gasto? ¿Existe 
una correspondencia entre la jerarquía de distintos objetivos constitucionales y la 
financiación que se les asigna en el presupuesto? ¿Cuáles son las potencialidades y los 
riesgos de los diferentes mecanismos para propugnar por una mayor correspondencia 
entre estos dos aspectos? ¿Son suficientes los mecanismos de control existentes –como 
es el caso del control fiscal- sobre las distintas fases del ciclo presupuestal para responder 
a las demandas ciudadanas por una mayor justicia distributiva? ¿Es posible construir 
mecanismos de rendición de cuentas sobre cómo se gastan los recursos públicos que sean 
más sensibles a sus impactos reales sobre los derechos? ¿Es la ley del presupuesto 
general de la nación una decisión netamente política que debe tomar el órgano legislativo 
y que no admite revisión judicial por razones de fondo? ¿Es legítimo y conveniente el 
control constitucional al presupuesto, y cuáles son las condiciones procesales bajo las que 
mejor puede efectuarse? ¿Pueden los jueces ordenar gasto? ¿Cómo se concilian los 
principios de la presupuestación –anualidad, unidad de caja, etc.- con las órdenes 
judiciales con consecuencias presupuestarias? ¿Cuáles son los impactos distributivos de 
las decisiones judiciales que implican erogaciones del Estado? ¿Cuál es y cuál debe ser 
el papel del presupuesto como mecanismo de garantía dentro de una teoría de los 
derechos y, a su vez, cuál es el papel de los derechos humanos en las teorías sobre el 
presupuesto? Preguntas todas sumamente complejas que no pueden resolverse con una 
visión unilateral.         
No obstante, pese a la necesidad de un diálogo de este estilo y descontando afortunadas 
excepciones, el espacio de encuentro entre estas dos perspectivas en el país –tanto a nivel 
disciplinario como en el debate político- ha estado signado por la confrontación, más que 
por la complementación y la posibilidad del enriquecimiento mutuo, pues se ha 
concentrado únicamente en algunos temas coyunturales. 
En una primera etapa, varios economistas criticaron severamente algunas sentencias de 
la Corte Constitucional porque en su concepto tuvieron consecuencias económicas 
adversas, no únicamente en términos presupuestarios, lo cual los llevó a cuestionar la 
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legitimidad y la conveniencia de que la Corte interviniera en asuntos económicos (Clavijo, 
2001) (Kalmanovitz, 1999) (Pérez Salazar, 2004) (Restrepo J. C., 2003) (Carrasquilla, 
2000). A su vez, algunos magistrados y académicos intentaron responder a estas críticas 
en el terreno netamente jurídico, sin entrar de lleno en el asunto de las consecuencias 
económicas (Cepeda, 2004). Solo unas pocas voces en el debate abogaron por plantear 
un diálogo productivo entre ambas perspectivas, sin desconocer la competencia de los 
jueces para intervenir en esos asuntos y la lógica interna de las decisiones judiciales, pero 
aceptando la necesidad de que se buscaran mecanismos para que fueran más sensibles 
a las consecuencias económicas de sus fallos (Uprimny & Rodriguez, 2007) (Lamprea, 
2006). El diálogo, sin embargo, no avanzó más allá, ni se concretó en iniciativas de 
investigación o trabajo conjunto.  
Posteriormente, lo que ha sucedido es que a los cuestionamientos sobre las 
consecuencias económicas de las sentencias se sumaron las preocupaciones de 
autoridades políticas, principalmente de los ministros de gobierno, sobre los costos fiscales 
de decisiones judiciales. La argumentación central en estos casos se ha basado en la idea 
de que los derechos son costosos y que el Estado no dispone de un fondo ilimitado de 
recursos para cubrir los gastos derivados de decisiones judiciales, por lo demás 
antidemocráticas y anti-técnicas desde el punto de vista de las reglas presupuestarias en 
concepto de los críticos, en las cuales se hace una interpretación amplia del alcance de 
los derechos y las obligaciones que implican para el Estado poniendo en riesgo la 
sostenibilidad fiscal. Estas críticas se han concretado en una agenda legislativa agresiva 
para constitucionalizar el criterio de sostenibilidad fiscal como un asunto que debe entrar 
a ponderarse en las decisiones judiciales, y para que cuando no sea así el Ejecutivo o el 
Ministerio Público  puedan interpelar a las altas cortes a través de un incidente de 
sostenibilidad fiscal para que consideren modular sus sentencias o diferir sus efectos7. 
Por su parte algunos sectores sociales, académicos y políticos han reaccionado a estos 
cuestionamientos y a la agenda legislativa señalada afirmando que la defensa de la 
sostenibilidad fiscal es una forma de ponerle una talanquera al ejercicio de los derechos y 
                                               
 
7 Acto Legislativo No. 3 de 2011. Disponible en 
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/cp/acto_legislativo_03_2011.html. Consultado el 





a su tutela por la vía judicial. Estas posturas cuestionan la economía política detrás del 
interés de recortar el gasto precisamente por el lado de los derechos, en vez de revisar 
otros factores que implican un alto costo fiscal –tales como el gasto en defensa o las 
exenciones tributarias. 
Pero más allá de la confrontación no ha habido avances para buscar un marco común bajo 
el cual pueda plantearse con claridad los dilemas de justicia distributiva, incluso más allá 
del escenario judicial, implicados en la asignación de recursos públicos escasos entre fines 
alternativos –con criterios técnicos, racionales y de prudencia fiscal como les interesa a los 
primeros-, sin renunciar a tomarse en serio la fuerza vinculante de los derechos –como 
reclaman los segundos-.  O en otras palabras: no ha habido una agenda para hacer más 
armónica la relación entre presupuesto y derechos recogiendo las preocupaciones 
legítimas de ambas perspectivas que vaya más allá de la discusión sobre la intervención 
del poder judicial en estos asuntos.  
Este trabajo parte de la idea de que el diálogo entre política fiscal y derechos humanos 
puede contribuir positivamente a fortalecer a nivel teórico y práctico los propósitos de 
ambos enfoques. A nivel teórico porque enriquece la forma en que ambas disciplinas 
plantean sus problemas, en concordancia con lo que demanda la discusión 
interdisciplinaria en la actualidad. Y a nivel práctico porque puede mejorar tanto la defensa 
de los derechos como el adecuado desarrollo de las distintas etapas del ciclo presupuestal 
–planeación, discusión, aprobación, ejecución y evaluación- conforme a las exigencias de 
una democracia constitucional y los postulados fundamentales de las finanzas públicas los 
cuales, en todo caso, están sujetos a revisión permanente en el debate teórico e ideológico. 
Y lo puede hacer a través de distintos mecanismos de garantía de los derechos vinculados 
con las decisiones presupuestarias que pueden complementarse entre sí –remedios 
judiciales, mejores criterios en la toma de decisiones políticas, mayor transparencia en la 
acción institucional y fortalecimiento de las demandas sociales, entre otros-. El trabajo 
pretende ilustrar entonces cómo el diálogo entre derechos humanos y política fiscal 
contribuye a mejorar, por distintas vías, la forma en que la sociedad puede resolver sus 
problemas de justicia distributiva en la asignación de recursos públicos, con énfasis en el 
papel que el poder judicial puede jugar en ese sentido. El énfasis se justifica en la medida 
en que es el tema que más polémica ha suscitado en los últimos años en la discusión entre 
economistas y abogados en el país y en que se trata además de un campo estratégico en 




Para ello el trabajo se estructura en tres capítulos. En el primero se analiza la relación entre 
presupuesto y derechos humanos y los problemas de justicia distributiva que esta relación 
plantea. Inicialmente se defiende la idea de que la relación entre presupuesto y derechos 
humanos hasta ahora ha sido estudiada principalmente en su conexión instrumental –los 
derechos se financian con recursos públicos-,  pero que debe ser explorada también por 
su relación de fundamentación –el gasto público halla su justificación principal, aunque no 
la única, en la protección de los derechos-. Reconociendo esta relación en doble vía 
posteriormente se defiende la necesidad de adoptar una perspectiva integrada entre 
derechos humanos y política fiscal que evite caer en dos excesos: el garantismo abstracto, 
que se caracteriza por trivializar la relación instrumental, y el reduccionismo fiscal, que 
pretende negar la relación de fundamentación entre presupuesto y derechos humanos. 
Con esta perspectiva integrada en mente se plantea la tensión fundamental que está en 
juego al momento de pensar la relación entre presupuesto y derechos humanos: la del 
desencuentro entre democracia y justicia distributiva en la asignación de los recursos 
públicos. En efecto, la constatación de que el funcionamiento de los mecanismos formales 
de la democracia no garantiza automáticamente que se tomen decisiones justas en la 
asignación de los recursos públicos, y menos en contextos de democracias débiles como 
ocurre en Colombia, plantea la necesidad de buscar mecanismos para hacer más armónica 
la relación entre presupuesto y derechos humanos, los cuales se analizarán en detalle en 
el segundo y tercer capítulos, resaltando el control judicial al presupuesto como una 
potencial herramienta para corregir las violaciones más flagrantes a los derechos por 
razones presupuestarias. Se concluye mostrando entonces cómo un enfoque integrado de 
política fiscal con perspectiva de derechos puede arrojar luces para superar 
progresivamente el desencuentro entre democracia y justicia distributiva. 
 
El segundo capítulo tiene como objetivo evaluar las formas como hasta ahora se ha 
buscado hacer más armónica la relación entre presupuesto y derechos humanos a nivel 
internacional y en Colombia. En primera instancia se enuncian las potencialidades y los 
límites de distintos mecanismos no-judiciales utilizados para buscar superar los desajustes 
entre presupuesto y derechos humanos, y se aboga por la necesidad de defender su 
complementación con mecanismos judiciales. Posteriormente se profundiza en el alcance 
de dos obligaciones del derecho internacional de los derechos humanos que tocan 
directamente con asuntos presupuestarios: la de destinar hasta el máximo de los recursos 
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disponibles para la protección de los derechos sociales y la de avanzar progresivamente 
en la garantía de los mismos. Luego se revisan algunos casos en la jurisprudencia 
comparada en los que la insuficiencia de recursos, u otras razones de índole 
presupuestaria, han sido cuestionadas como factores determinantes de la privación de 
derechos sociales y los remedios judiciales ofrecidos. Posteriormente se analizan algunos 
casos emblemáticos en la jurisprudencia colombiana en el mismo sentido. Y finalmente, 
se concluye afirmando la legitimidad y conveniencia del control judicial a las decisiones 
presupuestarias a partir de los casos examinados, intentando responder a las objeciones 
que pueden formularse contra la intervención de los jueces en asuntos presupuestarios.    
 
En el tercer capítulo, de carácter más exploratorio, se plantean posibilidades futuras para 
seguir avanzando hacia una relación más armónica entre presupuesto y derechos 
humanos. En primera instancia se discuten distintas agendas para hacerlo y cómo pueden 
reforzarse entre sí: en materia de disponibilidad y análisis de la información, de 
seguimiento y evaluación de las distintas fases del ciclo presupuestal y la lucha de los 
movimientos sociales y las organizaciones no gubernamentales por los derechos 
humanos. Y en segunda medida se presenta una propuesta de tipología de las 
vulneraciones a los derechos por razones presupuestarias, la argumentación necesaria 
para demostrar judicialmente dichas vulneraciones y los posibles remedios existentes para 
corregirlas, señalando en cuáles de ellas la intervención del poder judicial podría ser un 
remedio eficaz y bajo qué presupuestos.         
  
Este trabajo parte de la confianza de que una reflexión crítica y permanente, tanto desde 
la academia como desde los movimientos sociales y desde la misma práctica judicial, es 
útil para propiciar las condiciones bajo las cuales la revisión judicial de las decisiones 
presupuestarias, combinada con otros mecanismos para hacer más armónica la relación 
entre presupuesto y derechos humanos, puede mejorar la manera como una sociedad 
resuelve sus dilemas de justicia distributiva en la asignación de recursos públicos escasos. 
El trabajo tiene como principal objetivo aportar algunas ideas en ese sentido.  
 
 
Capítulo 3. Estrechando los vínculos entre presupuesto y derechos humanos 
    
1. Democracia y justicia distributiva: el marco 
para pensar la relación entre presupuesto y 
derechos humanos. 
Este capítulo explora la relación teórica entre presupuesto y derechos humanos, y propone 
un nuevo marco desde el cual puede ser planteada: el de los dilemas de justicia distributiva 
que las sociedades enfrentan en la asignación de sus recursos públicos escasos. La 
consideración de dos clases de relaciones: la instrumental, según la cual los derechos se 
financian con recursos públicos, y la de fundamentación, conforme a la cual el gasto 
público debe justificarse por su contribución a la garantía de los derechos, conducen al 
planteamiento de una perspectiva integrada entre derechos humanos y política fiscal. Esta 
perspectiva integrada entre derechos humanos y política fiscal se defiende, entre otras 
razones, en cuanto evita caer en dos excesos: el garantismo abstracto, que se caracteriza 
por trivializar la relación instrumental, y el reduccionismo fiscal, que pretende negar la 
relación de fundamentación entre presupuesto y derechos humanos. Con esta perspectiva 
integrada en mente se plantea la tensión fundamental que está en juego al momento de 
pensar la relación entre presupuesto y derechos humanos: la del desencuentro entre 
democracia y justicia distributiva en la asignación de los recursos públicos. Se concluye 
mostrando entonces cómo un enfoque integrado de política fiscal con perspectiva de 
derechos puede arrojar luces para superar progresivamente este desencuentro.  
1.1 Los derechos vistos desde la óptica de los costos: la 
relación instrumental. 
 
En los últimos años ha cobrado fuerza y visibilidad en la política norteamericana el Tea 
Party, una facción radical del partido republicano que considera que el principal problema 
del país y en general del mundo es el exceso de intervención estatal. Ese problema 
explicaría tanto la crisis económica internacional –por los excesos de la política monetaria 
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de la Reserva Federal de Estados Unidos y la exuberancia de la política fiscal- como la 
creciente amenaza a las libertades ciudadanas que consideran más básicas, tales como 
el derecho a disfrutar de la riqueza que los ciudadanos han obtenido con su propio esfuerzo 
sin que el Estado los prive de ella con “impuestos confiscatorios”. Poderosos empresarios 
comparten esta visión,  como es el caso de Iván Glasenberg, gerente de la empresa 
carbonífera más grande del mundo, quien según entrevista concedida al Wall Street 
Journal, no ve diferencias entre países con volatilidad política que expropian activos y 
democracias estables que elevan impuestos. Al parecer, en concepto del potentado 
ejecutivo, ambos atentan por igual contra el derecho a que el Estado no interfiera con las 
libertades individuales ni se meta con lo que los ciudadanos de bien y sus empresas 
cosechan por sus propios méritos.       
Uno de los efectos más asombrosos del progreso social es que entre más se estrechan 
los lazos de interdependencia y cooperación, las personas pueden llegar a reconocerse, 
paradójicamente, como más autónomas e independientes, casi autosuficientes8. Ese 
individualismo exacerbado puede llevar a desconocer que la garantía de los derechos y el 
ejercicio de las libertades -incluso de aquellas que se comprenden como inmunidades 
frente al Estado- están siempre sustentados en una compleja red de gastos públicos y de 
circunstancias contextuales. El señor Glasenberg y los miembros del Tea Party, por 
ejemplo, consideran que el Estado no debe cobrar impuestos para financiar el bienestar 
social de los ciudadanos más pobres pues en su concepto cada quien debe procurarse su 
propio bienestar. Pero poco hablan de los costos que para los gobiernos de Estados 
Unidos y del mundo ha significado garantizarles a las grandes empresas mineras 
seguridad contra atentados de terceros a sus propiedades, o los costos para financiar la 
actividad de la burocracia que negocia los tratados de inversión que facilitan la entrada de 
las grandes corporaciones a distintos países y la repatriación de las utilidades con muy 
bajos gravámenes, o de cuántos recursos públicos se requieren anualmente para solventar 
la actividad de los tribunales en los que sus empresas demandan a los Estados por 
cambios en la regulación del sector que afectan la seguridad jurídica de las inversiones. Y 
en general, casi nada mencionan de la compleja red de gastos públicos, financiada con 
                                               
 
8 “Los individuos no pueden prosperar por si solos. De hecho, no pueden funcionar solos. Al nacer, la familia 
les ofrece su apoyo para sostener su vida. A su vez, las familias no pueden funcionar de manera independiente 
de las sociedades en las que se ubican. Ser miembro de una familia, de una localidad y de la sociedad en 
general es un componente esencial de una existencia floreciente”  (Stewart, 2013, pág. 81, traducción propia). 
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recursos de los contribuyentes, que les permite seguir gozando de sus privilegios y los 
sostiene en la posición social que han podido llegar a ocupar.  
Cuando el gasto en la protección de ciertas garantías se convierte en algo habitual se 
tiende a considerar como natural. Y en medio de esa sensación de naturalidad se oculta 
el hecho de que los derechos y las libertades dependen estrechamente del gasto público 
que se requiere para protegerlos, al punto que de no existir dicho gasto quedarían 
pulverizadas.   
Los discursos que pretenden soslayar el hecho de que el ejercicio de los derechos y las 
capacidades individuales está soportada en buena medida en acciones estatales que 
implican erogaciones de dineros públicos también se utilizan estratégicamente en 
Colombia en los debates con implicaciones fiscales. Por ejemplo en 2013 un Ministro de 
Agricultura proveniente del sector palmicultor afirmó, recién posesionado en su cargo,  que 
el gobierno no podía seguir subsidiando sectores que no generaran valor agregado y no 
fueran competitivos, y puso el ejemplo del café, la papa y otros sectores de pequeños y 
medianos agricultores9. Lo que el Ministro no dijo es que un valor como la competitividad 
–es decir, la capacidad de afrontar exitosamente entornos competitivos-, que se predica 
de las empresas o del sector privado en su conjunto, depende estrechamente de las 
inversiones de recursos públicos en distintos frentes. Y omitió decir también que para el 
caso del sector palmicultor, al que por supuesto no propuso reducirle los subsidios, su 
competitividad se soporta en buena medida en el hecho de que ha recibido, entre otras 
cuantiosas ayudas, el 23% y el 13% del total de recursos de los dos principales programas 
de fomento agropecuario del país –el Incentivo a la Capitalización Rural y el de Líneas 
Especiales de Crédito- entre 2007 y julio de 2013, pese a que no aporta más del 4% del 
PIB agropecuario, superando con creces el valor del incentivo por productor asignado a 
cualquier otro sub-sector de la agricultura.  
Minimizar el papel de la intervención estatal y sus costos en algunos casos, al tiempo que 
se maximiza en otros, pese a ser algo con lo que hay que lidiar recurrente en el debate 
                                               
 
9 Cfr. Entrevista de Claudia Palacios al Ministro de agricultura Rubén Darío Lizarralde. Periódico El Pueblo. 
Publicada el 15 de septiembre de 2013. http://elpueblo.com.co/me-gustan-poquito-los-subsidios-
minagricultura/ Consultada el 10 de diciembre de 2013.   
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político, que es el campo de intereses por excelencia donde se hace un uso estratégico de 
los argumentos, no permite que una sociedad se plantee con claridad cómo resolver el 
problema de destinar sus recursos públicos escasos a fines alternativos que compiten 
entre sí. La argumentación velada por los intereses particulares en este escenario puede 
ser un obstáculo para resolver, de la manera más inteligente y democrática posible, ese 
complejo dilema.  
Contra esos usos parcializados de la relación instrumental entre presupuesto y actividad 
estatal hay que sostener que todas las actividades del Estado, en la medida en que 
requieren personas e insumos para efectuarlas, implican costos, y la actividad de 
garantizar los derechos, sea cual sea su naturaleza, no es la excepción. De esta premisa 
simple, que expresa con claridad el hecho de que los derechos requieren recursos públicos 
para su financiación, Stephen Holmes y Cass Sustein (1999) derivan varias tesis que son 
relevantes para pensar la relación entre presupuesto y derechos humanos.  
Primero, la dicotomía entre derechos negativos –es decir, los derechos civiles y políticos- 
y derechos positivos –léase derechos económicos, sociales y culturales- puede ser 
engañosa en la medida en que con ella se quiera expresar que hay unos derechos que 
cuestan y otros que no. Si bien es cierto que existen derechos que comprenden 
obligaciones para el Estado que en su mayoría pueden formularse en términos negativos 
o de abstención –como no restringir indebidamente la libertad de expresión o no detener 
arbitrariamente-, también lo es que tanto estas obligaciones, generalmente asociadas a las 
dimensiones de respetar y proteger los derechos, como las positivas que implican el 
proveer determinadas garantías, y que generalmente se asocian a las dimensiones de 
garantizar y promover, cuestan recursos públicos. Si con la distinción entre derechos 
positivos y negativos se quiere hacer referencia a que unos cuestan y otros no, tendría que 
afirmarse que todos los derechos serían positivos, pues implican una actividad estatal 
efectiva para su protección cuya financiación requiere recursos públicos10. Los argumentos 
                                               
 
10 Sin soslayar el hecho de que todos los derechos cuestan y que incluso todas las dimensiones de los derechos 
de las que habla Van Hoof (1984) –respetar, proteger, garantizar y promover- implican combinaciones de 
obligaciones positivas y negativas, Abrahmovich y Courtis (2002, pág. 27) afirman que en una 
conceptualización basada sobre el carácter de las obligaciones asociadas a cada derecho llevaría a admitir un 
continuum en el que el lugar de cada derecho esté determinado por el peso simbólico del componente de 
obligaciones positivas o negativas que lo caracterice. De esta forma los autores señalan que la clasificación 
entre derechos civiles y políticos, por un lado, y los Derechos Económicos, Sociales y Culturales (DESC), por 
otro, estaría basada en la ubicación imperfecta que se podría hacer en este rango continuo sobre el peso de 
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que pretenden negar que ciertas garantías puedan ser asumidas como derechos por el 
simple hecho de que cuestan son absurdos, pues todos los derechos cuestan.     
La segunda conclusión relevante consiste en refutar la idea de que el Estado es el enemigo 
de los derechos y que su extensión necesariamente los pone en riesgo. En palabras de 
los autores: solo es posible definir los derechos como muros erigidos contra el Estado, si 
se ignora en forma injustificable la indispensable contribución de la autoridad pública a la 
construcción y el mantenimiento de esos muros (Holmes & Sunstein, 1999, pág. 252). 
Incluso los derechos que se conciben como inmunidades contra el Estado, como la 
protección contra la expropiación arbitraria o la libertad de expresión, implican la posibilidad 
de poder reclamar la protección de una entidad estatal contra los abusos de otra. La 
ampliación de la libertad personal que trae asociado el progreso en el ejercicio de los 
derechos, es creada por la acción pública y por la asimilación cultural de patrones de 
comportamiento. La ausencia del Estado es también ausencia de derechos. 
Una tercera conclusión derivada de la anterior es que resulta imposible proteger la libertad 
individual y el bienestar personal a menos que la sociedad recolecte recursos y los aplique 
con inteligencia para prevenir y remediar violaciones a los derechos. Sería contradictorio 
pensar que, dada una situación de uso óptimo de los recursos para la protección de los 
derechos, su alcance y el número de garantías tutelables por el Estado pueda ampliarse 
aún más sin que se recauden mayores impuestos. El alcance de las libertades ciudadanas 
depende en buena medida del monto de los tributos recaudados y los derechos se 
                                               
 
obligaciones positivas y negativas, con las implicaciones que ello pueda tener en términos de su 
financiamiento. Los autores sostienen también que las obligaciones positivas no se agotan en el deber de 
disponer de reservas presupuestarias a efectos de ofrecer una prestación, pues para cumplir una obligación 
positiva el Estado también puede recurrir a mecanismos como: 1) establecer algún tipo de regulación que 
defina el ejercicio del derecho –como por ejemplo la relativa al ejercicio de la libertad sindical-, y 2) establecer 
una regulación para los privados que ofrezcan la prestación de manera adecuada, sin que necesariamente el 
Estado deba hacerlo directamente. Esta aclaración tiene dos consecuencias importantes para efectos de las 
vulneraciones a los derechos por razones presupuestarias que examinara este trabajo: 1. Que dichas 
vulneraciones no aplican solamente para los DESC, sino también para otras clases de derechos, y 2. Que las 
violaciones a los derechos por razones presupuestarias no se agotan el incumplimiento del deber de disponer 
de fondos, sino que también pueden ocurrir por una inadecuada destinación, ejecución o distribución de los 
recursos disponibles, como se verá en detalle en el tercer capítulo   
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reducirán cuando los recursos disponibles se agoten, pero serán susceptibles de 
expandirse cuando los recursos públicos aumenten11 (Holmes & Sunstein, 1999, pág. 120).  
La última conclusión que es importante resaltar de los planteamientos de Sunstein y 
Holmes para efectos de este trabajo es que dado un volumen de recursos fijos para 
garantizar los derechos, los que se destinen a la protección de unos serán recursos que 
no se destinarán a la garantía de otros. En otros términos, los derechos son demandas 
sociales que compiten entre sí por la financiación de actividades estatales y que, por ende, 
tienen costos de oportunidad. Lo que puede percibirse como una conquista parcial desde 
un enfoque de derechos restringido puede no serlo tanto desde una visión más global de 
los costos implicados en la decisión: si se financia un programa de beneficios sociales para 
la clase media recortando presupuesto para un programa dirigido a una población más 
pobre, que suelen tener menos capacidad de hacerse escuchar, entonces la aparente 
conquista se convertiría en realidad en un retroceso en términos de justicia distributiva. 
Tomar en serio los derechos equivale a tomar en serio la escasez, lo cual no implica que 
no deba cuestionarse, en ciertos contextos, la insuficiencia de recursos como una falla en 
la responsabilidad estatal de tomarse en serio los derechos. 
Este análisis de los derechos desde la óptica de los costos permite entender que la 
disponibilidad de  recursos públicos para la protección de los derechos constituye su 
condición de posibilidad más básica. Por encima del reconocimiento jurídico de los 
derechos en los papeles, son las asignaciones presupuestales que anualmente se 
destinan para su protección las que convierten los derechos en una realidad práctica. La 
eficacia de los derechos depende más del flujo de dinero para financiarlos que de la tinta 
indeleble de las constituciones.   
                                               
 
11 Este hecho tiene su constatación empírica en la correlación positiva existente entre los niveles de tributación 
de los países y su nivel de desarrollo humano. Teniendo en cuenta que en América Latina la presión tributaria 
es todavía muy baja, la lucha por los derechos en el contexto regional pasa, entre otras cosas, por reivindicar 
una política tributaria menos ortodoxa que aumente el recaudo con esquemas progresivos para que los Estados 
estén en capacidad de ampliar la protección efectiva de los derechos que los pueblos reconocen como suyos y 
reclaman. En otras palabras, es muy posible que el compromiso con los derechos en la región deba implicar 
un cierto compromiso con una heterodoxia tributaria y fiscal.  
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1.2 Reconsiderar las instituciones presupuestarias 
desde el horizonte de los derechos: la relación de 
fundamentación. 
Además de la relación instrumental según la cual los derechos requieren de recursos 
públicos para tener algún grado de eficacia (la cual se percibe con claridad cuando se 
piensa en los costos de cada derecho), existe otra relación conceptual entre presupuesto 
y derechos humanos de carácter más sistemático, cuyas implicaciones es importante 
explorar. Se trata de la relación de fundamentación que el sistema de derechos consagrado 
en la Constitución guarda con la actividad financiera pública y en particular con las 
instituciones presupuestarias. La idea fundamental aquí es simple, pero tiene 
repercusiones importantes que se han pasado por alto: el presupuesto debe ser una 
técnica para para la realización de los derechos y no puede ser un instrumento para 
menoscabarlos (Corti, 2011, pág. 694). 
Esta idea sencilla, sin embargo, no parece reconocerse en toda su magnitud por la 
influencia de tres factores: el grado de especialización del estudio y la práctica del derecho 
presupuestario y la hacienda pública; la concepción de que los asuntos presupuestarios 
son principalmente políticos; y la aparente inexistencia de mecanismos que vinculen el 
enfoque de derechos a las decisiones presupuestarias. A continuación se analizarán con 
mayor detalle cómo estos factores se han convertido en obstáculos epistemológicos para 
plantear espacios de diálogo fructíferos entre derecho y economía, y posteriormente se 
mostrará cómo la relación de fundamentación entre presupuesto y derechos humanos ya 
se manifiesta en algunas de las instituciones jurídicas vigentes pero no con todas sus 
implicaciones.  
En relación con el primer factor es importante señalar como en los manuales de derecho 
presupuestario o en los de hacienda pública no suele ser explícita la idea de que la 
actividad financiera del Estado tiene como uno de sus fines esenciales la realización de los 
derechos. Si bien se reconoce que se trata de una actividad reglada por disposiciones 
constitucionales –reglamentación que precisamente constituye el objeto de análisis del 
derecho presupuestario-, los fines que se le asignan en esos textos suelen ser 
enunciaciones generales vacías de contenido material tales como “la satisfacción de las 
demandas colectivas” (Queralt, Serrano, López, & Ollero, 2003, pág. 29) o “la realización 
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de los objetivos del sector público” (Restrepo J. , 2012, pág. 25), entre otras. Si bien estos 
enunciados reconocen que las finalidades de la actividad financiera pública se han 
modificado con el tiempo y que en la actualidad son mucho más diversas que la garantía 
de los derechos -pues por ejemplo también incluyen el suministro de otros bienes 
colectivos, la redistribución de ingresos o la promoción del desarrollo (Musgrave, 1959)- el 
no trazar explícitamente el puente entre finanzas públicas y derechos humanos les impide 
captar un hecho esencial de la transformación de los Estados en las últimas décadas: el 
de que la legitimidad de sus instituciones, incluidas las presupuestales, depende cada vez 
más de poder garantizar los derechos constitucionalmente reconocidos12.  
El hecho de que el derecho presupuestario y la hacienda pública no hayan sido 
interpretados desde la Constitución y los derechos, explica en buena medida que se hayan 
especializado en problemas internos en cuanto disciplinas autónomas. Así, por ejemplo, 
los manuales de derecho presupuestario en Colombia se estructuran de la siguiente 
manera: primero se hace un repaso de las disposiciones constitucionales que consagran 
las competencias para el desarrollo de las etapas del ciclo presupuestario: el 
Departamento Nacional de Planeación y el Ministerio de Hacienda elaboran el proyecto, el 
Congreso lo discute y aprueba, el Gobierno Nacional lo ejecuta y la Contraloría hace el 
control fiscal. Luego se explican los principios de la presupuestación: legalidad 
presupuestaria, universalidad, unidad de caja, especialización y anualidad; así como las 
reglas de asignación del presupuesto que la Constitución plantea: la parafiscalidad y la 
prioridad del gasto social. Finalmente se concentran en el estudio de las fuentes legales 
del derecho presupuestario: el Estatuto Orgánico del Presupuesto y las leyes de 
responsabilidad fiscal. 
Si bien todos estos elementos son fundamentales e indispensables para una comprensión 
adecuada del objeto de estudio, no son suficientes para profundizar en el problema de 
cómo las diferentes piezas del engranaje legal de la actividad financiera pública pueden 
contribuir, en mayor medida, al objetivo de garantizar los derechos. La labor del 
especialista se convierte entonces en una cuestión, en todo caso indispensable, de manejo 
                                               
 
12 Así lo establece por ejemplo la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Ser Humano que en 
su considerando 1° señala que “los pueblos americanos han dignificado a la persona humana y que sus 
constituciones nacionales reconocen, que las instituciones jurídicas y políticas, rectora de la vida en sociedad, 
tienen como fin principal la protección de los derechos esenciales del hombre y la creación de circunstancias 
que le permitan progresar espiritual y materialmente y alcanzar la felicidad” (subrayado fuera de texto) 
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de una técnica compleja que, sin embargo, renuncia a la tarea crítica de reformular las 
instituciones presupuestarias desde un enfoque de derechos. 
Por su parte las disciplinas de la hacienda pública y de la política fiscal, desarrolladas 
principalmente por economistas, son más ajenas todavía a una lectura desde un enfoque 
de derechos. La hacienda pública, un campo por lo demás supremamente vasto y 
complejo, se ha enfocado en explicar el funcionamiento real de los procesos por medio de 
los cuales los dineros públicos ingresan al Estado (en forma de ingresos tributarios o por 
otros conceptos) y la forma cómo se administran y gastan (incluyendo el análisis en detalle 
de las funciones de control y planeación asociadas al presupuesto), ocupando el tema de 
la deuda un capítulo especial. El campo de estudio se amplía cuando la indagación se 
realiza a diferentes escalas –nacional, departamental o municipal-, o cuando se hace en 
perspectiva histórica, entre otras vertientes de análisis. La política fiscal analiza estos 
procesos en su interrelación recíproca con otras variables macroeconómicas o con el 
funcionamiento de la economía en su conjunto. Sin embargo, el análisis de las 
repercusiones que el funcionamiento de la actividad financiera pública tiene sobre los 
derechos constitucionales, o el análisis de la política fiscal en clave de derechos en general 
están ausentes en la literatura.  
 ¿Será quizás que no hay un espacio fecundo de análisis en el cual pueda converger el 
enfoque de derechos con estas disciplinas? ¿Será que pretender reinterpretar las 
instituciones presupuestarias en clave de derechos no pasa de ser un llamado a realizar 
un ejercicio de poca utilidad?  Hay buenas razones para pensar que por el contrario, lejos 
de ser un ejercicio estéril, una perspectiva convergente es necesaria y prometedora para 
ambas disciplinas.  
La primera es que varias técnicas jurídicas y políticas están sujetas hoy a una 
reelaboración conceptual en la medida en que se las enfoque desde la óptica de los 
derechos humanos con lo cual esta última también resulta enriquecida. Así viene 
sucediendo por ejemplo con la reflexión sobre las políticas públicas (Abramovich, 2006) 
(Pérez, Uprimny, & Rodríguez, 2007), o con la construcción de indicadores para medir el 
avance en las distintas dimensiones del bienestar y del desarrollo, los cuales se empiezan 
a formular desde una perspectiva de derechos (OHCHR, 2012).  
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Pero además, la creciente aproximación entre la economía y el derecho ha producido 
innovaciones metodológicas importantes en ambas disciplinas: piénsese por ejemplo en la 
corriente del análisis económico del derecho desarrollado por Posner y Calabressi, o 
piénsese en cómo con el replanteamiento de la fundamentación utilitarista del análisis 
económico, los resultados de determinadas instituciones empiezan a ser evaluados de 
acuerdo a su impacto sobre los derechos y el ejercicio de las libertades individuales, y no 
ya bajo las mediciones clásicas para evaluar el progreso social basadas en el ingreso o en 
la utilidad13. 
Las evaluaciones comparadas de las instituciones presupuestarias y sus resultados se han 
concentrado o bien en analizar su apego a unas directrices definidas por organismos 
multilaterales que sirven como estándares de calidad de la manera cómo se realizan las 
diferentes etapas del ciclo presupuestario14, o bien en su impacto sobre el crecimiento 
económico, la estabilidad macro y fiscal (Alesina, Hausmann, & Hommes, 1999) (NBER, 
1999) y sobre la distribución de los recursos (Banco Interamericano de Desarrollo, 2010) 
(Eslava, 2006). También existen estudios que combinan criterios evaluativos tanto sobre 
los procesos como sobre los resultados fiscales (Dabla--Norris, y otros, 2010).  No 
obstante, es posible pensar en la posibilidad de ampliar la base de información que se 
utiliza en estos estudios para que las instituciones presupuestarias se empiecen a evaluar 
no solamente por la forma como contribuyen al crecimiento económico o a los equilibrios 
macro y fiscales –quedando presas de los criterios utilitaristas tradicionales del análisis 
                                               
 
13 Sen  (1997) ha señalado cómo la teoría económica dominante se ha basado en tres criterios restringidos que 
la han vuelto presa de una base muy estrecha de información para evaluar estados sociales alternativos. Estos 
tres criterios son: 1) consecuencialismo, que consiste en valorar un estado social en función de los resultados 
o las consecuencias que genera, 2) utilitarismo, que consiste en tener en cuenta como relevantes únicamente 
las consecuencias en términos de la utilidad o el ingreso que un estado social puede procurarle a los individuos 
y 3) regla de la agregación: que consiste en asumir como criterio de selección entre estados sociales la suma 
total de las utilidades individuales, la regla del mayor bienestar para el mayor número. En este sentido, la 
economía ha excluido la posibilidad de evaluar estados sociales alternativos por aspectos como el respeto a un 
determinado valor (por ejemplo la justicia) sin dejar de ser sensible a las consecuencias que se desprendan de 
su defensa, o evaluar los resultados sociales por la manera en que se llegó a ellos (evaluaciones 
procedimentales que, por ejemplo, reconozcan el valor de la capacidad de agencia de los individuos). Su talante 
utilitarista excluye también la posibilidad de involucrar dentro de la información relevante para juzgar los 
estados sociales aspectos como la calidad de vida, las capacidades u otras medidas del bienestar. Finalmente 
el usar como único criterio de decisión entre alternativas sociales la suma del bienestar individual, implica no 
ponderar el interés de las minorías: el criterio de la suma de las utilidades, así como el del óptimo de Pareto, 
no incorporan preocupaciones distributivas y pueden validar situaciones en las que el bienestar de la mayoría 
termine imponiéndose incluso cuando acarrea graves perjuicios para uno o varios individuos  (Sen A. , 1977). 
14 Al respecto es importante señalar los Principios Guía para la Administración del Gasto Público diseñados 
por el Fondo Monetario Internacional (Potter & Diamond , 1999).  
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económico-, sino también por la manera diferencial como contribuyen a la garantía de los 
derechos, con todos los desafíos metodológicos que ello pueda significar. Más adelante 
se profundizará en las posibilidades de investigación que se desprenderían de este 
enfoque.  
Un segundo factor que contribuye a explicar el hecho de que se haya pasado por alto la 
relación de fundamentación entre presupuesto y derechos humanos es la idea de que la 
decisión presupuestaria es una cuestión política que le compete solamente al poder 
ejecutivo y al legislativo o al órgano encargado del control fiscal. Esta idea la defienden 
algunos tratadistas de la hacienda pública como Juan Luqui quien señala que la materia 
presupuestaria escapa al control de los jueces por ser esencialmente política y 
administrativa (Luqui, 1989). Incluso pareciera haber una asimetría entre la tributación y el 
gasto público, las dos facetas básicas de la actividad financiera pública, en que para el 
caso de las leyes que regulan la primera se acepta y se reconoce que, tanto por razones 
de forma como de fondo, están sujetas a control constitucional, mientras que para el caso 
de las leyes de presupuesto, en cambio, no parece ser tan claro que pueda haber un control 
material, o al menos no ha sido algo característico de la jurisprudencia, ni un tema objeto 
de interés por parte de los especialistas en el tema15.     
El calificar como una cuestión netamente política la decisión presupuestaria oscurece el 
hecho de que esta se encuentra tan sujeta a los principios constitucionales como cualquier 
otra actividad administrativa y no solo en un sentido formal -lo cual incluye el tener que 
acogerse a condiciones procedimentales necesarias para poder aceptar que se ha 
configurado una voluntad legislativa legítima que apruebe el presupuesto-, sino también 
en sentido material. Solo reivindicando este hecho resulta posible plantear que existen 
unos criterios sustantivos y procedimentales de justicia que gobiernan la aprobación y 
ejecución del presupuesto y solo así tiene sentido hablar de justicia fiscal (Rodríguez 
Bereijo, 1976, pág. 100 y ss.). Corti lo expresa con toda claridad cuando afirma: cuando se 
                                               
 
15 El control constitucional a la ley del presupuesto se ha concentrado básicamente en cuatro temas: i) en las 
excepciones al principio general de inembargabilidad del presupuesto, ii) en la temporalidad de las leyes del 
presupuesto y las flexibilizaciones admisibles del principio de anualidad, iii) en las violaciones al principio 
constitucional de unidad de materia y iv) en las modificaciones admisibles del presupuesto en estados de 
excepción (Peña & Trujillo, 2009). 
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califica a una decisión o materia como puramente política se tiende a reducir el radio de 
acción del derecho, se esfuma la relevancia práctica del derecho constitucional, se vuelven 
abstractas las discusiones sobre la justicia y, en fin, se aleja la posibilidad de efectuar un 
control constitucional de dicha decisión o materia (Corti, 2011, pág. 34). Con todo ello se 
tiende a minimizar el hecho de que la discrecionalidad política de las instancias ejecutivas 
y legislativas encargadas de elaborar y aprobar el presupuesto no es absoluta: en el 
escenario político de aprobación del presupuesto, donde los intereses ideológicos y de los 
distintos sectores de la sociedad tienen juego, se pueden lesionar los derechos 
fundamentales. El presupuesto, por ende, es también un campo estratégico para la 
justiciabilidad. 
Finalmente, el tercer factor que ha eclipsado la relación de fundamentación entre 
presupuesto y derechos humanos es el hecho de que no existan mecanismos efectivos 
que vinculen la técnica presupuestaria al enfoque de los derechos, o al menos que los 
existentes no hayan tenido tanta difusión. Esto resulta más cierto en algunos contextos 
que en otros, pues hay países en los que se han tendido mayores puente entre ambos 
temas como se revisará en el segundo capítulo. Lo cierto es que, en todo caso, se trata de 
una relación que no ha tenido mucho desarrollo, salvo algunas reflexiones o iniciativas.  
Uno de los teóricos del derecho que ha realizado algunas sugerencias en este sentido es 
Luigi Ferrajoli. En su texto “Los Fundamentos de los Derechos Fundamentales”, señala 
como el reconocimiento de los derechos sociales no se ha visto acompañado de técnicas 
de defensa y justiciabilidad similares a las que han tenido las garantías liberales clásicas. 
Ferrajoli distingue además entre las posibilidades de realización política y las técnicas de 
garantía de los derechos, que implican la adopción de mecanismos para que su realización 
no sea simplemente una facultad potestativa de una autoridad sino que establezca una 
obligación vinculante. Y como ejemplo de las nuevas técnicas de garantía que podrían 
desarrollarse para propender por la justiciabilidad de los derechos sociales propone que 
constitucionalmente se establecieran cuotas mínimas de presupuesto asignadas a los 
diversos capítulos de gastos sociales, haciéndose así posible el control de 
constitucionalidad de las leyes de financiación estatal (Ferrajoli, 2001). Esta propuesta no 
está exenta de polémicas, pues coincide con las rentas de destinación específica y las 
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inflexibilidades que los economistas ortodoxos tanto han criticado16. Pero más allá del 
mecanismo concreto la propuesta de Ferrajoli abre un campo de investigación que es 
importante considerar en un diálogo interdisciplinario: ¿es posible y conveniente pensar 
las instituciones presupuestarias como técnicas de garantía de los derechos17? En el tercer 
capítulo se propondrán algunas perspectivas de transformación de la técnica 
presupuestaria como una manera de avanzar significativamente en la garantía de los 
derechos. 
Tras haber analizado los obstáculos que han impedido explorar la relación de 
fundamentación entre presupuesto y derechos, y las agendas ocultas de investigación 
interdisciplinaria que de allí pueden desprenderse, es importante advertir que, sin 
                                               
 
16 La Contraloría General de la República (2013, pág. 36) define las inflexibilidades como el conjunto de reglas 
y gastos previamente asignados que tiene que enfrentar la administración financiera del presupuesto y que no 
se pueden modificar en el corto ni en el mediano plazo. Entre las inflexibilidades naturales, en concepto del 
ente de control, se encuentran el servicio a la deuda o los gastos de funcionamiento, que para la vigencia 2013 
en Colombia representaron el 27% y el 54% del presupuesto total respectivamente. A su vez las inflexibilidades 
en el presupuesto de inversión ascenderían al 63,6%, lo que significaría que alrededor del 93% del presupuesto 
sería inflexible. Un concepto diferente es el de rentas de destinación específica, fenómeno propio de la segunda 
mitad del siglo XX conforme al cual la gran mayoría del gasto de los presupuestos contemporáneos ha pasado 
a ser predefinido por leyes o por las propias constituciones mediante reglas explícitas de asignación. Esta 
práctica ha sido cuestionada porque impide realizar la idea originaria de la presupuestación de que el 
parlamento debería tener soberanía para decidir cómo gastar todos los recursos públicos tras una discusión 
democrática (Restrepo Salazar, 2010, pág. 9). De esta forma el Congreso la única función que estaría 
cumpliendo es protocolizar la orden de unos gastos inamovibles. La antítesis de un presupuesto inflexible es 
la propuesta de presupuestos base cero, que se intentó aplicar en el gobierno de Carter a nivel federal en Estados 
Unidos, y que consiste en someter a discusión anual todas las apropiaciones sin referencia a las tendencias 
previas  (Kavanagh, 2011) .   
17 González-Blanch (2000) habla de tres fases del desarrollo de la teoría presupuestal, cada una de las cuales 
se orientó a responder a preocupaciones diferentes que influyeron en el tipo de problemas planteados y la 
metodología para hacerlo: i) El incrementalismo, característico de la época de expansión de los Estados 
industriales, que consistía en el análisis del tema presupuestario con énfasis en el lado de los ingresos y bajo 
un contexto en el que se daba por hecho la tendencia a requerir anualmente un mayor volumen de recursos 
públicos, modelo que entró a cuestionarse con las hiperinflaciones y la crisis del Estado de Bienestar a finales 
de la década de los setenta del siglo XX; ii) la fase de la revalorización del tema del gasto, modelo característico 
de las décadas de los setentas y los ochentas, en los que la preocupación por ponerle límites a la extensión 
desmesurada del Estado se reflejó en un mayor énfasis en la eficiencia del gasto público, su eficacia para el 
logro de los objetivos sociales y su destinación apropiada; y iii) la fase de la disciplina presupuestal y las leyes 
de responsabilidad fiscal, periodo que coincidió con las reformas estructurales inspiradas en el Consenso de 
Washington y en el que la preocupación fundamental ha sido tratar de preservar a través del presupuesto la 
estabilidad macroeconómica y los equilibrios fiscales, reconociendo el valor de la transparencia presupuestaria. 
El carácter expansivo del enfoque de derechos y la reinterpretación de los distintos temas de la gestión estatal 
que se está efectuando desde este horizonte podrían dar pie a pensar que una cuarta fase de la teoría 
presupuestaria podría orientarse a cómo el gasto público podría ser más eficaz para garantizar los derechos o 
para promover otros objetivos importantes para los Estados contemporáneos como la promoción del desarrollo.    
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embargo, ya existen algunas instituciones jurídicas en las cuales esa relación de 
fundamentación tiene repercusiones, así no se perciba con claridad que allí está en juego 
una conexión entre derechos humanos y presupuesto. 
La más importante de ellas es el control abstracto de constitucionalidad. En efecto, con 
esta clase de control se somete a revisión si los mandatos de acción o las prohibiciones 
para los particulares y el Estado que aprueba el poder constituido -es decir, las leyes- se 
pueden justificar conforme a su contribución, o no afectación, a unos valores superiores 
que la sociedad ha pactado proteger -es decir, los principios, disposiciones y derechos 
constitucionales-. En una democracia constitucional las leyes son mandatos de acción para 
el Estado que deben poder ser justificados a la luz de los contenidos constitucionales: si 
no pueden justificarse con base en ellos o si los contrarían abiertamente simplemente esos 
mandatos no son legítimos y no pueden tener validez en el ordenamiento jurídico. A su 
vez, los mandatos legales son obligaciones para el Estado de acción o de abstención que 
deben financiarse con recursos públicos. De modo que el control de constitucionalidad es 
una especie de filtro con el cual se decide, con base en razones constitucionalmente 
admisibles (entre las cuales la protección de los derechos es una especialmente poderosa) 
en cuáles de las acciones que el poder constituido le ha ordenado al Estado se pueden 
gastar legítimamente recursos públicos y en cuáles no. Declarar contraria a la Constitución 
una ley implica que un Tribunal le ordene al Estado no gastar recursos del presupuesto en 
cumplir los mandatos de dicha ley porque no son compatibles con la garantía de los 
derechos y principios constitucionales. El control de constitucionalidad es un mecanismo a 
través del cual se está determinando, de forma permanente, en qué se puede gastar el 
presupuesto y en qué no.  
El hecho de que la acciones que realiza el Estado y el uso de recursos públicos que se 
gasta en financiarlas deban estar soportados en razones constitucionalmente admisibles, 
sugiere que debe haber alguna clase de correspondencia entre el deber de proteger el 
núcleo esencial de los derechos, que es una razón imperativa de acción para el Estado, y 
las asignaciones de recursos públicos que anualmente autoriza el poder legislativo a gastar 
a través de la Ley del presupuesto, so pena de que algunos mandatos de gasto de esta 
última puedan ser sustituidos por otros más prioritarios producto de decisiones judiciales 
como una manera de garantizar la vigencia de la Constitución, la prevalencia de la noción 
de justicia fiscal con la que ésta se compromete y la racionalidad que sus postulados le 
imponen a la acción estatal. Esta es una de las repercusiones más importantes de la 
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relación de fundamentación entre presupuesto y derechos humanos aquí explorada que 
no debe pasarse por alto, pero que sin embargo hoy genera grandes resistencias teóricas 
y prácticas.  
1.3 El garantismo abstracto y el reduccionismo fiscal: 
dos extremos indeseables.  
Existen dos formas inadecuadas para plantearse con claridad el problema de justicia 
distributiva que está en juego en la relación entre presupuesto y derechos humanos: el 
garantismo abstracto que le resta importancia a la relación instrumental que hay entre 
estos dos aspectos y el reduccionismo fiscal que desconoce la relación de fundamentación 
existente entre ellos. Una perspectiva integrada que se tome en serio tanto los costos de 
los derechos como los condicionamientos que estos deben ejercer sobre el presupuesto 
es necesaria para superar estos extremos. 
El garantismo abstracto, en su versión más extrema, considera que los derechos son 
absolutos y que todos deben garantizarse simultáneamente a cualquier costo. Sus 
defensores creen que el Estado está en capacidad de asegurar en un nivel pleno todos los 
derechos constitucionalmente reconocidos, sin ser capaces de demostrar cómo. El hecho 
de que el Estado no lo haga efectivamente, más que de una imposibilidad financiera, 
depende de la negligencia administrativa, la falta de voluntad política o de otros factores. 
No admiten justificaciones financieras de ninguna clase para la restricción un derecho, 
incluso de los componentes que van más allá de su núcleo esencial, en la medida en que 
hacerlo sería traicionar su carácter vinculante y su naturaleza. Esta postura subestima la 
relación instrumental porque simplemente no le interesa plantearse cómo se pueden llevar 
a la práctica los derechos más allá de su reconocimiento formal. En otros términos, 
desconoce el hecho fundamental de que no existen de entrada técnicas de garantía de los 
derechos infalibles y que el implementarlas es un problema complejo de cómo invertir 
mejor los recursos públicos disponibles, pues el presupuesto del Estado no es un barril sin 
fondo.  
Pero hay formas más sutiles en las que el garantismo abstracto se presenta en el debate 
público. Se trata de aquellas posturas que defienden el deber del Estado de garantizar un 
derecho sin considerar el grado en que debe hacerlo y el costo de oportunidad de invertir 
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recursos públicos en la protección de un aspecto que no hace parte de los contenidos 
básicos del derecho en cuestión. Esta forma de garantismo puede ser inadecuada en la 
medida en que presiona por la inversión de los recursos públicos escasos en el 
financiamiento de acciones no tan prioritarias del Estado, cuando dichos recursos se 
podrían localizar mejor en otras acciones que son de suma prioridad y que implican 
deberes de inmediato cumplimiento18.  
Una postura garantista para no ser abstracta debe hacer distinciones entre niveles de goce 
de los derechos que, pese a ser conceptos de textura abierta, son fundamentales para el 
funcionamiento del sistema jurídico, tales como la diferencia entre núcleo esencial (u 
obligaciones de realización inmediata), nivel aceptable (grado razonable que el Estado 
estaría en capacidad de proteger un derecho para el promedio de la población) y ejercicio 
pleno del derecho (u obligaciones de realización progresiva)19.  Debe partir además de 
reconocer que los derechos cuestan y que esos costos pueden ser una razón que explique 
por qué no se pueden realizar las actividades estatales requeridas para garantizarlos en 
                                               
 
18 Un ejemplo de esto es lo que sucede con algunas exigencias en relación con la educación pública superior 
en Colombia, como es el caso de la gratuidad cuando no se plantea junto con otras reformas. Si bien es cierto 
que se trata de algo deseable y de una reivindicación importante, también lo es que bajo el actual sistema de 
cobertura limitada, donde el acceso está determinado por exámenes de admisión que excluyen a quienes 
provienen de colegios públicos de mala calidad en los cuales estudia la población más pobre, se termina 
subsidiando a población con mayor capacidad de pago y, por ende, resulta claro que financiarles una educación 
gratuita puede generar un alto costo de oportunidad en el uso de recursos públicos al no utilizarse más bien 
para ampliar la cobertura de la población más pobre, o para cerrar las brechas de calidad en la educación básica 
y media. En el 2010 solo un 6% de los estudiantes de pregrado en entidades oficiales pertenecían al 20% más 
pobre de la población, el 61% hacía parte del 40% más rico (López, 2011, pág. 11): si bien la focalización es 
un dilema al que la sociedad se ve abocada por gobiernos que no se toman en serio el carácter universal de los 
derechos y que atienden primero la financiación de otra clase de gastos menos prioritarios, el no tener 
conciencia de los impactos de una política como la gratuidad, en contextos donde el acceso a la educación 
sigue siendo un privilegio, puede conducir a la adopción de medidas regresivas en términos distributivos. El 
problema del maximalismo no es tanto que reivindique un programa ambicioso de reformas, como el hecho 
de que lo haga siendo insensible a sus posibles consecuencias regresivas.     
19 Algunos teóricos de los derechos han tratado de establecer una diferenciación entre derechos civiles y 
políticos por un lado, y derechos sociales por el otro basados en que los primeros implicarían obligaciones de 
resultado para los Estados (X persona goza efectivamente del derecho Y), mientras que los segundos solamente 
le representarían obligaciones de conducta (el Estado está obligado con X a que su comportamiento para 
garantizar Y se adecúe a unos estándares de acción apropiados). De esta manera un Estado sería responsable 
de que una persona no goce efectivamente de un derecho civil o político, pero no necesariamente de que no 
goce de un derecho social siempre y cuando su comportamiento para asegurarlo haya sido el adecuado  
(Garretón Merino, 1994). Abramovich y Courtis (2002) han cuestionado la relevancia de esta distinción 
señalando cómo los Principios de Maastricht sobre las violaciones a los derechos económicos, sociales y 
culturales, y en particular el número 7, establecen que esta clase de derechos implican para los Estados 
obligaciones tanto de conducta como de resultado, así como ocurre para el caso de los derechos civiles y 
políticos. En el capítulo 2 se revisará con mayor detalle las implicaciones presupuestarias de estas obligaciones.  
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algún grado, pero no en cualquier grado. Aceptar la realidad de la escasez no implica, sin 
embargo, considerarla como una excusa válida en cualquier circunstancia para no proteger 
los derechos: un garantismo comprometido debe estar dispuesto a desafiar las excusas 
basadas en la escasez cuando, por ejemplo, dado un volumen de recursos disponibles hay 
asignaciones claramente injustas que dan prelación a objetivos menos prioritarios, o 
cuando la estructura tributaria existente no permite disponer de suficientes recursos para 
financiar la garantía de derechos como es debido.  
En el otro extremo está el reduccionismo fiscal que considera que los costos sí pueden ser 
una razón válida para justificar la no protección a un derecho por parte del Estado, incluso 
hasta en su nivel más básico o en su núcleo esencial.  Para esta postura la disponibilidad 
de recursos puede llegar a ser una razón legítima para justificar que el Estado no garantice 
un derecho en cualquier grado. En términos más simples, el reduccionismo abstracto 
considera que los derechos, o algunos de ellos, no pasan de ser meras aspiraciones 
porque con las realidades de disponibilidad y asignación de recursos vigentes, las cuales 
deben ser respetadas en cuanto son decisiones institucionalmente validadas, simplemente 
no hay plata para financiarlos. De esta forma se desconoce la relación de fundamentación 
que la actividad del Estado y, a través de ella, la actividad financiera pública, deben guardar 
con el sistema de derechos humanos que la Constitución consagra.     
Esta postura es reduccionista porque considera que el alcance de los derechos debe ser 
adaptado a las realidades fiscales vigentes, las cuales se terminan situando por encima 
del propio ordenamiento jurídico. De esta forma se invierte indebidamente la relación de 
fundamentación y las jerarquías constitucionales: en vez de adaptar las realidades fiscales 
del Estado a las exigencias constitucionales, el reduccionismo fiscal defiende que hay que 
empobrecer el alcance del contrato social plasmado en la Constitución para ajustarlo a las 
posibilidades que brinda la realidad fiscal vigente. Esta postura plantea entonces avanzar 
por la vía de la desconstitucionalización y el empobrecimiento del contenido de los 
derechos, mucho más en cuanto mayor sea la brecha entre el recaudo efectivo de recursos 
y el que se necesita para solventar la garantía de los derechos constitucionalmente 
reconocidos.  
Definir estos dos extremos puede resultar problemático si no se tiene en cuenta que el 
reconocimiento en el ordenamiento jurídico de un sistema de derechos implica la creación 
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de un marco de razones socialmente admisibles para que el Estado pueda excusarse de 
no proteger en algún grado los derechos bajo ciertas circunstancias (lo cual niega el 
garantismo abstracto), pero también una serie de razones socialmente inadmisibles para 
justificar que no actuó para protegerlos (lo que el reduccionismo fiscal se obstina en 
ignorar). En cierta forma se trata de aceptar que hay ciertas justificaciones que el Estado 
puede presentar, bajo unas condiciones de argumentación muy estrictas, como una carta 
de triunfo contra el pretendido deber absoluto de proteger plenamente los derechos, pero 
también reconocer que el deber de proteger los derechos puede presentarse, bajo ciertas 
circunstancias, como una carta de triunfo contra las realidades fiscales vigentes, al punto 
que puede obligar a modificarlas para hacer valer los derechos20.  
El garantismo abstracto y el reduccionismo fiscal juegan un papel en el debate político, y 
difícilmente dejarán de hacerlo. Incluso a veces es positivo que así sea, como por ejemplo 
en contextos de bloqueo institucional para proteger los derechos o de gasto desmesurado 
e irracional para hacerlo. Pero no son posturas que faciliten el acercamiento entre el 
enfoque de derechos humanos y la teoría y práctica presupuestaria, y en ese sentido 
merecen ser cuestionadas. Por el contrario, si se acepta la idea de la existencia de un 
marco de razones vinculante bajo el cual resulta claro cuándo es posible y cuándo es 
totalmente inadmisible anteponer las consideraciones presupuestarias a los derechos 
estará abonado el terreno para un diálogo provechoso que integre las sanas 
preocupaciones de ambas perspectivas.    
                                               
 
20 Tratando de aclarar el alcance del discurso de los derechos humanos en el escenario internacional como 
discurso ético, más que como un discurso jurídicamente vinculante, Amartya Sen afirma lo siguiente: “Tomar 
los derechos en serio requiere de nosotros que reconozcamos que sería malo –algunas veces terrible- que 
fueran violados. Esto no implica que el reconocimiento de una reivindicación como un derecho requiere de 
nosotros que asumamos que siempre prevalece sobre cualquier otro argumento en dirección contraria 
(basado, por ejemplo, en el bienestar o en una libertad no incluida en ese derecho). Quizás no resulte 
sorprendente que los oponentes de la idea de derechos humanos en ocasiones les atribuyan pretensiones 
absolutas y entonces los rechacen debido a que tales pretensiones no son plausibles. Mary Wollstonecraft y 
Thomas Paine no atribuían pretensiones incondicionales o absolutas a los derechos de los seres humanos, ni 
lo hacen hoy casi todos los que se pueden considerar como activistas de derechos humanos. Ellos insisten, sin 
embargo, en que los derechos humanos deben tomarse en serio e incluirse entre los determinantes más 
poderosos de la acción, en lugar de ser ignorados o fácilmente relegados” (Sen A. , La idea de la justicia, 
2010, pág. 393). 
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1.4 Superar los desencuentros entre democracia y 
justicia distributiva: el desafío de la perspectiva 
integrada. 
Tomar en serio la relación de fundamentación y la relación instrumental anteriormente 
descritas plantea un problema complejo de justicia distributiva que es susceptible de una 
formulación técnica, aunque no de un tratamiento exclusivamente técnico: si el Estado está 
obligado a garantizar el núcleo esencial de los derechos de forma inmediata y a propender 
por el ejercicio pleno de esos derechos como uno de sus objetivos prioritarios, ¿cómo 
puede cumplir de la mejor manera ese cometido con los recursos escasos de los que 
dispone21?  
Un criterio relevante de evaluación de las instituciones sociales puede ser precisamente 
indagar por el papel que cumplen para contribuir a resolver este problema. Las 
democracias vigentes son un conjunto de instituciones sociales que, además de tener un 
valor constitutivo importante porque a través de ellas se despliegan libertades valiosas 
para los seres humanos (como la capacidad de participar en los asuntos sociales o la 
posibilidad de ser tenidos en cuenta como interlocutores válidos en las discusiones 
públicas), pueden prestar también un servicio crucial en el propósito de construir 
sociedades con mayores estándares de justicia distributiva22. Evaluarlas por su valor 
                                               
 
21 Esta formulación permite reconocer que se trata de un problema económico, al menos en la definición 
neoclásica del término. En efecto, la mayoría de los manuales de texto de economía inspirados en el enfoque 
neoclásico definen la ciencia económica siguiendo la clásica formulación de Lionel Robbins  (1935) como el 
estudio de la asignación eficiente de recursos escasos para fines alternativos.   
22 Sen distingue, partiendo de la literatura sobre filosofía política sánscrita, entre las perspectivas que solo 
tienen en cuenta los esquemas, las reglas y la corrección del comportamiento para evaluar las instituciones 
sociales (niti o perspectivas deontológicas) y aquellas que consideran que pese a la importancia de estos 
elementos, estos deben ser evaluados en últimas a partir de sus efectos sobre el mundo (nyaya o perspectivas 
consecuencialistas). Una frase como: hágase justicia aunque el mundo perezca solo podría defenderse desde 
el enfoque de niti, pues bajo la perspectiva de nyaya si los resultados de determinadas reglas de justicia son 
nefastos para la vida de las personas, entonces no puede decirse que tales reglas sean justas (Sen A. , 2010, 
págs. 51-52). Pensar las instituciones democráticas como nyaya no implica desconocer el valor de los 
esquemas institucionales y de los procesos en virtud de los cuales fueron creados, por concentrarse solo en las 
realizaciones efectivas que estas instituciones produzcan. En vez de tener en cuenta únicamente los efectos de 
culminación, es decir, la información sobre los estados que unas determinadas instituciones generan, la 
perspectiva de nyaya exige basarse en los efectos comprehensivos que incluyen información tanto de los 
resultados como de los procesos que los generaron (Sen A. , 2010, págs. 53-56). Esto le permite a Sen superar 
tanto el desinterés por lo que ocurre con las vidas reales de las personas (propio de las teorías deontológicas o 
procedimentales), como el énfasis exclusivo en el bienestar de las personas sin importar cómo se haya 
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instrumental para la toma de decisiones presupuestarias justas23, si bien no significa 
considerar en su integridad el papel que cumplen en la vida social, es un ejercicio útil para 
pensar además qué reformas institucionales o qué aspectos por fortalecer se requieren 
para que su funcionamiento permita avanzar hacia sociedades que asignen mejor sus 
recursos públicos respondiendo a las exigencias de la justicia distributiva y, en general, 
para construir sociedades más justas24. 
Podría argumentarse que, sin embargo, la justicia distributiva es un concepto tan ambiguo 
que una evaluación como la propuesta no sería posible. Al respecto es importante aclarar 
que si bien es cierto que la noción de justicia distributiva es un asunto muy disputado 
(Roemer, 1996), el enfoque de derechos humanos asume una postura sobre lo que esta 
significa, al menos en lo que atañe a la distribución de una clase especial de bienes, a 
saber, los derechos mismos25. Una democracia constitucional, en cuanto incorpora una 
                                               
 
conseguido (propio del utilitarismo). También le permite recoger las preocupaciones de la gente por lo que 
realmente sucede, incluso en países donde las instituciones formalmente funcionan bien, lo cual es la fuente 
principal de una buena parte de la indignación contemporánea.     
23 Un autor que ha explorado una conexión más constitutiva entre democracia y justicia distributiva es Zucker  
(2001), quien se plantea la pregunta de si el cumplimiento de unas exigencias de justicia distributiva no hace 
parte de las condiciones mismas para la existencia de la democracia, sugiriendo así una comprensión sustantiva 
de la democracia que va más allá de sus visiones netamente procedimentales. Uprimny sugiere también una 
concepción sustantiva de la democracia cuando la liga al reconocimiento de distintas clases de derechos: una 
democracia constitucional genuina supone el reconocimiento de al menos tres tipos de derechos 
constitucionales: unos derechos de defensa contra el Estado, a fin amparar la autonomía de la persona y 
protegerla contra el gobierno arbitrario; unos derechos a la igual participación política o derechos de 
ciudadanía política, que tienen su expresión más clara en la universalidad del voto; y, finalmente, unas 
garantías materiales, que configuran una suerte de «ciudadanía social», pues sólo con ellas existirán 
verdaderamente ciudadanos libres e iguales (Uprimny, 2003, pág. 333). 
24 “Prestar atención a los costos de los derechos no solo conlleva cuestiones de cálculo presupuestario sino 
también problemas filosóficos básicos de justicia distributiva y transparencia democrática. De hecho, nos 
lleva al borde de lo que quizás sea el dilema filosófico de la teoría política estadounidense: ¿Qué relación hay 
entre la democracia y la justicia, entre los principios en la toma de decisiones colectivas –aplicables a todas 
las decisiones importantes- y las normas de justicia que todos consideramos válidas más allá de las decisiones 
deliberativas o la voluntad de la mayoría?” (Holmes & Sunstein, 1999, pág. 153) 
25 Según Michael Walzer las teorías de la justicia, en su ánimo de establecer una regla general, son presas del 
vicio de desconocer la diversidad de los mecanismos de distribución que existen para repartir múltiples bienes. 
Para Walzer es preciso reconocer más bien: 1) Que los principios de la justicia son en sí mismos plurales en 
su forma; 2) que distintos bienes sociales deberían ser distribuidos por razones también distintas, en arreglo 
a diferentes procedimientos y por distintos agentes; y 3) que todas estas diferencias derivan de la comprensión 
de los bienes sociales mismos, lo cual es producto inevitable del particularismo histórico y cultural  (Walzer, 
2001, pág. 19). Esta teoría de las esferas de la justicia sirve para comprender que el compromiso con una regla 
de igualdad en la distribución de unos derechos básicos como criterio de referencia para guiar la acción estatal 
no implica que dicho criterio deba extenderse a otras esferas sociales. Así, por ejemplo, el mercado no asigna 
recursos con el criterio que el Estado debe hacerlo en relación con el presupuesto que destina a la protección 
de los derechos, pues sus procedimientos y sus lógicas de distribución son diferentes. Defender una asignación 
de recursos públicos sensible al criterio de establecer un piso de igualdad en el ejercicio de los derechos no 
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carta de derechos que involucra unas obligaciones correlativas para el Estado y los 
particulares, implica, por definición, un compromiso con una determinada visión de la 
justicia distributiva: aquella que plantea que, como mínimo, más allá de cualquier 
consideración, toda persona debe gozar, sin ninguna clase de discriminación, de un piso 
mínimo de derechos sin los cuales se vería menoscabada su dignidad humana.   
Este principio de justicia distributiva debe primar incluso sobre las decisiones validadas por 
las mayorías a través del proceso democrático, como es el caso de los presupuestos 
públicos: cuando tales decisiones lesionan el principio de justicia mencionado, 
quebrantando el núcleo esencial de uno o varios derechos, debe existir un mecanismo que 
reivindique la primacía de estos últimos sobre la decisión de las mayorías. Esa es la 
esencia del constitucionalismo y de los tribunales constitucionales, los principales 
mecanismos institucionales en los que toma forma26.  
La primacía de los derechos no implica, sin embargo, socavar la democracia por tres 
razones: 1) porque los derechos se instituyeron por la voluntad democrática superior del 
poder constituyente, 2) porque los derechos son garantías para el debate democrático  y 
3) porque requieren de ese debate democrático para buscar mediante el escrutinio público 
y el examen razonado cuáles son las mejores formas de garantizarlos con los recursos 
                                               
 
implica una defensa a ultranza de una igualdad en la remuneración de todos los individuos en la esfera privada, 
ni tampoco el deber del Estado de garantizar iguales niveles de bienestar para todos. Tampoco implica que los 
recursos públicos para proteger los contenidos mínimos de un determinado derecho deban repartirse por partes 
iguales entre distintos sujetos de derechos, pues es muy probable que una multiplicidad de características 
contextuales e individuales hagan más costosa la garantía de un mismo derecho en algunos casos (piénsese por 
ejemplo en lo que cuesta proteger el derecho a la intimidad de una figura pública en relación con lo que cuesta 
hacerlo para alguien que no lo es, o lo que cuesta garantizar el saneamiento básico en zonas periféricas en 
relación con las zonas de alta aglomeración en el mundo urbano).      
26 Un derecho constitucional es precisamente algo que ha sido sustraído al debate democrático, pues se 
considera que debe ser garantizado, independientemente de la opinión de las mayorías, por su importancia 
para asegurar un mínimo de dignidad humana y para preservar el propio proceso democrático […]Ahora 
bien, […] si los derechos sociales son límites normativos que deben ser respetados por las mayorías políticas, 
es obvio que alguien debe garantizar que tales límites no sean violados, si no queremos que los derechos 
sociales tengan una pura eficacia retórica. Y nuevamente es claro que ese alguien debe ser un órgano 
contramayoritario, como el tribunal constitucional, puesto que se trata precisamente de controlar que las 
mayorías cumplan con el deber de realizar esos derechos a fin de materializar la ciudadanía social. (Uprimny, 
2003, págs. 345-346). El argumento que se presenta aquí en relación con los derechos sociales es aplicable a 
los derechos en general.  
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limitados con los que la sociedad cuenta para hacerlo –esto es, para potenciar la relación 
instrumental entre presupuesto y derechos humanos27-.  
Existe entonces una relación paradójica entre la justicia distributiva en la asignación de los 
recursos públicos, derivada de la fuerza vinculante de los derechos, con el funcionamiento 
de la democracia: en algunos momentos la democracia puede extraviarse en la 
consecución de la justicia distributiva aplicada al presupuesto –y para ello debe existir un 
poder contramayoritario que contrarreste esos desvíos- pero, por otro lado, la democracia 
es una poderosa herramienta para resolver el dilema de justicia distributiva que está a la 
base de la relación entre presupuesto y derechos humanos.      
¿Cuáles son los aportes decisivos de la idea de la democracia a la justicia distributiva en 
la asignación de los recursos públicos? En un sentido amplio la democracia es la 
institucionalización del gobierno por discusión (Sen A. , 2010, págs. 351-368), es el término 
que la humanidad ha encontrado para referirse a los mecanismos sociales que han 
permitido asignarle a la palabra, al diálogo razonado cada vez más profundo, la facultad 
de decidir un creciente número de aspectos de la vida social. Partiendo de esta idea, la 
democracia tiene un valor constitutivo significativo que consiste en la importancia que tiene 
para los ciudadanos la posibilidad de poder participar en la definición de los asuntos que 
les competen. Este valor debe ponderarse positivamente al momento de analizar las 
perspectivas de democratización de distintos procedimientos de toma de decisiones, 
incluso cuando no hay certeza de que necesariamente puedan llevar a que las decisiones 
tomadas sean las mejores. Algunos economistas, por ejemplo, han planteado la necesidad 
de que la toma de decisiones presupuestarias se surta por un procedimiento jerárquico en 
el que el mayor peso recaiga en quienes tienen incentivos para contener el gasto. En su 
concepto quienes mejor pueden cumplir ese papel son los técnicos28. Pero procedimientos 
                                               
 
27 “El derecho constitucional asegura la libertad de configuración del legislador, en cuyo ámbito hay 
numerosas variantes políticas (como lo muestra la propia vida política), solo que ella tiene el límite de 
asegurar y proteger el contenido esencial de los derechos. Justamente, la democracia constitucional es una 
forma de conjugar el respeto de los derechos y la libertad de configuración de las políticas mayoritarias” 
(Corti, 2011).  
28 Básicamente, espacios de decisión menos fragmentados, que tienen lugar usualmente en los sistemas con 
ejecutivos presidenciales, gabinetes más pequeños y más compactos, y sistemas electorales mayoritarios, 
suelen presentar menos problemas de cooperación y alcanzar mejores resultados fiscales. […] Por tanto, 
ciertos resultados negativos, como un déficit alto pueden restringirse mediante el diseño de un conjunto de 
instituciones adecuado. Por ejemplo, mediante la introducción de límites sobre los resultados del proceso 
(restricciones numéricas), y otorgando mayor poder en las negociaciones del presupuesto a quienes tienen 
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de esta clase, que pretenden reservar a una pequeña tecnocracia las grandes definiciones 
presupuestarias, le restarían importancia al valor constitutivo de la participación como parte 
esencial de la democracia.   
En todo caso, además de su valor constitutivo, existen buenas razones para pensar que 
las instituciones democráticas pueden ser útiles también para optar por decisiones más 
justas e incluso más eficaces para la protección de los derechos. Esto debe ser sometido 
a mayor investigación empírica pues, como se dijo anteriormente, hasta ahora los estudios 
sobre el funcionamiento de las instituciones presupuestarias en distintos contextos se han 
concentrado en indagar por sus efectos sobre el crecimiento y la preservación de los 
equilibrios fiscales, o sobre la economía política del proceso presupuestario y sus 
consecuencias distributivas, pero no han ampliado la base de información para responder 
preguntas relevantes como las siguientes: ¿Cómo una mayor transparencia y participación 
en la toma de decisiones, o una democratización del proceso presupuestario, puede 
reforzar o ha reforzado efectivamente las asignaciones de recursos para garantizar los 
derechos y en beneficio de qué grupos poblacionales? ¿Qué tipo de reglas de asignación 
han sido eficaces y cuáles no para priorizar la inversión de recursos públicos en algunos 
derechos cuya protección resulte estratégica –v. gr. la salud y la educación-? ¿Cómo ha 
afectado la economía política del proceso presupuestario la distribución de recursos para 
garantizar los diferentes derechos en cuanto demandas sociales que compiten por el 
presupuesto disponible? 
No obstante, pese a la ausencia de investigación empírica en este sentido, es posible 
arriesgar algunas hipótesis sobre el potencial que puede tener la democracia como 
instrumento para el logro de una mayor justicia distributiva en la asignación de recursos 
públicos. La primera es que las instituciones democráticas funcionan como una especie de 
filtro para decantar las razones que finalmente se aceptan para apoyar la asignación de 
recursos públicos a rubros determinados, filtro que puede ser positivo en la medida en que 
las razones sean sometidas a un proceso de escrutinio reflexivo que conduzca a la 
                                               
 
incentivos para mantener las finanzas públicas bajo control (un proceso presupuestario más jerárquico). La 
evidencia acumulada en la literatura sobre este tema, independientemente de la región del mundo a la que 
pertenezca, es consistente en sus hallazgos (Scartascini & Stein, 2010, págs. 3-4).  
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prevalencia de los buenos argumentos técnicos y políticos para decidir qué apropiaciones 
incorporar al presupuesto. La discusión razonada es un asunto tan valorado en las normas 
de funcionamiento de las democracias modernas que los Tribunales Constitucionales han 
desarrollado una amplia jurisprudencia sobre la importancia crucial de respetar los 
procedimientos que regulan la producción legislativa como uno de los requisitos de 
constitucionalidad de las leyes29 
La segunda es que las instituciones democráticas pueden llevar a que en la definición del 
presupuesto se incorpore información privada y dispersa relevante que poseen distintos 
actores, y de la cual no disponen los técnicos encargados de la preparación del 
presupuesto ni los políticos que deben aprobarlo. Esta información relevante puede 
contribuir a aclarar a los tomadores de decisiones asuntos como el de cuáles son los 
derechos más desatendidos que requieren asignaciones de recursos de forma urgente, o 
el de qué tipo de gastos es necesario priorizar o recortar, o cuáles son las inversiones más 
eficaces para lograr un objetivo determinado en concordancia con la experiencia particular 
de ciertas poblaciones, entre otros aspectos. 
Y la tercera hipótesis es que las instituciones democráticas pueden hacer más transparente 
el proceso presupuestario y crear las condiciones y los incentivos para que ciudadanos y 
organizaciones decidan hacerle seguimiento o participar en la forma como el ejecutivo y el 
legislativo toman y ejecutan las decisiones de asignación de dineros públicos. A su vez 
esto genera un incentivo adicional para que las autoridades involucradas en el proceso 
presupuestario realicen sus funciones con la expectativa de que sus actividades serán 
                                               
 
29 Las reglas a las que debe sujetarse la voluntad democrática para considerar válidos sus mandatos cumplen 
un papel trascendental para asegurar que exista una discusión adecuada y suficiente de todas las fuerzas 
políticas  sobre la destinación anual de los ingresos fiscales y son una parte tan importante de la noción de 
justicia que debe gobernar la discusión y aprobación de los presupuesto como lo son las reglas sustantivas de 
asignación de recursos públicos con las que se compromete la Constitución. En otros términos, tanto los 
asuntos procedimentales como sustantivos son parte esencial de la noción de justicia fiscal con la que deberían 
operar los jueces para realizar control de constitucionalidad a la ley del presupuesto. En el segundo capítulo se 
profundizará sobre la importancia crucial del control constitucional sobre los procedimientos legislativos en 
cuanto se trata de requisitos de protección y garantía de la existencia de una razón deliberativa que gobierna 
la aprobación de las leyes, incluida la ley del presupuesto, y que pueden irse volviendo más estrictos en la 
medida en que haya una profundización de la democracia.   
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aceptadas por los ciudadanos que los eligen, con la consecuente repercusión que eso 
puede tener sobre la calidad en la toma de decisiones y la ejecución presupuestaria. 
La democracia no solo es valiosa por cuanto puede ser la realización simultánea de la 
agencia individual y colectiva, sino también porque, ante la incertidumbre sobre cuál sea 
la forma más conveniente de gastar los recursos disponibles para proteger los derechos, 
el gobierno por discusión es la mejor guía: mucho más en cuanto más profundo e 
incluyente sea.  En ese sentido la democracia aplicada a la toma de decisiones 
presupuestarias debe fortalecerse, lo cual choca con las prescripciones de una buena parte 
de la literatura especializada sobre la economía política de las instituciones fiscales 
conforme  a la cual es recomendable restringir las etapas fundamentales de ese proceso 
a instancias técnicas. 
 
Aclarado esto es importante señalar que si bien es cierto que la democracia tiene el 
potencial de contribuir a la toma de decisiones más justas y eficaces en materia 
presupuestaria, esta conexión, lejos de ser automática, es frágil e incierta. Resulta 
necesario preguntarse entonces ¿cuáles pueden ser las fallas en el funcionamiento de las 
instituciones democráticas que obstaculizan la posibilidad de asignar los recursos públicos 
de conformidad con las exigencias de justicia distributiva que subyacen a los derechos 
constitucionalmente reconocidos? En lo sucesivo se señalaran tres fallas potenciales de 
las instituciones democráticas en el logro de la justicia distributiva en la asignación de 
recursos públicos, las cuales plantean un campo de investigación relevante: el de los 
mecanismos necesarios para contrarrestar estas fallas, asunto que puede abordarse 
desde una perspectiva integrada entre constitucionalismo y hacienda pública como se 
intentará en los siguientes capítulos. Es importante advertir que estas fallas pueden ser 
inherentes al funcionamiento de las instituciones democráticas en diferentes contextos, 
pero se exacerban todavía más en las democracias más frágiles, como ocurre en 
Colombia, tal y como se explicará a continuación. 
  
La primera de estas fallas es la tendencia inercial a que los grupos poblacionales que 
alcanzan una mayor representación en los espacios de toma de decisiones a su vez 
reciban mayores asignaciones de recursos públicos para la protección de sus derechos y 
que, por el contrario, los grupos con déficit de representación reciban menos o, incluso, se 
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les prive totalmente de recursos públicos que beneficien sus intereses al punto que se 
vulneren sus derechos más básicos. Existen varios ejemplos de este fenómeno. A nivel 
internacional, por ejemplo, Amartya Sen y Jean Dreze (1990) han documentado como 
detrás de los episodios de hambrunas en la India hubo un fenómeno de desatención 
sistemático por parte de la oposición, los medios de comunicación y el gobierno frente a la 
situación de grupos políticamente excluidos, lo cual derivó en asignaciones insuficientes 
de recursos públicos, entre otras omisiones administrativas, para la protección de su 
derecho a la alimentación. Existe además una literatura creciente sobre las fallas en la 
arena política que impiden crear un sistema de incentivos para proveer bienes y servicios 
a la población más pobre (Fozzard, 2001) (Pradhan, 1996) (Keefer & Khenami, 2003). En 
Colombia, estudios de economía política del presupuesto han mostrado cómo los 
departamentos que tienen senadores o representantes a la Cámara en las comisiones que 
discuten y aprueban en primer debate el presupuesto, han recibido mayores recursos en 
los proyectos de inversión entre el proyecto inicial de presupuesto presentado por el 
gobierno y el que finalmente se aprueba, castigando así los departamentos que no tienen 
representación en las comisiones económicas del Congreso (Cardenas, Mejía, & Oliveira, 
2010). De igual forma, a manera de hipótesis, puede plantearse que el déficit de 
representación política del campesinado en Colombia ha contribuido a explicar que la 
asignación del gasto público al sector agropecuario en relación con el peso del sector en 
el conjunto de la economía –medida a través del Índice de Orientación Agropecuaria que 
calcula la FAO- sea de las más bajas de América Latina (PNUD, 2011). 
 
Resulta comprensible que siendo la definición del presupuesto un asunto sujeto al cabildeo 
político los grupos más organizados y con mayor posibilidad de incidir en los espacios de 
toma de decisiones terminen siendo los más beneficiados en las decisiones 
presupuestarias. No obstante, pensado como un asunto de justicia distributiva la capacidad 
de influencia del juego político en la asignación presupuestal debe tener unos límites, pues 
no puede admitirse que se lleve hasta el nivel de comprometer la garantía de los 
contenidos mínimos de los derechos de ciertas poblaciones que carecen de representación 
política. En ese sentido una democracia constitucional debe adoptar mecanismos que 
eviten que la forma como el Estado asigna sus recursos públicos dependa de manera 
exclusiva del capital político que posean los diferentes grupos poblacionales, e incluso 
debe propender porque ese no sea el factor principal que defina la repartición de los 
recursos públicos. El compromiso con la justicia distributiva llevada al terreno de la 
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fiscalidad implica la adopción de mecanismos que contrarresten el poder de influencia de 
las mayorías políticas en la determinación del presupuesto para evitar que decidan 
asignaciones insuficientes para proteger los derechos de las poblaciones que carecen de 
voz en el debate democrático. Teniendo en cuenta que el sistema electoral en democracias 
frágiles se caracteriza por la exclusión política de amplios sectores de la población derivada 
de las fallas de representación que genera el funcionamiento del sistema electoral, es 
posible concluir que esos mecanismos serán más necesarios en cuanto más profundos 
sean los problemas de representación propios de un determinado régimen político.  
 
Una segunda falla consiste en la posible sobredeterminación de las decisiones 
presupuestarias por lógicas burocráticas o clientelares del funcionamiento del Estado que 
restringen la posibilidad de someter las decisiones de asignación de recursos públicos al 
filtro de criterios de justicia o de conveniencia en el debate democrático, tal y como lo 
espera la ciudadanía de los representantes que ha elegido. Se trata entonces de las fallas 
en la relación agente-principal entre gobernantes y gobernados, que pueden resultar de la 
lógica interna de funcionamiento de los espacios de toma de decisiones presupuestarias y 
que llevan a que mientras que los intereses de los gobernados en la asignación de recursos 
públicos van por un lado, los de los gobernantes vayan por otro.  
 
Es posible pensar, a manera de ejemplo, cómo el crecimiento del gasto público asignado 
a un determinado rubro, inducido por un divorcio entre los intereses de los gobernantes 
(poder ejecutivo y legislativo) y los gobernados, puede generar inflexibilidades 
presupuestarias de facto difíciles de contrarrestar. Esto resulta altamente problemático en 
la medida en que es factible que algunos de los rubros inflexibles no sean prioritarios sino 
que su inclusión en el presupuesto sea el resultado de un atrapamiento de rentas por parte 
de grupos de interés (Echeverry, Fergusson, & Querubín, 2004, pág. 8). En efecto, estudios 
empíricos han mostrado como en Colombia las reclasificaciones salariales en las fuerzas 
armadas elevan los niveles de gasto militar y los hacen inflexibles a la baja (Giha, Riveros, 
& Soto, 1999)30, sustrayendo un espacio fiscal considerable del presupuesto general de la 
                                               
 
30 Según los autores la probabilidad de variar el gasto militar es inversamente proporcional a los costos de 
nómina y directamente proporcional a los gastos de operación e inversión. Thomas Scheetz, uno de los grandes 
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nación que podría tener destinaciones alternativas más prioritarias para la mayoría de la 
población. Un fenómeno similar ocurre con los programas de transferencias condicionadas 
de ingreso, que en la medida en que se asimilan como derechos adquiridos por parte de 
un segmento de población beneficiaria, crean un ambiente de resistencia política muy 
fuerte para su desmonte, incluso aunque los grupos favorecidos hayan superado la 
situación de pobreza que inicialmente motivaba la transferencia de recursos.  
 
Pero además de las inflexibilidades presupuestarias que pueden crearse de facto por el 
poder o la capacidad de presión que adquieren determinados actores producto de 
decisiones de asignación de recursos públicos en el pasado o fruto de las inercias 
burocráticas del funcionamiento del Estado, existen ejemplos de cómo las relaciones 
clientelares entre Estado y ciudadanía pueden implicar fallas de justicia distributiva en la 
asignación de recursos públicos. Tal es el caso de la distribución de los recursos del fondo 
de compensación y de las regalías directas en Colombia, los cuales dependen de 
mecanismos de irrigación basados en relaciones clientelares bajo las cuales los grupos de 
ciudadanos afines al proyecto político del mandatario local, encargado de seleccionar los 
proyectos de impacto local a financiar con dichos recursos, son los que terminan 
beneficiándose en mayor medida de esos dineros (Pachón, Wills, & Sánchez, 2013). Se 
trata de una falla de justicia distributiva en cuanto que la regla de asignación para distribuir 
las regalías, que es la de repartirlos entre los mejores proyectos planteados o entre las 
poblaciones con mayores carencias, termina por ser reemplazada por una regla de 
asignación basada en el amiguismo con el gobernante local. Por supuesto, esta clase de 
fallas son más comunes en democracias en las que predomina el clientelismo sobre la 
discusión abierta y transparente, basada en razones de conveniencia y de justicia, como 
forma principal de asignación de los recursos públicos.   
 
La tercera falla es de información. Una sociedad puede enfrentar serios obstáculos para 
plantearse con claridad los dilemas de justicia distributiva que enfrenta debido a la carencia 
de información adecuada sobre cómo gasta sus recursos públicos y sobre los impactos de 
                                               
 
teóricos de la economía de la defensa en América Latina, ha sostenido que si no hay control del presupuesto, 
no existe control civil de los militares  (Sierra, 2013). Para un análisis más detallado sobre las posibilidades de 
seguimiento independiente y la transparencia del presupuesto de defensa y seguridad puede consultarse 
Donadio (2004).  
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esos gastos sobre los derechos. Para entender este hecho es importante resaltar que hay 
reflexiones sobre la justicia que solo pueden plantearse o reconocerse con claridad en la 
medida en que exista la información o las herramientas analíticas requeridas para hacerlas 
evidentes. Si, por ejemplo, una comunidad política contara con una técnica contable que 
le permitiera medir con precisión cuáles son los derechos que se están garantizando y en 
favor de qué grupos poblacionales con las partidas presupuestales programadas, y cuáles 
no, probablemente dicha comunidad podría plantearse dilemas de justicia distributiva que 
hoy no resultan evidentes, y que permanecen ocultos bajo la óptica de las limitadas 
clasificaciones del presupuesto con las que actualmente se trabaja. Asimismo, si dicha 
sociedad dispusiera de mejores técnicas de análisis de la información podría valorar mejor 
el costo de oportunidad del uso de un determinado monto de recursos públicos, para 
plantearse con claridad las disyuntivas en términos de los derechos que se protegen y los 
que se dejan de proteger, incluyendo por ejemplo la dimensión intergeneracional de los 
costos de oportunidad.  La capacidad de percibir qué es justo o injusto en materia 
presupuestaria depende en un sentido crucial de la información y las técnicas de análisis 
disponibles.   
 
Así como hace unas décadas, cuando no se contaba con información desagregada por 
género de los beneficiarios de distintos programas agropecuarios financiados con recursos 
públicos (como los de acceso a tierras, a programas de fomento o a subsidios agrícolas) 
no podía evaluarse la magnitud de la exclusión de las mujeres de dichos programas, así 
tampoco, por ejemplo, se cuenta hoy con información sobre cuántos recursos públicos 
gasta el Estado en la garantía del derecho al medio ambiente sano en las distintas regiones 
del país, como para poder detectar injusticias en la asignación de recursos públicos tales 
como el que eventualmente se puede estar gastando más en la protección de ese derecho 
por habitante en una zona que no tiene graves problemas de contaminación ambiental en 
relación con otra que sí los tiene y en la que los recursos invertidos por habitante son nulos 
o sustancialmente menores. Contar con información disponible para identificar 
asignaciones injustas o irracionales como las del segundo caso, permitiría tomar 
correctivos al respecto para invertir mejor los recursos públicos, de forma similar a como 
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se han tomado hoy parcialmente para corregir la discriminación por razones de género en 
los programas de tierras (PNUD, 2011b)31.  
En democracias con carencias de información para evaluar cómo se destina el 
presupuesto a la garantía de distintos derechos en niveles detallados de desagregación –
regional, poblacional, sectorial, etc.-, o en las cuales no se dispone de técnicas más 
sofisticadas para analizar esa información o hay problemas de acceso o desinterés por 
parte de los actores sociales y políticos para hacerlo, la posibilidad de encarar los dilemas 
de justicia distributiva de forma transparente, inteligente y adecuada se ve seriamente 
reducida. Las fallas de información refuerzan además el impacto perverso que puede tener 
el déficit de representación de grupos excluidos, el divorcio entre los intereses de 
gobernantes y gobernados y el clientelismo en la asignación de recursos públicos, pues 
invisibilizan los efectos presupuestarios de estas situaciones y crean un obstáculo para 
que sean denunciadas en el debate público y puedan ser contrarrestadas.  
     
En síntesis, y para concluir este capítulo, se ha mostrado como en la relación presupuesto-
derechos humanos está en juego un asunto fundamental de justicia distributiva, pues se 
trata de determinar la destinación de los recursos públicos escasos de los que dispone la 
sociedad a fines alternativos que gozan de la mayor prioridad constitucional. En la 
resolución de ese asunto las sociedades deben pensar mecanismos para potenciar la 
relación instrumental entre presupuesto y derechos humanos (cómo se utiliza de la manera 
más eficiente el presupuesto para garantizar los derechos), pero también en cómo respetar 
la relación de correspondencia y fundamentación que debe existir entre la asignación de 
recursos públicos y los derechos vigentes en el ordenamiento jurídico, en concordancia 
con su jerarquía constitucional. La democracia tiene un potencial enorme para contribuir a 
resolver de la mejor manera el problema de justicia distributiva subyacente a los procesos 
presupuestarios, pero también puede ser presa de fallas de representación, de clientelismo 
                                               
 
31 Otro ejemplo que puede ilustrar la pertinencia de la información es lo sucedido con la distribución de los 
recursos de las regalías y otras transferencias departamentales y municipales a partir de la descentralización 
de 1991. A comienzos del siglo XXI, Meisel y Barón  (2003) mostraban que durante la primera década de la 
descentralización introducida por la Constitución de 1991 aumentaron las disparidades económicas 
territoriales en Colombia, y que las transferencias no contribuían a reducirlas. Así, por ejemplo, Bogotá recibía 
más transferencias per cápita que algunos de los departamentos más pobres como el caso de Chocó o Norte de 
Santander. La insistencia desde distintos sectores políticos y sociales en que los municipios o departamentos 
más pobres fueran los que más recursos recibieran a raíz de la conciencia sobre las disparidades existentes, fue 
lo que motivó en buena medida que se reformara el régimen de regalías en 2011 para que se empezaran a 
beneficiar las regiones más deprimidas y no solamente las productoras.   
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y de información que distorsionan el logro de una mayor justicia en la asignación y uso de 
recursos públicos, más en democracias en las que estos problemas son particularmente 
graves como ocurre en Colombia.  
 
Un enfoque de política fiscal con perspectiva de derechos aplicado al análisis de las 
instituciones presupuestarias que se ponga a la tarea de, primero, analizar en perspectiva 
comparada la eficacia de los mecanismos judiciales y extrajudiciales que se han explorado 
a nivel internacional para hacer más armónica la relación entre presupuesto y derechos 
humanos y, en segunda medida, de explorar nuevas posibilidades para hacer más 
compatibles estos aspectos, puede contribuir a minimizar las fallas de las instituciones 
democráticas y a potenciar su vocación de resolver de la manera más inteligente los 
dilemas de justicia distributiva que una sociedad enfrenta en la asignación y el uso de sus 
recursos públicos.  
 
Esa doble tarea será la que se abordará en el segundo y tercer capítulo respectivamente, 
intentando recoger las preocupaciones tanto de los teóricos de la hacienda pública en el 
sentido de que se preserve la adecuada marcha de la actividad financiera estatal, como 
las de los enfoques jurídicos que reivindican la eficacia de los derechos ante las 












Capítulo 3. Estrechando los vínculos entre presupuesto y derechos humanos 
    
2. Aproximaciones entre presupuesto y 
derechos humanos en perspectiva 
comparada 
En un balance reciente sobre el alcance del enfoque de los derechos humanos, Amartya 
Sen destacaba cómo la gran atracción moral de la que goza esta perspectiva ha sido 
empleada para una variedad de propósitos: desde resistir a la tortura, la detención 
arbitraria y la discriminación racial, hasta exigir el fin del hambre y la desatención médica 
a lo largo y ancho del planeta (2010, pág. 387). Y lo ha sido a través de distintas vías, y no 
solo mediante el reconocimiento legal de los derechos y el diseño de mecanismos 
coercitivos para sancionar el incumplimiento de las obligaciones que traen asociados. En 
efecto, en palabras de Sen:  
Los derechos humanos pueden servir como motivación de muchas 
actividades, desde la legislación y la aplicación de la ley hasta la acción 
ciudadana y la agitación púbica frente a las violaciones de derechos. Las 
diferentes actividades pueden contribuir, conjunta o separadamente, a 
impulsar la realización de importantes libertades humanas. […] La ética de los 
derechos humanos puede ser muy efectiva a través de una variedad de 
instrumentos interrelacionados y una versatilidad de medios y métodos. Ésta 
es una de las razones por la cuales resulta importante reconocer el estatuto 
ético general de los derechos humanos, en lugar de encerrar la idea de 
derechos humanos de manera prematura en el estrecho reducto de la 
legislación, real o ideal (Ibíd., pág. 398-399).  
Comprender los derechos humanos como vigorosos pronunciamientos éticos sobre el 
valor que poseen determinadas libertades que exigen que incluso, bajo ciertas 
circunstancias, se especifiquen deberes legales para el Estado y los privados de 
respetarlas y garantizarlas, abre la puerta para reconocer también la necesidad de 
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combinar distintos mecanismos, tanto judiciales como no-judiciales, para perseguir su 
realización como parte de una de las tareas permanentes que debe asumir el intento de 
construir sociedades más justas. 
Partiendo de la base que el presupuesto -entendido como el estimativo de los ingresos y 
la autorización del destino del gasto público que cada año efectúa el órgano de 
representación popular32- es el mecanismo fundamental para racionalizar y controlar la 
actividad estatal en su conjunto, es preciso concluir que se trata de un campo estratégico 
para el propósito de darle eficacia a los derechos como imperativos éticos y jurídicos. Así 
lo ha señalado el Alto Comisionado para las Naciones Unidas, quien en su informe al 
Consejo Económico y Social de 2007 suscribió la tesis de uno de los expertos del Consejo 
de Derechos Humanos según la cual la competencia de un país para realizar los derechos 
económicos, sociales y culturales de manera progresiva depende, y no en poca medida, 
de su  capacidad para formular un presupuesto adecuado basado en una política y 
participación sólidas y para garantizar su utilización eficaz y eficiente33. Para aclarar este 
punto, que es una de las tesis básicas de la que parte este texto, conviene detenerse en 
tres aspectos que revelan la importancia crucial de la ley del presupuesto como vehículo 
de realización de los derechos.  
El primer punto tiene que ver con la conexión instrumental, ya explorada en el primer 
capítulo, que existe entre presupuesto y derechos humanos. Si los derechos dependen de 
una compleja red de gastos públicos que los sustentan y el presupuesto es la ley en virtud 
de la cual se establece el monto máximo de recursos públicos que se gastará en las 
distintas actividades estatales, entonces el alcance de los derechos en cada momento 
                                               
 
32 Las discusiones sobre la naturaleza del presupuesto han sido diversas y amplias. Desde el debate sobre si el 
presupuesto era una ley en sentido material (a partir de la controversia decimonónica en Prusia sobre el alcance 
del poder parlamentario en materia fiscal) o solamente un acto de aprobación formal de gasto (como 
inicialmente fue desarrollado por Paul Laband, entre otros teóricos del alemanes, y retomado por la teoría 
francesa e italiana); hasta el asunto de la transformación de la función de la ley del presupuesto con los cambios 
de paradigma en la concepción de Estado (del liberalismo decimonónico al Estado de Bienestar, y 
posteriormente del neoliberalismo al Estado social de derecho). Para un análisis detallado de estas disputas 
puede consultarse Insignares y otros (2007). La mayoría de los manuales de hacienda pública dan por zanjado 
el debate sobre la naturaleza jurídica del presupuesto y reconocen que se trata de una ley tanto en sentido 
formal como material y que, por ende, está sujeta a control de constitucionalidad.       
33 Informe del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos. Período de sesiones 
sustantivo de 2007. Tema 14 g) del programa provisional. Documento UN E/2007/82. Párr. 57 
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concreto dependerá, en gran medida, de las definiciones presupuestales adoptadas. La 
preparación y discusión del presupuesto es por ende la oportunidad que la sociedad tiene 
para debatir el tipo de actividades estatales que se financiarán con recursos públicos y en 
qué montos y, por esa vía, el alcance y la priorización que el Estado le dará a cada uno 
de los derechos. El presupuesto no es simplemente un documento financiero sino, ante 
todo, un documento político, un contrato –o a veces una imposición- que expresa las 
relaciones de poder vigentes en la sociedad34. Restarle importancia a estos procesos o, lo 
que es peor, dejarlos solo en manos del gobierno o de los parlamentos, es perder la 
oportunidad de participar e influir en los grandes debates que la sociedad debe dar sobre 
cómo invertir de la mejor forma los recursos públicos disponibles35. 
En segunda instancia porque el presupuesto cumple la función de racionalizar la actividad 
estatal, y como tal puede interpretarse como el plan de acción necesario para avanzar 
significativamente en la garantía de los derechos, cuando es capaz de sobrevivir al 
escrutinio de un debate serio e informado. Enfatizar la necesidad de que haya una 
correspondencia entre prioridad de los derechos y asignaciones presupuestales, si bien 
es una condición necesaria para la garantía de los derechos, no es una condición 
suficiente, pues se requiere además que la acción del Estado sea lo más eficiente posible, 
lo cual implica un problema complejo de elegir los medios apropiados para ello. Implica, 
por ende, discutir asuntos controversiales y difíciles como el de si la función que debe 
cumplir un Estado en la garantía de los bienes básicos, indispensables para el ejercicio 
de los derechos, debe ser la de proveedor directo o regulador, o asuntos como el de cuáles 
                                               
 
34 El presupuesto es el instrumento básico del contrato político que subyace en esas relaciones [las político-
administrativas entre el Estado y los ciudadanos], así como de las interacciones entre los diferentes 
organismos estatales encargados de ejecutar tal contrato. Al definir los fondos públicos, mediante la fijación 
de impuestos u otros medios, el presupuesto se convierte en el mecanismo central de control público sobre el 
Estado. Las decisiones presupuestales son, pues, decisiones políticas fundamentales (Santos, 2004, pág. 399).  
Esta idea del presupuesto como contrato que históricamente ha ido incorporando a más actores –pasando de 
ser suscrito entre una élite de nobles y la realeza, a serlo entre el Estado y los ciudadanos en cuanto 
contribuyentes- y que se continuará ampliando con el tiempo, también ha sido planteada por Wildavsky & 
Caiden (2003).  
35 Restrepo Salazar (2010, pág. 257 y ss) señala cómo, lastimosamente, la presentación del proyecto de 
presupuesto al Congreso en Colombia es una liturgia desprovista de solemnidad alguna, a diferencia de lo 
que sucede en democracias más maduras en las que se trata de un gran acontecimiento político y económico 
en el que los Gobiernos aprovechan para exponer las grandes directrices de su política económica y social, 
así como los partidos de oposición para controvertirla y presentar sus visiones alternativas. 
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son las inversiones más apropiadas desde una lógica de costo-beneficio para garantizar 
un determinado derecho –con lo problemático que puede llegar a ser el asunto de las 
conexiones causales entre acciones estatales y resultados en términos de goce efectivo 
de derechos. La discusión del presupuesto es entonces el escenario del cual debe resultar 
un plan anual de acción coherente y eficiente para que el Estado cumpla con las 
obligaciones que le corresponden en materia de derechos y, en ese sentido, es también 
un mecanismo de control muy importante de la ciudadanía sobre la acción de las 
autoridades públicas para imprimirle la racionalidad que requiere36.            
Y en tercera medida, porque en el acto mismo de recaudar y gastar, sin entrar el asunto 
de las destinaciones específicas, pueden verse comprometidos ya varios derechos, en 
cuanto se trata de actividades estatales reguladas por el derecho financiero público y que 
pretenden salvaguardar ciertas expectativas legítimas de los particulares en su relación 
fiscal con el Estado.  
Por todas estas razones el activismo en derechos humanos debe plantearse la tarea de 
pensar mecanismos para propugnar por la garantía de los derechos también en el terreno 
de la política fiscal. Así lo han entendido varias organizaciones que han asumido el 
presupuesto como un campo estratégico de acción en la lucha por los derechos37. Esto 
                                               
 
36 Cabe advertir que no se pretende aquí sobredimensionar la importancia de la Ley del Presupuesto y restarle 
importancia a otras como la Ley del Plan de Desarrollo, u otras leyes esenciales en las que se decreta el gasto, 
pues, al fin y al cabo, en el presupuesto se pueden incorporar solo mandatos de gasto preexistentes y no otros 
nuevos. En Colombia este principio común a la mayoría de los sistemas presupuestarios del mundo, que se 
conoce como la fuerza restrictiva del presupuesto y que le permite al Ejecutivo definir cuáles de los gastos 
previamente decretados es factible incluir en el proyecto de presupuesto, está explícito en el artículo 346 
superior que señala: En la Ley de Apropiaciones no podrá incluirse partida alguna que no corresponda a un 
crédito judicialmente reconocido, o a un gasto decretado conforme a ley anterior, o a uno propuesto por el 
Gobierno para atender debidamente el funcionamiento de las ramas del poder público, o al servicio de la 
deuda, o destinado a dar cumplimiento al Plan Nacional de Desarrollo. Ahora bien, pese a que la Ley de 
Presupuesto no decreta ningún gasto nuevo por sí sola, en todo caso cumple la importante función de ordenar 
y recoger la voluntad previa del Congreso en leyes anteriores, adaptarla a las realidades fiscales y distribuirla 
en períodos de tiempo en concordancia con la capacidad del Gobierno para ejecutarla, razón por la cual se le 
reserva a este último la autorización para que el Congreso incluya nuevos gastos frente a los previstos en el 
proyecto inicial (Restrepo Salazar, 2010, pág. 164). Pese a que el presupuesto, por sí solo, no sea un 
instrumento para decretar nuevos gastos, la función que cumple de ordenación, planeación y priorización de 
la voluntad previa del poder constituido lo convierte en un campo estratégico de incidencia.   
37 Al respecto Shultz (2002, pág. 10, traducción propia)  ha señalado lo siguiente: Desde una perspectiva de 
derechos humanos los presupuestos son los instrumentos concretos por medio de los cuales los gobiernos 
cumplen o violan los requisitos que plantean los derechos. Y así como, durante muchos años, los ciudadanos 
del mundo se ha unido para defender y expandir nuestros derechos humanos básicos, hoy en día existe un 
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coincide con la idea, desarrollada en el primer capítulo, de que tomarse en serio la relación 
de fundamentación que el presupuesto debe guardar con los derechos humanos, exige 
reinterpretar las instituciones presupuestarias como instrumentos al servicio de la 
realización plena de los derechos.  
Ahora bien, en esta tarea se debe distinguir con sumo cuidado los alcances y límites de 
los distintos mecanismos que pueden emplearse, precisando cuándo y hasta qué punto es 
necesario acudir a remedios contenciosos, y dentro de éstos al control judicial sobre 
decisiones presupuestarias, y cuándo resulta más conveniente para una sociedad 
democrática utilizar otra clase de mecanismos. En lo sucesivo se explorarán, inicialmente, 
distintas formas no judiciales de activismo en derechos humanos a nivel internacional que 
se han aplicado en la incidencia sobre los presupuestos. Posteriormente se señalarán los 
límites de estos mecanismos y por qué resulta necesario defender su complementariedad 
con mecanismos judiciales. 
2.1 Mecanismos no judiciales de incidencia en el 
presupuesto bajo la perspectiva de derechos 
humanos. 
A continuación se presentan tres campos de incidencia reciente en los temas 
presupuestarios que aunque no siempre han sido formulados bajo el enfoque de los 
derechos humanos, sí han sido reinterpretados bajo esa óptica por ciertos actores -como 
en el caso del activismo por la transparencia presupuestaria-, o que pueden llegar a ser 
compatibles con sus objetivos y replanteados bajo una perspectiva de derechos humanos 
-tal y como sucede con el presupuesto participativo- como se procede a explicar.  
2.1.1 Activismo por la transparencia, la participación y la 
rendición de cuentas en materia presupuestaria.  
En los últimos años el término transparencia fiscal se ha convertido en una de las 
principales banderas de varias agencias y redes de cooperación internacional, así como 
                                               
 
esfuerzo global para que monitoreen e influyan en los procesos en virtud de los cuales los Estados deciden 
sobre el presupuesto público.   
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de los organismos multilaterales. El Fondo Monetario Internacional la define como la 
claridad, confiabilidad, frecuencia, puntualidad y pertinencia de los informes fiscales 
públicos y la apertura al público del proceso de formulación de política fiscal del gobierno, 
y la considera un elemento fundamental de la gestión fiscal eficiente (FMI, 2012). Para 
promover la transparencia presupuestaria, como un componente fundamental del concepto 
más amplio de transparencia fiscal, y en respuesta a las crisis financieras en México y Asia, 
el FMI (2007) adoptó en 1998 el Código de Buenas Prácticas en Transparencia 
Presupuestaria, cuya última modificación fue realizada en 2007 y conforme al cual ha 
producido un Manual de Transparencia Fiscal y varios informes periódicos38. La 
Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) hizo lo propio con la 
adopción en 1999 del documento Mejores Prácticas para la Transparencia Presupuestaria 
(OCDE, 1999). Iniciativas adicionales se han impulsado desde el Banco Mundial (PEFA, 
2005) con la creación del Marco de Referencia para la Medición del Desempeño del Gasto 
Público y Responsabilidad Financiera (PEFA por sus siglas en inglés), y desde el proyecto 
más amplio que lidera Open Government Partnership39 que abarca líneas de acción en 
varios campos y en el marco del cual se ha puesto en marcha la Iniciativa Global por la 
Transparencia Presupuestaria (GIFT, 2013).  
 
La cooperación internacional también se ha interesado en promover la transparencia 
presupuestaria como una forma de potenciar la eficacia de la ayuda financiera prestada40, 
al punto que, por ejemplo, donantes como Estados Unidos han establecido sistemas de 
                                               
 
38 Los informes pueden consultarse en: 
http://www.imf.org/external/np/rosc/rosc.asp?sort=topic#FiscalTransparency 
39 La Alianza para el Gobierno Abierto –AGA- es una iniciativa multilateral que tiene como objetivo lograr 
compromisos concretos de los gobiernos para promover la transparencia, capacitar a los ciudadanos, combatir 
la corrupción y aprovechar las nuevas tecnologías para fortalecer la gobernabilidad. La AGA fue puesta en 
marcha oficialmente el 20 de septiembre de 2011, cuando los 8 gobiernos fundadores (Brasil, Indonesia, 
México, Noruega, Filipinas, Sudáfrica, el Reino Unido y Estados Unidos) aprobaron la Declaración de 
Gobierno Abierto, y anunciaron sus respectivos planes de acción. En dos años, la AGA se han unido 52 
gobiernos más, incluido el de Colombia. 
40 Un nivel básico de competencia y transparencia en el manejo del gasto público es también de crucial 
importancia para que los países donantes estén dispuestos a justificar el flujo de ayuda financiera a través de 
los canales gubernamentales corrientes. Desde la perspectiva de los gobiernos existe una conciencia 
correspondiente de que ellos están siendo juzgados de manera creciente por la forma como manejan el gasto 
público (Norton & Elson, 2002: Pág. 2, traducción propia).   
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monitoreo sobre el logro de este objetivo en los países en los que invierten recursos de 
cooperación (U.S Department of State, 2008).  
 
Otras organizaciones se han sumado a la promoción de la transparencia presupuestaria, 
con algunos matices en su forma de comprenderla y ligándola a la defensa de los derechos 
humanos, tales como International Budget Partnership con la producción de una Guía para 
la Transparencia en los documentos presupuestarios del Gobierno (IBP, 2012), una Guía 
para el trabajo presupuestario de las ONG´s (Shapiro, 2002), una Guía Ciudadana para el 
Monitoreo de los Gastos de los Gobiernos (Ramkumar, 2009), la creación de un 
movimiento global de organizaciones para promover este objetivo41 y el cálculo bianual de 
un índice de transparencia presupuestaria desde 2006: el Open Budget Index (OBI)42.  
 
En América Latina, Fundar Centro de Análisis e Investigación, ha calculado desde 2003 y 
de forma interrumpida para algunos países, también a través de encuestas y con 
periodicidad bianual, el Índice Latinoamericano de Transparencia Presupuestaria43 cuya 
                                               
 
41 El Movimiento Global por la Transparencia Presupuestaria, la rendición de cuentas y la Participación 
(BTAP, por sus siglas en inglés) es un esfuerzo liderado por una amplia red de activistas y organizaciones de 
todo el mundo que trabajan sobre los presupuestos públicos y la rendición de cuentas en materia financiera 
con el objetivo de garantizar los derechos humanos. Su declaración de principios puede consultarse en el 
siguiente vínculo: http://globalbtap.org/2013/declaration-spanish/ 
42 Este índice se calcula mediante la aplicación de una encuesta compuesta de 125 preguntas que son 
completadas por investigadores independientes en los países evaluados. 95 de las preguntas tratan directamente 
sobre la disponibilidad pública y la exhaustividad de los  ocho documentos presupuestarios clave que los 
gobiernos deberían publicar en distintos momentos del ciclo presupuestario. Las 30 preguntas restantes se 
relacionan con las oportunidades para la participación ciudadana en el proceso presupuestario y con las 
funciones que desempeñan las legislaturas y las entidades fiscalizadoras superiores en la formulación y la 
vigilancia del presupuesto (IBP, 2013). Los resultados del índice pueden consultarse en: 
http://survey.internationalbudget.org/. La última medición corresponde al año 2012 y en ella Colombia 
ocupaba el lugar 27 entre 100 lugares en los que se aplicó, clasificando en la categoría de los países en los que 
se provee algo de información presupuestaria, pero no lo suficiente para permitir un debate presupuestario 
informado.  
43 El Índice Latinoamericano de Transparencia Presupuestaria es un instrumento en constante desarrollo, cuya 
metodología ha variado desde 2001. Se calcula a través de los resultados de una serie de variables que se 
obtienen mediante dos mecanismos: una encuesta a expertos y usuarios del presupuesto (legisladores, 
académicos e investigadores, medios de comunicación y ONG´s) cuyo objetivo es recoger la percepción sobre 
la información presupuestaria disponible de aquellos que tienen cierto interés y dominio del tema, de manera 
tal que se pueda profundizar en distintas áreas de interés; y la elaboración de una Guía Formal-Práctica, donde 
se analiza el marco legal que ampara la transparencia presupuestaria y las prácticas del Gobierno en cada país, 
con el objetivo de establecer si existe un marco jurídico que concuerde con las prácticas de transparencia 
presupuestaria y verificar que dicho marco se cumpla en la práctica. Con la combinación de estas dos fuentes 
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presentación ha sido acompañada de documentos de análisis sobre el estado y el uso de 
la información presupuestaria en cada caso, con el objetivo de generar el conocimiento 
relevante para entender y transformar el proceso presupuestario a fin de hacerlo más 
transparente y sensible a las necesidades de los grupos de población marginados y, de 
esta manera, colocar el tema de la transparencia presupuestaria en la agenda pública de 
la región; así como promover la creación de espacios formales e informales para la 
participación ciudadana en etapas clave del proceso presupuestario (FUNDAR-CIEN, 
2012). Todas estas iniciativas se han traducido en una importante fuente de presión 
internacional para que los gobiernos divulguen más información sobre el presupuesto, 
distanciándose de la idea clásica del cardenal Richelieu, enunciada en el siglo XIX en 
Francia pero que aún hoy tiene su influencia en el diseño de las instituciones 
presupuestarias, de que las finanzas públicas debían permanecer ocultas a los ojos de los 
profanos porque ellas eran el nervio del Estado (citado por Restrepo Salazar, 2010, pág. 
24).   
 
Un concepto distinto, aunque relacionado, es el de participación en relación con los 
asuntos fiscales cuyo propósito es apuntar a la creación de oportunidades adecuadas para 
que ministerios distintos al de hacienda o finanzas, las otras ramas del gobierno, los grupos 
de la sociedad civil, los medios de comunicación y los ciudadanos en general puedan 
participar e influir en la formulación, implementación, seguimiento y control de las políticas 
fiscales (Khagram, De Renzio, & Fung, 2013). Mientras que la transparencia hace 
referencia a la publicidad que la política fiscal tiene frente a públicos distintos a los expertos 
involucrados en su formulación, la participación va más allá de la facultad pasiva de 
conocer dichos procesos por parte de estos otros públicos, pues supone además la 
existencia de mecanismos para que estos últimos sean capaces de influir en las distintas 
etapas del ciclo presupuestario. El grado de participación es susceptible de medición 
revisando aspectos como el número de organizaciones de la sociedad civil que trabajan 
usualmente con información presupuestaria en su labor de incidencia, los mecanismos 
existentes para que otros públicos participen en las distintas etapas del ciclo 
                                               
 
de información el índice se calcula a partir de la ponderación de 38 variables en 5 temas: participación en el 
presupuesto, elaboración del presupuesto, fiscalización y rendición de cuentas.  
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presupuestario o los episodios importantes de escándalos de corrupción destapados por 
legisladores, medios de comunicación u otros actores que involucran un seguimiento al 
uso de recursos públicos.  
 
Y un tercer concepto también relacionado con los dos anteriores es el de accountability, el 
cual hace referencia al grado en que las autoridades públicas adoptan mecanismos de 
rendición de cuentas, reaccionan ante  las críticas y las exigencias que se le realizan y se 
hacen responsables por la forma como conducen la política fiscal. Este concepto 
representa una fase avanzada de la incidencia en cuanto ocurre cuando las acciones de 
transparencia y participación conducen a que las autoridades públicas trasformen 
positivamente su legislación y sus prácticas para responder mejor a las exigencias 
ciudadanas y para asumir responsabilidades por sus acciones. Los avances en este 
aspecto son susceptibles de ser analizados consultando los cambios legislativos en pro de 
la creación de nuevos mecanismos de rendición de cuentas o de fortalecimiento de los 
existentes.  
 
Si bien la transparencia, la participación y la rendición de cuentas en materia 
presupuestaria son aspectos que pueden reforzarse entre sí, su conexión no es mecánica. 
Los estudios empíricos muestran que la ocurrencia de círculos virtuosos entre estos 
aspectos -los cuales a su vez pueden conducir a una mayor justicia distributiva en la 
asignación de recursos públicos y, en general, a buenos resultados sociales y 
económicos44- están asociados a una serie de factores que los facilitan, pero que en 
ocasiones pueden no darse (Fox, 2007) (Peixoto, 2013). De esta manera, las condiciones 
                                               
 
44 Existe una literatura creciente sobre los resultados positivos que genera la transparencia fiscal. Fakuda-Parr, 
Guyer & Lawson-Remer (2011) han mostrado que existen correlaciones positivas entre el índice de 
transparencia presupuestaria OBI y varios indicadores de desarrollo humano, así como con el gasto público en 
salud y educación.  Los autores sugieren dos canales de transmisión: los presupuestos abiertos le permiten a 
los ciudadanos mantener un mayor control sobre el uso de los recursos públicos para ajustarlos a sus 
prioridades y además les permite limitar el despilfarro de recursos públicos controlando más eficazmente la 
corrupción. Por su parte, Hameed (2011) ha mostrado que los mercados financieros internacionales valoran 
positivamente la transparencia presupuestaria lo cual se traduce en facilidades de acceso al crédito para los 
países por la vía de mejores calificaciones por las agencias competentes y menores primas de riesgo. 
Adicionalmente, Benito y Bastida a (2009) han señalado cómo una mayor transparencia presupuestaria está 
asociada con niveles más altos de participación en las elecciones y con una menor probabilidad de que los 
gobernantes incurran en mayores déficits fiscales con fines electorales.    
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para avanzar en la participación son más exigentes que las requeridas para que haya 
progresos en la transparencia presupuestaria, y lo son aún más las que determinan el paso 
de la participación a la rendición de cuentas, como se resume en el siguiente gráfico.  
 
  
Fuente: Elaboración propia con base en Khagram, De Renzio & Fung (2013).   
 
Entre los factores asociados con mayores niveles de transparencia presupuestaria se ha 
señalado el de la existencia de elecciones democráticas, el cual genera un efecto 
amplificado una vez se logra consolidar una sólida competencia política, y la presencia de 
una sociedad civil y unos medios de comunicación activos (Wehner & De Renzio, 2013). 
La descentralización puede aumentar la transparencia, dependiendo de las interacciones 
con otras condiciones tales como las desigualdades regionales en la distribución de poder 
(Alt & Lassen, 2006). También se ha señalado la existencia de correlaciones positivas entre 
ingreso per cápita y varias mediciones de la transparencia presupuestaria, lo cual sugiere 
que la expansión de las clases medias y de mayores niveles de educación genera una 
sana presión por abrir los presupuestos al escrutinio público (IBP, 2013). En cambio, otros 
estudios han mostrado que hay una correlación negativa entre transparencia 
presupuestaria y dependencia de la explotación de recursos naturales no renovables, lo 
cual puede estar relacionado con el esfuerzo por evitar la divulgación de la información 
presupuestaria por parte de quienes capturan las rentas derivadas de la explotación de 
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sociedades civiles críticas y organizadas (De Renzio, Gómez, & Sheppard, Budget 
transparency and development in resource-dependent countries, 2005) (Ross, 2011)45.    
 
Adicionalmente, los estudios comparados han mostrado que los grandes avances en 
materia de transparencia presupuestaria se han desencadenado por factores como las 
crisis económicas, los episodios de corrupción o la influencia de programas promovidos 
por la cooperación internacional (Khagram, De Renzio, & Fung, 2013). Estas ventanas de 
oportunidad, bien capitalizadas por parte de los actores a quienes les interesa en un 
momento dado reclamar una mayor transparencia presupuestaria46, han sido una 
motivación fundamental para ganar aliados estratégicos –como la oposición política, los 
organismos de control o los medios de comunicación- y presionar así a los gobiernos para 
que opten por crear mecanismos de acceso a la información sobre los presupuestos, 
venciendo la resistencia de aquellos actores que se benefician de la falta de transparencia 
y que suelen estar más organizados para resistirse al cambio (Fung, Graham, & Weil, 
2007).  
 
En algunos casos los avances en transparencia han desembocado también, gracias a la 
confluencia de una serie de factores, en una mayor participación y rendición de cuentas. 
Las trayectorias de los países desde la transparencia presupuestaria hacia la participación 
y la rendición de cuentas que se han documentado en la literatura se resumen en el cuadro 
siguiente. Por una parte, los países pueden clasificarse en relación con el progreso en la 
transparencia presupuestaria, medida a través del índice OBI, entre aquellos que han 
tenido avances sustanciales, los que han tenido avances modestos y los que se han 
estancado o han tenido retrocesos. Para cada una de estas categorías de países se 
                                               
 
45 Esta evidencia es compatible con la correlación existente entre el peso del sector minero-energético en el 
PIB departamental y el índice de desempeño fiscal que calcula el DNP para el caso colombiano: entre más 
depende un departamento de economías extractivas mayor probabilidad tiene de tener un desempeño fiscal 
deficiente. En Colombia, la maldición de los recursos naturales en materia fiscal a nivel local ha sido un 
fenómeno resaltado por Fedesarrollo (2008), con la corrección que introducen los factores de fortaleza 
institucional local (Perry & Olivera, 2010).  
46 Según un balance reciente de las iniciativas de transparencia y rendición de cuentas en el tema presupuestario 
emprendidas por los gobiernos existen una serie de factores comunes a aquellas que han resultado exitosas: la 
construcción de alianzas verticales y horizontales con otros actores, la producción de información legítima y 
confiable, el empoderamiento legal de los actores encargados del seguimiento y el apoyo internacional  
(Carlitz, 2013). 
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plantea a su vez una clasificación entre aquellos que han tenido avances importantes en 
participación y rendición de cuentas y los que no.  
 
 Progreso en participación y rendición de cuentas 
Progreso en OBI 
(Transparencia) 
Alto Bajo 
Alto  Nueva Zelanda, Reino Unido, 
Suecia, Estados Unidos. 
Países con sistemas fiscales 
abiertos y participativos 
Sudáfrica, Rusia, Uganda 
Medio Brasil y Corea del Sur. 
 
Colombia, México, Guatemala, 
Tanzania y Vietnam 
Nulo o negativo  Senegal, Egipto, China, Congo, 
Bolivia, regímenes autoritarios 
insensibles a imagen de donantes 
u organismos multilaterales. 
  Elaboración propia con base en IBP (2013) y Khagram, De Renzio & Fung (2013) 
 
Entre los que han tenido avances sustanciales en la transparencia presupuestaria se 
encuentran, por un lado, países con sistemas fiscales abiertos al ciudadano y que han 
logrado consolidar una cultura de vigilancia fiscal activa con participación de las distintas 
fuerzas políticas, de los organismos de control y de las organizaciones de la sociedad civil, 
lo cual ha llevado a la implementación de mecanismos permanentes de rendición de 
cuentas, utilizando medios tecnológicos más asequibles para todos. Es el caso de Nueva 
Zelanda, Reino Unido, Estados Unidos, Noruega, Suecia, entre otros. Por otro lado, 
también está el caso de países que aunque han tenido progresos importantes en 
transparencia, no los han tenido en materia de participación y rendición de cuentas. 
Sudáfrica es el ejemplo más documentado entre este tipo de países: pese a tener el 
segundo OBI más alto producto de las reformas democratizadoras con las que se dio fin 
al apartheid y que pusieron progresivamente a disposición del público información 
presupuestaria abundante y de buena calidad –lo cual representa una notable excepción 
en el continente africano (De Renzio & Simson, 2013)-, el uso de dicha información ha sido 
limitado, en parte por la debilidad de la competencia política y la subordinación del 
legislativo al ejecutivo. Solo algunas organizaciones como el Centro para la gobernanza 
económica o el Instituto por la democracia en Sudáfrica (IDASA) han utilizado dicha 
información para presionar cambios significativos en la destinación de los recursos 
públicos (Friedman, 2013). 
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En el otro extremo se encuentran los países que han tenido avances nulos en 
transparencia presupuestaria y también un estancamiento en materia de participación y 
rendición de cuentas, pues no se han documentado casos de países que avancen en estos 
últimos aspectos sin previamente haber avanzado en transparencia47. Este escenario 
suele presentarse en regímenes autoritarios que carecen de elecciones libres y por ende 
de competencia electoral, y en los cuales la presión de donantes internacionales, o de 
organismos multilaterales, no ha sido eficaz para crear presupuestos más abiertos. En 
varios de estos países incluso existen prohibiciones legales de divulgar la información 
presupuestaria y hay cuentas del presupuesto exentas de cualquier clase de control. IBP 
(2013) señala que en alrededor de 26 países (el 41% del total de encuestados), los 
ciudadanos tienen acceso a muy poca o nula información presupuestaria, entre los cuales 
también están incluidos países con regímenes democráticos como Bolivia o el Congo. 
Beck, Seydou & Faye (2013), en un estudio más detallado para el caso de Senegal, 
señalan tres factores que han truncado las posibilidades de progreso en transparencia 
presupuestaria en ese país: el hiper-presidencialismo del régimen político, una 
intervención contraproducente de la cooperación internacional que no se orientó a 
fortalecer capacidades de control de actores internos sobre el presupuesto y la ausencia 
de organizaciones de la sociedad civil y medios activos e independientes.    
 
                                               
 
47 Sin embargo, la idea de que la transparencia es una condición previa para una mayor participación y para 
lograr avances más profundos en rendición de cuentas, ha empezado a ser cuestionada. Rebecca Simson  (2013) 
ha señalado que en la consolidación de las instituciones presupuestarias de los Estados liberales primero se 
crearon mecanismos de participación de los parlamentos sobre las decisiones presupuestarias, producto de un 
proceso de negociación compleja, a veces con episodios de violencia y de alta conflictividad, en el que se 
aceptaron nuevas subidas de impuestos para financiar las necesidades de la Corona a cambio de un cierto 
control de los nacientes parlamentos sobre cómo iban a gastarse esos dineros. El proceso presupuestario formal 
en Inglaterra, con la producción y divulgación de información sobre los gastos previos y el nuevo plan de 
gastos de la monarquía, llegó entonces después de consolidada la práctica de la participación parlamentaria en 
materia presupuestaria. Esta anotación sugiere que incluso en ausencia de información presupuestaria puede 
haber mecanismos de participación importantes en las decisiones sobre cómo gastar los recursos públicos, a 
veces no institucionalizados como en el caso de la protesta ciudadana. Simson sugiere además que mantener 
una concepción restringida de la transparencia que se reduce a la publicación de documentos que los 
ciudadanos normalmente no usan explica en parte por qué existe un puente roto entre transparencia, 
participación y rendición de cuentas en materia presupuestaria. En ese sentido sugiere que hay que ir más allá 
de una concepción interna de la transparencia –que si acaso puede servirle a públicos expertos o a élites 
estrechas-, para avanzar a una concepción más amplia de transparencia que pueda desembocar más fácilmente 
en una mayor participación. Sobre este punto se volverá en el tercer capítulo.   
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En la mitad entre estos casos se encuentran los países que han logrado avances 
importantes aunque no tan destacados en transparencia como Sudáfrica o Nueva Zelanda. 
Entre ellos están, en primera medida, aquellos que también han tenido importantes 
progresos en participación y rendición de cuentas. Es el caso de Corea del Sur que es el 
único país de los analizados en la encuesta de IBP que tiene mecanismos de participación 
ciudadana en todas las etapas del ciclo presupuestario. You & Lee (2013) han destacado 
varios puntos importantes en esta historia: primero, la transición del autoritarismo a la 
democracia durante la década de los ochenta que trajo consigo reformas legislativas hacia 
la transparencia y la participación que se implementaron con una burocracia fuerte 
heredada del período anterior. Segundo, la creación en los noventa de organizaciones de 
la sociedad civil con divisiones especializadas en la incidencia sobre la política fiscal48. Y 
tercero, la crisis de 1997 que llevó a que mediante una combinación entre presión externa 
del FMI y de los partidos políticos en la Asamblea Nacional se iniciara una serie de 
reformas legislativas en pro de la transparencia, la participación y el fortalecimiento de las 
instituciones auditoras que se extendieron durante la década siguiente.  
 
Este círculo virtuoso de democratización, reformas por la transparencia, sociedad civil que 
conforma organizaciones y participa activamente en el proceso presupuestario, sumado a 
la presión internacional y la capitalización de episodios de crisis o casos de corrupción para 
profundizar reformas a través de coaliciones de distintos actores, también se presentó en 
Brasil desembocando en la aprobación de una ley de responsabilidad fiscal en 2000 y otra 
de transparencia en 2009 producto de una coalición de actores que exigieron la publicación 
de información presupuestaria en tiempo real ante una serie de escándalos de corrupción 
(Alves & Heller, 2013). Al igual que Corea del Sur, hoy Brasil ha consolidado un importante 
capital institucional con el fortalecimiento de las instituciones auditoras y también un valioso 
capital social con la presencia activa de ONG´s que incorporan la información 
presupuestaria en sus agendas49. Brasil ha desarrollado además experimentos 
                                               
 
48 Entre ellas, Solidaridad del Pueblo por la Democracia Participativa (PSPD por sus siglas en inglés) que creó 
una división especializada de incidencia en la política fiscal (el Centro para la Justicia Tributaria y la Prioridad 
Fiscal) y la Coalición Ciudadana por la Justicia Económica.  
49 Es el caso del Instituto de Estudios Socio-Económicos y el Instituto Brasilero de Análisis 
Socioeconómicos. 
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innovadores como es el caso de los presupuestos participativos que se analizarán más 
adelante.  
 
Finalmente están los países que habiendo logrado progresos importantes, aunque 
moderados, en materia de transparencia, no han avanzado mucho en participación y 
rendición de cuentas. Los casos de México (Ackerman, 2013) y Guatemala (Schneide & 
España-Najéra, 2013) son ejemplos de la existencia de una brecha en la participación y la 
rendición de cuentas de iure que está consagrada formalmente en las normas (y en la que 
se ha podido avanzar ante episodios de democratización como el relevo del PRI en el 
poder en México o la transición hacia la paz en Guatemala), y la transparencia y rendición 
de cuentas de facto, pues persisten prácticas clientelistas y mecanismos para sustraer 
fondos públicos a los controles existentes –fondos sociales especiales o cuentas de 
confianza para gastos de ciertas entidades- ante la inoperancia de instituciones auditoras, 
en parte por su cooptación por el ejecutivo. La sociedad civil además no ha sido tan activa 
como en los casos de Brasil y Corea del Sur, salvo notables excepciones como Fundar en 
México (Robinson & Vyasulu, Democratizing the budget: fundar´s budget analysis and 
advocacy initiatives in México, 2006) o Acción Ciudadana en Guatemala. Por influencia 
distintas, y con avances menos importantes, Tanzania y Vietnam también pueden 
clasificarse dentro de este grupo: el primero por las iniciativas lideradas por la cooperación 
internacional en materia de transparencia (Hoffman, 2013) y el segundo por una 
tecnocracia con interés en demostrar buenas prácticas internacionalmente, pese a que se 
trata de un régimen no democrático (Warren & Nguyen, 2013).    
 
Colombia es otro de los países que puede clasificarse en este último grupo, aunque con 
mayores progresos en transparencia que los anteriores ejemplos, salvo el caso de México 
con quien la situación en este campo es similar. En efecto, en Colombia, a nivel del 
gobierno central ha habido cuatro factores que han permitido avances importantes en 
transparencia y que contrastan con lo sucedido con los gobiernos locales50: la continuidad 
                                               
 
50 Los desafíos en la construcción de Estado, incluidos los desafíos fiscales, son muy diferentes a nivel nacional 
y a nivel local, pero también en los distintos escenarios departamentales y municipales. Mientras que en 
muchas regiones del país la construcción de Estado todavía enfrenta tareas básicas como asegurar el monopolio 
de las armas y de la justicia frente a otros poderes fácticos (o autoritarismos locales), frenar la captura de las 
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de una democracia imperfecta y excluyente que en todo caso siempre ha mantenido cierto 
grado de competencia electoral entre élites; una tradición legalista que intenta recoger las 
innovaciones de vanguardia a nivel internacional –incluidos los códigos de buenas 
prácticas en finanzas públicas- así no se incorporen del todo en el comportamiento 
institucional real; una disciplina estricta de acatamiento a las directrices de los organismos 
multilaterales por parte de la dirigencia del país en comparación con lo sucedido en el 
contexto regional; y una tecnocracia de formación ortodoxa que ha manejado la política 
económica del país en las dos últimas décadas, alineada con gobiernos conservadores en 
temas económicos y particularmente interesada en la preservación de los equilibrios 
fiscales51. Paradójicamente estos factores son también los que contribuyen a explicar por 
qué los avances en materia de participación en temas fiscales - aunque no tanto así los de 
rendición de cuentas- han sido precarios, pues en general se ha considerado que estos 
asuntos se manejan mejor si se reservan a una tecnocracia altamente calificada52.  
                                               
 
instituciones públicas por actores ilegales o lograr consolidar una burocracia básica mínimamente estable, en 
las principales ciudades en cambio afronta tareas diferentes, propias de la construcción del Estado en fases 
más avanzadas. No hay un Estado homogéneo en el territorio nacional, hay múltiples estados en el país con 
desafíos distintos (García, Revelo, Espinosa, Rodríguez, & García, 2011). A nivel local, la falta de 
transparencia en el manejo de las finanzas públicas es la regla, lo cual está a la base de la corrupción rampante, 
el clientelismo y el uso de recursos públicos como fuente de financiamiento de grupos armados (Vidal, 2011). 
Para una visión más detallada de las finanzas públicas locales consúltese DNP (2012) y Zapata (2010).     
51 Al respecto puede consultarse la ilustrativa investigación de Estrada (2005) sobre la sociología de las élites 
a cargo de la política económica en Colombia. El autor muestra cómo ha habido una progresiva captura de las 
instancias de toma de decisiones por parte de una élite intelectual neoliberal, que pese a que tiene facciones –
como por ejemplo la de los partidarios de la implementación gradual del paquete de reformas estructurales del 
Consenso de Washington vs. la de los defensores no gradualistas- ha tenido una cierta continuidad al menos 
en los siguientes aspectos: 1) consenso sobre la orientación estratégica, 2) institucionalización de una visión 
ortodoxa de la política económica con cierta independencia de los cambios de gobierno, 3) consolidación de 
una burocracia estable, en su mayoría de unas mismas universidades y centros de pensamiento, en las 
instituciones económicas claves –DNP, Ministerio de Hacienda y Banco de la República-, 4) un relajamiento 
parcial de los postulados ortodoxos en conexión con la transformación en la influencia del pensamiento 
económico internacional y 5) el haber situado el objetivo de la estabilidad macroeconómica como presupuesto  
para cualquier clase de gobierno –incluso un eventual gobierno de izquierda- mediante la adopción de “técnicas 
de regulación” que se han institucionalizado en las normas y en las prácticas. Evidencia adicional ha sido 
aportada recientemente por Roth (2013) en el sentido de que la burocracia del nivel nacional tiene además un 
sesgo centralista y de cierta extracción social, con las consecuencias que pueden derivarse sobre la política 
pública implementada, pues el 87% de los funcionarios en cargos públicos de decisión son egresados de alguna 
universidad privada en Bogotá. Roth sugiere la posibilidad de que esta “nobleza gubernamental” haya 
terminado por confundir sus propios valores e intereses con los de todo un país. 
52 Según Suárez y otros (2009) hay diferentes miradas que proponen lecturas con una dimensión 
eminentemente técnica y otras más políticas o si se quiere participativas sobre el sistema y el proceso 
presupuestario colombiano. Las que privilegian la dimensión técnica del presupuesto propenden por 
fortalecer un marco institucional y el mantenimiento de la disciplina fiscal. Bajo este enfoque, una autoridad 




El proceso de democratización que dio origen a la Constitución de 1991 coincidió con la 
puesta en marcha de la apertura económica y la continuación de las reformas estructurales 
inspiradas en el Consenso de Washington que se implementaron en América Latina. Estas 
dos fuerzas aparentemente contradictorias permitieron avances importantes en los temas 
de acceso a la información, como por ejemplo el deber de las autoridades públicas de 
responder a las peticiones de información respetuosas que les formulen los ciudadanos –
consagrado en el artículo 23 de la Carta Política y conocido como el derecho de petición-, 
o reformas para hacer más transparente la acción estatal basadas en los enfoques de 
organismos multilaterales. Pero paralelamente se ha generado una tensión permanente 
entre los derechos como aspiraciones sociales progresistas y el manejo de la política 
económica y social del país fiel al mainstream de los grandes centros de poder53.  
                                               
 
fiscal, en Colombia el Ministro de Hacienda y Crédito Público, tiene la potestad de determinar de manera 
global el ingreso requerido y el gasto mínimo para dar cumplimiento a las metas fiscales y macroeconómicas. 
Este enfoque plantea que sistemas presupuestales más jerarquizados o centralizados logran con mayor 
eficacia la disciplina fiscal. En un punto medio encontramos el planteamiento de Ayala y Perotti (2000), en el 
cual el Ministerio de Hacienda y Crédito Público lidera el proceso técnico de formulación presupuestario 
como producto de unas negociaciones bilaterales con los Ministerios, de corte jerarquizado, o bien como 
producto de negociaciones multilaterales, de corte consensual con tales Ministerios. Y finalmente existe la 
tendencia más reciente de vinculación de la ciudadanía mediante la figura de presupuestos participativos, en 
los que se privilegia la participación de los ciudadanos en las decisiones de su localidad, por una parte el 
presupuesto de inversión. Dicha participación tiene como fin el fortalecimiento de la cogestión y el control 
social (Betancourt, 2005, págs. 9-12). En Colombia se privilegia en la práctica la dimensión técnica 
jerarquizada, tanto del sistema como del proceso presupuestario. 
53 Esa tensión entre Constitución y modelo económico ha tenido tres interpretaciones entre los académicos: 1) 
una vertiente crítica de izquierda que señala que la parte orgánica en materia económica –es decir, el título 
XII- contradice el alcance de los derechos con los que se comprometió la parte dogmática (Quintana, 2002) y 
constitucionalizó además un enfoque neoliberal al consagrar aspectos como la independencia del Banco de la 
República y la prioridad de la meta de inflación objetivo sobre la del pleno empleo, restringiendo los 
mecanismos de financiamiento interno y obligando al gobierno a recurrir y quedar condicionado a los 
mercados financieros internacionales (Estrada, 2002) (Giraldo, 2002); 2) otra vertiente crítica conservadora 
que señala que la parte dogmática de la Constitución y los derechos que reconoce son apenas una aspiración 
que sobrepasa las posibilidades reales del Estado -para otros son un simple embeleco-, pero que la parte 
orgánica es en esencia funcional a la promoción del crecimiento económico que es la condición sine qua non 
para el ejercicio de los derechos, lo cual algunos jueces y sectores “progresistas” no logran comprender e 
incluso llegan a entorpecer presionando decisiones “garantistas” que pueden resultar contraproducentes  
(Carrasquilla, 2013) (Ibáñez Najar, 2001); y 3) otros que consideran que la Constitución en general es neutra 
(Arango, 2011) o abierta en relación con el modelo económico que la rama ejecutiva y legislativa pueden 
adoptar, en algunos aspectos más que en otros, pero que claramente cierra la puerta a estrategias de política 
económica que atenten flagrantemente contra los principios y los derechos constitucionales  (Uprimny & 
Rodríguez, 2007b). En concepto de esta última interpretación la tensión entre Constitución y modelo 
económico no se debe entonces a que la Carta sea demasiado neoliberal ni demasiado garantista, sino a 




Este patrón ha continuado durante la última década: ha habido nuevos avances en 
transparencia, impulsados tanto por los enfoques que insisten en la importancia de la 
disciplina fiscal como de aquellos más ligados a la lucha por los derechos, en un contexto 
en que se agudizan las tensiones entre ambas perspectivas. Ante la crisis económica de 
1999, se produjeron en los años posteriores una serie de reformas legislativas pactadas 
con el FMI para reducir el déficit fiscal54: la Ley  617 de 2000 de ajuste de las finanzas 
territoriales y la Ley 819 de 2003 de responsabilidad fiscal. Esta última reforma estableció 
las bases que conforman el actual sistema presupuestal: el deber de publicar los cuatro 
instrumentos clave para la discusión del presupuesto –el Marco Fiscal y el Marco de Gasto 
de Mediano Plazo, el Plan Operativo Anual de Inversiones y el Proyecto de Presupuesto 
General de la Nación-, la introducción  de mecanismos para asegurar que el gasto público 
garantice la sostenibilidad de la deuda y sea compatible con unas metas de balance 
primario, el deber de hacer explícito el costo fiscal de las exenciones tributarias, entre otros 
aspectos. Esta clase de reformas se han prolongado hasta el día de hoy, cerrando un ciclo 
trazado previamente para hacer más estricta la disciplina en el gasto (Comité Técnico 
Interinstitucional, 2010), con la constitucionalización del criterio de sostenibilidad fiscal y la 
introducción de una regla fiscal, pese a que han sido percibidas por distintos sectores 
políticos y sociales como un golpe de la ortodoxia económica contra los derechos y la 
acción de tutela, un instrumento clave para reclamarlos (Morales, 2013). Y en materia de 
transparencia se ha ampliado el uso de las tecnologías de la información para divulgar la 
información presupuestaria, lo que ha desembocado en la puesta en marcha del Portal de 
Transparencia Económica –que divulga información detallada sobre la ejecución 
presupuestal y la contratación del gobierno nacional en tiempo real. 
                                               
 
complejas dinámicas sociales, políticas y administrativas que han impedido materializar los derechos. Esta 
última perspectiva parece ajustarse más a la jurisprudencia constitucional, la cual ha reafirmado la idea de la 
neutralidad en materia económica de la Carta que le confiere un amplio poder de configuración al legislador 
pero que en todo caso también le impone unos límites materiales que debe respetar y que pueden sintetizarse 
en tres: la igualdad material propia del Estado social de derecho; el régimen de protección de las libertades y 
derechos económicos de la empresa como base del desarrollo y de la libre competencia económica como 
derecho de todos; y la internacionalización de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas. Al 
respecto puede consultarse la sentencia C-644 de 2012 en el apartado 4.1 de las consideraciones.          
54 Cfr. Acuerdo extendido de Colombia con el Fondo Monetario Internacional (Ministerio de Hacienda y 
Crédito Público, 1999) 
 




El uso de esta clase de información ha sido sin embargo muy limitado. Salvo algunos 
episodios de corrupción que ha destapado la oposición política en el legislativo como el del 
programa de subsidios agrícolas Agro Ingreso Seguro, en el que potentados productores 
agrícolas recibieron cuantiosos subsidios -entre los cuales se contaban familiares y aliados 
políticos del expresidente Álvaro Uribe que luego aportaron dinero a su campaña-, no ha 
habido una tradición activa de vigilancia sobre el uso de los recursos públicos, más allá del 
control fiscal de rigor que realiza la Contraloría. Episodios como el de Agro Ingreso Seguro, 
sin embargo, no han desembocado en la construcción de mejores mecanismos de 
rendición de cuentas que permitan un mayor control político o ciudadano, lo cual refleja las 
dificultades para conformar coaliciones entre diversos actores para aprovechar estas 
ventanas de oportunidad producto de la indignación colectiva y diseñar remedios eficaces 
contra el robo y la mala administración de los dineros públicos.  
 
Adicionalmente, el poco aprovechamiento de la información disponible se debe también a 
que no hay ONG que se hayan especializado en el análisis presupuestario en su trabajo 
de incidencia, pese a que muchas usan ocasionalmente información presupuestaria para 
alegar violaciones de derechos humanos en casos específicos o presionar por la adopción 
de decisiones de política pública que tienen que ver con la destinación de recursos. Entre 
las excepciones a destacar de organizaciones que realizan un trabajo más especializado 
cabe mencionar a Justicia Tributaria, una organización joven que ha empezado a hacer 
seguimiento crítico a la actividad financiera pública así como a las posibles afectaciones a 
las arcas del Estado por efecto de exenciones o evasión tributaria de privados. Y por otro 
lado a Fedesarrollo, un centro de pensamiento de vieja data y de alta capacidad técnica 
especializado en asuntos económicos pero con poca independencia de los gobiernos, en 
parte porque varios de sus miembros han ingresado permanentemente por la puerta 
giratoria a los más altos cargos de la burocracia estatal y han co-diseñado, con un enfoque 
ortodoxo, la política económica del país desde la institución.   
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2.1.2 Análisis presupuestario con enfoque de derechos, 
presupuesto social y orientación pro-pobre. 
En los últimos años la incidencia de las organizaciones de la sociedad civil en la actividad 
financiera pública ha pasado de formularse en términos estrictamente fiscales –reducir el 
déficit, sanear las finanzas públicas, modificar la destinación de los recursos- para ligarse 
cada vez más con el impacto que el presupuesto tiene sobre el bienestar de la gente, 
destacándose así, de manera progresiva, la conexión existente entre gasto público y 
derechos humanos. Las iniciativas y redes de actores que pretenden incidir sobre la 
política fiscal para ponerla al servicio de la realización de los derechos humanos continúan 
incrementándose, aunque existen muchos países en los que todavía no se han 
consolidado55.  
IBP señala que desde 1985 una organización llamada Disha en la India comprendió que 
para presionar y convencer al Gobierno de actuar eficazmente para resolver los problemas 
de poblaciones tribales excluidas en zonas periféricas no bastaban los argumentos 
morales, sino que era necesario poder dar el debate usando información sobre la forma 
como los recursos públicos eran usados y administrados en la práctica, y argumentar así 
en favor de la necesidad de un cambio. En su versión más reciente, Krafnich (2002) señala 
que el trabajo de las ONG en temas presupuestarios comenzó en los países más ricos 
como Estados Unidos, donde funciona el Centro de Presupuesto y Prioridades Políticas 
(CBPP por sus siglas en inglés) que fue una de las organizaciones pioneras, y de la cual 
surgió International Budget Partnership (IBP), la red desde la que se ha promocionado a 
escala global la importancia del análisis y la incidencia sobre el presupuesto por parte de 
las organizaciones de la sociedad civil. Con esta plataforma el activismo en el tema 
presupuestario se extendió a países de ingreso medio (tales como India, Argentina y 
                                               
 
55 Shultz (2002) señala que cuando International Budget Partnership realizó su primer encuentro global en 
1997 asistieron 50 personas de 14 países, número que aumentó sustancialmente para la tercera conferencia 
realizada en el 2000 cuando asistieron más de 100 participantes de 25 países. Actualmente IBP ha desarrollado 
relaciones de cooperación con organizaciones en más de 100 países. La mayoría de estas organizaciones 
integran una activa red internacional que ha ayudado a construir un campo emergente de incidencia mediante 
la colaboración transfronteriza y el intercambio de  lecciones aprendidas, convirtiéndose en una red pionera de 
nuevos enfoques para el control ciudadano de las operaciones gubernamentales. IBP tiene abierta al público 
una biblioteca de estudios de caso de más de 50 iniciativas impulsadas por organizaciones en todo el mundo, 
20 de las cuales hacen parte de un programa de entrenamiento para activistas. Al respecto puede consultarse: 
http://internationalbudget.org/ibp_publication_categories/case-studies/    
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México), y posteriormente a países más pobres (Nicaragua, Uganda y muchos otros), pese 
a que en estos el acceso a información presupuestaria sólida era muy limitado. 
Adicionalmente al trabajo de IBP otras organizaciones como Equalinrights y la Asociación 
de Desarrollo Protestante (APRODEV, por sus siglas inglés) también realizan trabajo 
específico en este sentido56.  
Pero fue a partir de una reunión realizada en Cuernavaca, México, organizada por la 
Fundación Ford y Fundar en 1999 que el activismo en temas presupuestarios, pensado 
bajo una perspectiva de derechos, adquirió su impulso definitivo. En dicha reunión se 
dieron cita expertos en ambas disciplinas para discutir cómo tender puentes entre ambos 
enfoques y diseñar estrategias de incidencia efectivas (Shultz, 2002). Las acciones 
identificadas en esa oportunidad son las que se han venido implementando desde 
entonces: educación para la incidencia, con la producción de manuales y la realización de 
programas de entrenamiento para activistas (Oficina del Alto Comisionado en Derechos 
Humanos, 2010) (Fundar y otros, 2004) (Shapiro, 2002) (OHCHR, 2008); expansión de 
las obligaciones presupuestarias en materia de derechos humanos y labor de aclaración 
y especificación de las ya existentes (Queen´s University Belfast, 2010) (Balakrishnan y 
otros, 2011); empoderamiento de la sociedad civil para acceder, interpretar y utilizar 
estratégicamente la información presupuestaria (Ramkumar, 2009) (Partners of the 
Americas, 2005); monitoreo, reportes periódicos e investigaciones para que públicos más 
amplios puedan conocer de cerca los asuntos presupuestarios en sus distintas etapas –
como ocurrió en Uganda con el seguimiento comunitario a la inversión en infraestructura 
escolar (IBP, 2008) o en Sudáfrica con el diseño de un programa de seguimiento al gasto 
en el sistema de salud (Fölscher & Kruger, 2013)-; presión pública para reclamar la 
asignación de recursos hacia programas que favorezcan los intereses de grupos 
marginados de la sociedad civil a través de campañas57, lobby legislativo, trabajo en 
                                               
 
56 Al respecto puede consultarse la página web de la iniciativa Budgeting for Human Rights que se desarrolla 
a partir de 2008: http://www.equalinrights.org/budgeting-for-human-rights/ 
57 International Budget Partnership ha diseñado un sistema de monitoreo con expertos locales para hacerle 
seguimiento y evaluar algunas campañas que desarrollan las organizaciones de la sociedad civil en distintos 
países para presionar cambios en las decisiones presupuestarias. Los resultados de las evaluaciones de cuatro 
de estas campañas: Banco Nacional de Desarrollo en Brasil, sistema de salud en México, calidad de la 
educación en Tanzania y financiamiento de la salud en Sudáfrica, pueden consultarse en 
64 Presupuesto, derechos humanos y control judicial 
 
 
medios de comunicación58, redes sociales o mediante la movilización ciudadana; y 
acciones legales para reforzar el derecho a la información –como el caso liderado por el 
Centro de Estudios Legales en Argentina (IBP, 2008)- o para cuestionar decisiones 
presupuestarias que vulneran o son insuficientes para garantizar los derechos59. 
Estas acciones se han realizado desde distintas perspectivas posibles de análisis, entre 
las que se destacan las siguientes: 
1. Aquellas que pretenden investigar o influir sobre temas procedimentales o 
aspectos institucionales del sistema presupuestario tales como el acceso a la 
información, la normatividad que regula la elaboración, discusión y aprobación, 
entre otros aspectos. Un ejemplo de este tipo es la campaña exitosa liderada por 
organizaciones de la sociedad civil en la India con la que se logró la aprobación de 
una ley de acceso a la información en 2005 (Baviskar, 2013), o el estudio 
comparado elaborado por el Instituto Nacional Democrático para Asuntos 




58 Los medios de comunicación cumplen un papel crucial para lograr una mayor justicia distributiva en la 
asignación de recursos públicos y hacen parte fundamental de la conciencia colectiva de una sociedad. En 
primera medida, son el canal de difusión más importante para que la información presupuestaria y su análisis 
le llegue masivamente a la ciudadanía, y no se quede encerrada en un estrecho círculo de expertos, con lo cual 
aumenta la posibilidad de que haya sanciones/premios a las autoridades públicas por sus 
aciertos/equivocaciones en asuntos presupuestarios. En segunda instancia, y en relación con el punto anterior, 
hacen parte de las formas de presión a las que más responden las autoridades públicas y los políticos, por el 
temor a los efectos que la difusión permanente de información adversa en los medios de comunicación puede 
causarles a su imagen. Y en tercera instancia, son espacios en los que se pueden descubrir nuevos hechos 
relevantes en relación con temas presupuestarios, pues su labor no se reduce a presentar información sino 
también a investigar y producir análisis que puedan llamar la atención del público; sin embargo, el periodismo 
investigativo en asuntos presupuestarios es escaso y ha surgido principalmente en países con una prensa sólida, 
diversa y con una larga tradición de independencia. Algunos periódicos como el Wall Street Journal o el New 
York Times tienen divisiones especializadas de reporteros y periodistas de investigación en temas fiscales o 
tributarios. Las organizaciones que hacen incidencia en los temas presupuestarios han entendido la importancia 
de los medios de comunicación y estratégicamente han estrechado sus vínculos con ellos o han creado los 
suyos propios.  
59 En los últimos años se han realizado tres seminarios sobre Presupuesto, Derechos Humanos y Poder Judicial 
convocados por IBP y Fundar para reflexionar sobre las potencialidades del litigio estratégico como 
instrumentos del activismo en derechos humanos en materia presupuestaria. Las conferencias de dichos 
seminarios pueden consultarse en la videoteca jurídica del Instituto de Investigaciones Jurídicas de la 
Universidad Nacional Autónoma de México –UNAM- 
(http://www.juridicas.unam.mx/vjv/participante.htm?p=1410). También existe un video de síntesis sobre las 
principales conclusiones de la segunda versión de este seminario (Fundar - ELLA, 2013).  
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Internacionales sobre el rol de los parlamentos en el proceso presupuestario 
(National Democratic Institute for International Affairs, 2003). 
 
2. Las que se proponen evaluar e incidir en las prioridades políticas globales del 
presupuesto, como los análisis que se concentran en la destinación de recursos a 
objetivos generales (por ejemplo, el de la disyuntiva entre gasto militar y gasto en 
educación). El alcance de esta forma de plantear el problema es restringido, salvo 
cuando se trata de comparaciones que reflejan asignaciones desproporcionadas 
que chocan con el sentido común y que pueden poner en evidencia injusticias e 
irracionalidades protuberantes en la asignación de los recursos públicos y, por esa 
vía, pueden despertar fácilmente la indignación entre públicos amplios.   
 
3. Las que se concentran en el gasto sectorial, en la incidencia en un derecho 
específico, en programas seleccionados o en ciertos objetivos estratégicos. Es el 
caso del diseño por parte de Fundar de un sistema de información para hacerle 
seguimiento a los subsidios a productores agrícolas en México (Cejudo, 2012), de 
la incidencia ante el Banco Mundial del CELS en Argentina que logró frenar el 
recorte de recursos de un programa de nutrición escolar en el marco de la 
implementación de un acuerdo de ajuste estructural negociado con el gobierno 
(Abramovich, 2011), de la producción de manuales para usar el análisis 
presupuestario para avanzar en la garantía del derecho a la educación (IBP; IHRIP, 
2010) o la alimentación (FAO, 2009), o de las campañas para protestar por el 
recorte de recursos para el tratamiento del VIH en México (Gozzo, 2006), presionar 
para el financiamiento de antiretrovirales en Sudáfrica (Overy, 2011) y buscar 
financiación para la lucha contra el VIH en los países en desarrollo (FUNDAR; 
IDASA, 2004). 
 
4. Aquellas que producen análisis sobre los costos fiscales de exenciones tributarias, 
gastos exorbitantes en algunos rubros que no se compadecen con las prioridades 
sociales o formas de evasión que le restan recursos al presupuesto y que por esa 
vía pretenden presionar a las autoridades para que sean desmontados y 
combatidos. Es el caso de las múltiples redes y organizaciones de justicia tributaria 
que realizan estudios y trabajo de incidencia al respecto como el Centro para la 
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Justicia Tributaria, Tax Justice Network, Tax Policy Center, o el de la campaña 
realizada por organizaciones de la sociedad civil en Brasil que permitió derrotar 
una reforma tributaria regresiva que había presentado el gobierno en 2009 
(Salvador, 2012).  
 
5. Las que se orientan a la incidencia y análisis sobre disparidades en la asignación 
de recursos que tienen una conexión causal con la privación de derechos, bien sea 
por criterios sectoriales, poblacionales, territoriales, etc. Es el caso del análisis de 
las bajas apropiaciones presupuestales para la garantía de derechos sociales en 
Israel (Dagan-Buzaglo, 2007), o la estrategia combinada de investigación, presión 
pública e interposición de recursos judiciales realizada por Fundar en México en 
relación con el gasto en infraestructura hospitalaria e inversión en salud que 
mostraba cómo, por ejemplo, había una desproporción no justificada en las 
transferencias en salud por habitante en distintas zonas en relación con sus 
necesidades y los retos pendientes en materia del derecho a la salud (Hofbauer, 
Lara, & Martínez, 2002) (Ocejo, 2013). 
 
6. Aquellas que apuntan a establecer los costos de financiamiento que sustentarían 
el adecuado goce de un derecho, o de un programa crucial para satisfacerlo, con 
el ánimo de utilizar dicha información para presionar a las autoridades públicas a 
que asignen los fondos necesarios para hacerlo. Este enfoque ha sido planteado 
por Steenbergen (2011), quien ha desarrollado una completa metodología de 
estimación de costos con una aproximación fundamentada en la perspectiva de 
derechos. El autor presenta nueve ejemplos de ejercicios de estimación de costos 
de los derechos que incluyen el caso de medicamentos y tratamientos para reducir 
la mortalidad materna en México (Diaz Echeverría, y otros, 2006), una propuesta 
de financiación de un programa nutricional en Mozambique (FAO, 2009), entre 
otros. En Colombia se han realizado ejercicios similares para el caso de la 
educación superior (Gutiérrez, 2010) y la financiación de la reparación a las 
víctimas del desplazamiento interno (Comisión de seguimiento a la política pública 
sobre desplazamiento forzado, 2011).  
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7. Las que se concentran en el análisis de los impactos sobre los derechos humanos  
que tienen -o pueden tener- los cambios en la política fiscal o macroeconómica, 
las decisiones presupuestarias o las reformas legislativas, para intentar 
contrarrestar sus efectos adversos. Es el caso de estudios como los que han 
evaluado las políticas de ajuste económico ante episodios de crisis y su afectación 
a los derechos humanos, brindando una serie de recomendaciones a los gobiernos 
para minimizar el impacto (Red-DESC, 2010) (Center for Economic and Social 
Rights, 2009) (Saiz, 2009). O también el trabajo de incidencia realizado por el 
Center of Urban Studies en Nueva York sobre cómo recortes legislativos en 
programas de bienestar en la década de los noventa perjudicaron 
desproporcionadamente hogares pobres y, dentro de estos, a los hispano-
hablantes (The Urban Justice Center, 2001). El Centro de Presupuesto y 
Prioridades Políticas en Estados Unidos ha desarrollado un modelo de análisis y 
respuesta rápida para hacer explícitas las consecuencias posibles en términos de 
afectación de derechos de reformas legislativas en trámite o de cambios 
anunciados en las políticas públicas o en la política fiscal que, combinado con una 
estrategia de difusión audaz en medios de comunicación y redes sociales, permite 
enriquecer el debate público sobre dichas iniciativas y presionar a los tomadores 
de decisiones para que evalúen muy bien las potenciales consecuencias de apoyar 
u oponerse a reformas específicas –como ha ocurrido con la discusión de los 
recortes a los subsidios al desempleo por efecto de la crisis económica (Ston, 
2013)-.  
 
8. Finalmente se encuentran aquellas perspectivas que se concentran en los 
impactos de decisiones presupuestarias sobre poblaciones específicas o que 
presionan para que dichas decisiones respondan a las necesidades de la población 
de interés. Es el caso del manual de monitoreo presupuestario para el 
cumplimiento de la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 
discriminación contra la mujer (CEDAW) (Elson, 2006) o la iniciativa de 
presupuestos con responsabilidad de género (Gender Responsive Budgeting) 
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liderada por ONU mujeres60. O para el caso de la población infantil la guía 
producida por el Instituto para la Democracia Alternativa en Sudáfrica (IDASA) para 
orientar el trabajo de incidencia en el presupuesto de ONG´s interesadas en la 
exigencia de los derechos de los niños y niñas (Streak, 2003).   
Cabe hacer una mención aparte a dos perspectivas emergentes del análisis y activismo en 
materia presupuestaria: el presupuesto social y los presupuestos pro-pobres. El primero, 
conforme a la definición de Deles y otros (2010), hace referencia a todas las iniciativas en 
virtud de las cuales se busca que los objetivos y prioridades sociales sean mejor reflejadas 
en el proceso presupuestario. Los autores hacen un balance de más 100 aproximaciones 
implementadas en 25 países tanto por gobiernos como por organizaciones sociales que 
responden a esta definición. Y el segundo enfoque plantea la necesidad de pensar 
mecanismos para que los presupuestos sean instrumentos más eficaces para erradicar la 
pobreza, y está más relacionado con el interés de los organismos multilaterales por 
promover una agenda en este sentido, tras el reconocimiento de que el crecimiento 
económico sostenido es insuficiente para lograrlo (Simson, 2012). En el marco de esta 
agenda se ha producido una abundante literatura -principalmente del FMI, del Banco 
Mundial, del Departamento para el Desarrollo Internacional del Reino Unido (DFID, por sus 
siglas en inglés) y del Overseas Development Institute- sobre cómo los donantes 
internacionales pueden fortalecer la administración pública financiera y, en particular, los 
sistemas presupuestarios en los países en desarrollo como una forma de reducir la 
pobreza, discutiendo asuntos como cuál es la composición óptima del gasto para lograr 
este objetivos, cuáles deben ser los objetivos principales que se debe plantear la política 
fiscal (si el financiamiento de política contra-cíclica de corto plazo o la promoción cambios 
más estructurales), entre otros aspectos. Tanto el enfoque de presupuesto social como el 
de presupuestos pro-pobres no se circunscriben al activismo en derechos humanos sino a 
la búsqueda de mecanismos innovadores para, respectivamente, replantear las 
                                               
 
60 El sitio web de presupuestos sensibles al género se puso en marcha en 2001 por iniciativa del Fondo de las 
Naciones Unidas para la Mujer (UNIFEM), ahora ONU Mujeres, en colaboración con la Secretaría del 
Commonwealth y el Centro de Desarrollo Internacional de Canadá (IDRC). La página web se esfuerza por 
apoyar los esfuerzos de los gobiernos, las organizaciones de mujeres, miembros de parlamentos y académicos 
para asegurar que la planificación y elaboración de presupuestos respondan efectivamente a objetivos de 
igualdad de género. La dirección del sitio web es: http://www.gender-budgets.org/ 
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instituciones presupuestarias para armonizarlas con las preferencias sociales o hacerlas 
funcionales a las agendas de reducción de la pobreza de organismos multilaterales. Por 
esta razón, en la medida en que incorporan el enfoque de derechos humanos al análisis 
presupuestario también señalan la necesidad de ponerlo en diálogo con las agendas y 
discursos del desarrollo (Norton & Elson, 2002) (Welham, Krause, & Hedger, 2013) 
(Çağatay y otros, 2000).    
 
Cabe advertir que, aunque las evaluaciones realizadas muestran que las iniciativas que 
combinan el análisis y el activismo presupuestario en derechos humanos son un poderoso 
instrumento para lograr influir en la asignación de recursos púbicos que refuercen 
efectivamente los derechos (The International Budget Project, 2000) (Robinson, 2009), el 
análisis presupuestario tiene sus límites, pues no siempre es la clave para identificar los 
determinantes de una situación que desemboca en una privación o violación de derechos. 
El estudio del proceso presupuestario tiende a enfocarse en las decisiones en niveles 
jerárquicos superiores de la acción estatal –las entidades de planeación, los legisladores- 
y en las primeras etapas del ciclo –durante la etapa de formulación y aprobación-, lo cual 
puede oscurecer el hecho de que a veces la privación de derechos depende de lo que 
ocurre en niveles jerárquicos inferiores y de la etapa de ejecución del presupuesto o de 
otra clase de aspectos de la acción estatal (Norton & Elson, 2002). Como señala 
acertadamente Steenbergen (2011b, pág. 28), no es posible  asumir que las asignaciones 
presupuestarias se transforman automáticamente en gasto efectivo, por ende es necesario 
que el análisis presupuestario en derechos humanos se concentre también en los 
mecanismos de irrigación del gasto una vez asignado a unos rubros determinados. 
Adicionalmente, no siempre estudiar el monto de recursos asignados a distintos objetivos 
puede ser lo más pertinente: si por ejemplo la función del Estado no es la de proveedor 
sino la de regulador, más que el monto de recursos asignado a ese rubro específico quizás 
resulte más importante enfocarse en la eficiencia de la acción de las entidades 
involucradas para cumplir la función que les corresponde. Una aproximación holística a las 
políticas públicas siempre debe guiar el uso del análisis presupuestario, reparando en la 
necesidad de observar también lo que sucede en las etapas más avanzadas del ciclo, en 
particular en la ejecución. 
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Para concluir esta revisión resulta pertinente señalar algunos desafíos en la 
implementación del análisis y el activismo presupuestario para las organizaciones. 
Primero, la necesidad de que la sociedad en su conjunto valore la importancia que tiene el 
trabajo en esta materia, pues es un factor determinante para que las estrategias sean 
exitosas: si sus potenciales beneficiarios no perciben que se trata de acciones que pueden 
impactar positivamente sus derechos y su bienestar, probablemente no sea posible vencer 
las resistencias de quienes se benefician dejando las cosas como están. Por ejemplo, si 
una mayor rendición de cuentas no se percibe como una forma de que los dineros públicos 
se inviertan en lo realmente prioritario sino como un discurso en el papel, es muy posible 
que un mecanismo comunitario de monitoreo del gasto público esté condenado al fracaso, 
afianzando la prevalencia de prácticas clientelistas.  
 
Segundo, es importante que las organizaciones involucren a los potenciales beneficiarios 
en sus iniciativas para fortalecer las capacidades de la sociedad civil. El seguimiento a los 
temas presupuestarios suele implicar una labor permanente por lo cual es deseable ir 
creando las competencias para que sean sus propios beneficiarios las que la realicen con 
autonomía.  
 
Tercero, es necesario que las organizaciones diseñen estrategias audaces de 
comunicación continua que puedan llegarle a un público lo más amplio posible y hacerlo 
reaccionar, para evitar que las acciones queden confinadas a un estrecho círculo de 
especialistas, tanto en su implementación como en el respaldo que puedan tener.  
 
Cuarto, es importante que las organizaciones ganen credibilidad entre los distintos actores 
y en el debate público, para lo cual es necesario fortalecer la capacidad técnica para 
analizar la información presupuestaria y conectarla con sus consecuencias sociales, 
distributivas y su potencial impacto sobre los derechos (por ejemplo, desarrollando 
metodologías contables innovadoras para estimar los costos de financiamiento de los 
derechos a niveles aceptables). También puede ayudar para ganar credibilidad el hecho 
de que las organizaciones mantengan su independencia de partidos políticos –lo cual no 
excluye valorar su rol como aliados potenciales-. Finalmente, es importante ganar espacios 
para incidir en los tomadores de decisiones y los protagonistas del proceso presupuestario, 
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pues se trata todavía de un proceso muy cerrado y poco democrático, donde son pocos 
los que definen los aspectos fundamentales. 
2.1.3 Presupuesto participativo 
El presupuesto participativo ha sido un experimento social de gran interés por enfoques 
muy diversos e incluso antagónicos. En él se han interesado desde teóricos de la 
emancipación social (Santos, 2004) hasta el Banco Mundial y el Fondo Monetario 
Internacional, quienes incluso lo han promocionado como parte de la “caja de 
herramientas” para el desarrollo (Goldfrank, Definiciones e historia del Presupuesto 
Participativo más allá de Porto Alegre, 2008)61. Mientras los primeros destacan la ruptura 
que representa frente a los procedimientos restrictivos tradicionales para definir las 
políticas públicas y su vínculo -en su origen y concepción- con el desarrollo de proyectos 
políticos alternativos, los segundos pretenden adaptarlo a sus propios discursos, 
destacándolo como una innovación en términos de gobernabilidad, transparencia o 
empoderamiento, reduciendo en ocasiones su dimensión deliberativa (Banco Mundial, 
2003) (Shah, 2007).  
Para efectos de este trabajo lo que resulta más importante destacar del presupuesto 
participativo es que desafía la idea de que las finanzas públicas son un asunto de tanta 
complejidad que deben manejarse con criterios estrictamente técnicos o, máximo, bajo la 
influencia de mecanismos de democracia representativa pero no de democracia directa. 
Se trata de llevar la participación a otro nivel en un asunto que precisamente ha intentado 
ser monopolizado por una élite con el argumento de ser los únicos que dominan una 
técnica altamente especializada y pretendiendo negar su profunda dimensión política. 
En sus orígenes el presupuesto participativo se implementó en varias ciudades 
latinoamericanas de la mano de partidos de izquierda o proyectos políticos alternativos: 
                                               
 
61 Lo que antes era un oscuro proceso de participación popular defendido por algunos partidos de la izquierda 
en América del Sur como un paso hacia la reinvención del socialismo se ha convertido en una "buena práctica" 
en la caja de herramientas de la corriente principal de la comunidad internacional de desarrollo para reducir 
la pobreza e implementar un “buen gobierno”. Dependiendo de qué tan estrictamente se defina, el presupuesto 
participativo se ha expandido de una docena de ciudades en su mayoría en Brasil a entre 250 y 2.500 lugares 
solo en América Latina (Goldfrank, 2006, pág. 1, traducción propia).   
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Porto Alegre, Montevideo y Caracas fueron las pioneras, con el objetivo de revitalizar el 
papel de la ciudadanía, abrir la administración local al escrutinio público y responder a los 
requerimientos de servicios desatendidos. Pero fue solo en Porto Alegre donde consiguió 
cumplir sus objetivos por una combinación de cuatro factores señalados por quienes han 
estudiado su implementación: voluntad política, recursos suficientes, descentralización 
política y un diseño informal y accesible que, sumado a una relativa debilidad de la 
oposición para el momento en que se implementó, permitió que la participación ciudadana 
no se quedara atrapada en las estructuras formales de los partidos dominantes (Goldfrank, 
2008b). La iniciativa surgió como una propuesta de la Unión de las Asociaciones de los 
Habitantes de Porto Alegre (UAMPA) que era un baluarte de la resistencia contra la 
dictadura por parte de movimientos populares que se habían volcado al trabajo de 
organización local, y  finalmente fue implementada por el primer gobierno del Partido de 
los Trabajadores en la municipalidad a inicios de la década de los noventa. Se trató, pues, 
de una forma ampliada de la soberanía popular que surgió producto de la democratización 
a nivel de base, la cual tuvo encontró en el cambio institucional su catalizador (Avritzer, 
2004).  
Boaventura de Sousa Santos define el presupuesto participativo como una estructura y un 
proceso de participación comunitaria basado en tres grandes principios:  
1) Todos los ciudadanos tienen derecho a participar, siendo que las 
organizaciones comunitarias no detentan, a este respecto, por lo menos 
formalmente, status o prerrogativas especiales; 2) La participación es dirigida 
por una combinación de reglas de democracia directa y de democracia 
representativa, y se realiza a través de instituciones de funcionamiento regular 
cuyo régimen interno es determinado por los participantes; 3) Los recursos de 
inversión son distribuidos de acuerdo con un método objetivo basado en una 
combinación de “criterios generales” –criterios sustantivos, establecidos por 
las instituciones participativas con el objetivo de definir prioridades- y de 
“criterios técnicos” –de viabilidad técnica o económica, definidos por el 
ejecutivo, y normas jurídicas federales, estatales o de la propia ciudad, cuya 
realización cabe al ejecutivo” (Santos, 2004, pág. 401) 
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Según Avritzer (2004) este modelo de presupuesto representa una forma 
contrahegemónica de democracia porque niega que la acción colectiva y las formas 
ampliadas de participación lleven necesariamente a la desinstitucionalización. Por el 
contrario redefine la institucionalización como la búsqueda de instrumentos concretos para 
vincular prácticas cada vez más democráticas con mecanismos formales de toma de 
decisiones, así esto implique el diseño de procedimientos más complejos. En relación con 
este punto Santos va más allá y plantea una tesis fundamental para efectos de este 
trabajo: en sociedades internamente diferenciadas, cuanto más fuerte es el vínculo entre 
democracia y justicia distributiva, más compleja tiende a ser la metodología que lo 
garantiza. La reducción de la complejidad que la burocracia permite no puede sino hacer 
más débil el vínculo que une la democracia a la justicia distributiva (Santos, 2004, págs. 
444-445). La mayor complejidad, sin embargo, no debe ser un obstáculo para avanzar 
desde una técnica presupuestaria administrada por una pequeña burocracia hacia otra 
más democrática, pero que no renuncie a criterios técnicos que garanticen una adecuada 
planeación y la preservación de unas finanzas públicas sanas.  
Pese a que el presupuesto participativo sigue teniendo enormes retos pendientes, su 
eficacia redistributiva, su contribución a la apertura política, a un mayor compromiso 
ciudadano con el cuidado y vigilancia de lo que sucede con los recursos públicos en las 
distintas etapas del ciclo presupuestario y, en general, su contribución al desarrollo 
humano y urbano, son hechos aceptados incluso entre sus críticos62. La posibilidad de 
extender el presupuesto participativo a otros contextos, sin embargo, debe partir del 
reconocimiento de los elementos del entorno que pueden dificultar su implementación para 
                                               
 
62 El Banco Mundial señala entre los principales resultados del presupuesto participativo en Porto Alegre entre 
1989 y el 1996 los siguientes: un aumento de 80% a 98% en el porcentaje de hogares con acceso a servicios 
de agua, un aumento de 46% a 85% en la cobertura de alcantarillado municipal, la duplicación del número de 
niños matriculados en escuelas públicas, la pavimentación de 30 kilómetros de carreteras al año, y un aumento 
del 50 por ciento en los ingresos fiscales, como consecuencia de una mayor transparencia en las tasas 
impositivas y los pagos de impuestos recibidos (Banco Mundial, 2003). Porto Alegre es además hoy la ciudad 
con el mayor índice de desarrollo humano del país. 
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aspirar a generar efectos positivos y transformaciones profundas en las instituciones y 
prácticas presupuestarias63. 
2.1.4 La necesidad de complementar los mecanismos no 
judiciales con los judiciales.  
Exploradas las iniciativas no-judiciales que han sido implementadas para estrechar los 
vínculos entre el presupuesto y los derechos humanos y sus enormes potencialidades, es 
importante señalar la necesidad de que se complementen con mecanismos judiciales. 
Cuatro argumentos pueden plantearse para justificar esta necesidad: 
1. Como se señaló en el primer capítulo, si bien la democracia tiene un potencial 
enorme para lograr una mayor justicia distributiva en la asignación de recursos 
públicos, en concordancia con lo que demanda el compromiso con los derechos 
humanos, también es posible que las fallas en el funcionamiento de las instituciones 
democráticas conduzcan a decisiones legislativas que vulneran gravemente los 
derechos. La aprobación de presupuestos anuales que no aseguran el núcleo 
esencial de los derechos de poblaciones específicas es una de esas fallas. Por lo 
tanto, es necesario contar con un mecanismo contramayoritario que pueda corregir 
esta clase de decisiones y en las democracias constitucionales ese papel lo cumple 
el poder judicial. 
   
2. Si bien los mecanismos no-judiciales que se han descrito pueden convertirse en 
una forma de presionar eficazmente la adopción y ejecución de presupuestos más 
compatibles con la satisfacción de los derechos, también puede ocurrir que sean 
insuficientes para asegurar la compatibilidad mínima requerida para que las 
decisiones presupuestarias no se conviertan en instrumentos que violan las 
responsabilidades que los Estados tienen en materia de derechos. Por ende, 
además de fortalecer los mecanismos no-judiciales, que son una especie de 
remedios ex ante para evitar incompatibilidades inadmisibles entre las 
                                               
 
63 En Colombia las iniciativas de presupuesto participativo se han concentrado en el nivel local y en la 
definición del destino de una porción limitada de los recursos, principalmente los de inversión. Para un balance 
de las experiencias implementadas puede consultarse Santana (2010).    
Capítulo 2. Aproximaciones entre presupuesto y derechos humanos  75 
 
 
asignaciones presupuestarias y los derechos, es necesario contar con remedios 
judiciales ex post, para que una vez adoptadas las decisiones presupuestarias, y 
habiendo tenido las instituciones públicas oportunidad para hacerlas compatibles 
con los derechos, sea posible remediar sus desvíos más graves frente a ellos, 
violatorios de la responsabilidad estatal de garantizarlos e inadmisibles 
jurídicamente.  
 
Cabe señalar que no se trata de cualquier clase de desvíos los que deben corregirse con 
remedios ex post, sino aquellos necesarios para ajustarlos a los postulados fundamentales 
de justicia fiscal propios del ordenamiento jurídico –tanto procedimentales como 
sustantivos- con los que deben conformarse las decisiones presupuestarias y que son 
revisables en sede judicial cuando no se satisfacen, pudiendo los otros poderes públicos 
haberlos subsanado oportunamente.  A su vez esos postulados pueden irse refinando en 
la medida en que se logren avances por efecto de la aplicación de mecanismos ex ante: 
si, por ejemplo, existen progresos significativos en materia de transparencia y rendición de 
cuentas, es probable que una sociedad esté dispuesta a aprobar nuevas leyes que hagan 
más estrictos los estándares que regulan el proceso presupuestario y, por esa vía, 
fortalezca los postulados de la justicia fiscal que los jueces deben aplicar en la revisión de 
las decisiones presupuestarias. 
  
3. La tercera razón es que se trata de una consecuencia que se desprende de la 
progresiva incorporación del derecho internacional de los derechos humanos a los 
ordenamientos jurídicos internos. Como señalan Abramovich y Courtis (2002, pág. 
72): es evidente que la jerarquía constitucional de los tratados de derechos 
humanos no tiene como único objetivo servir de complemento a la parte dogmática 
de la Constitución, sino que, necesariamente implica condicionar el ejercicio del 
poder público, incluido el que ejerce el Poder Judicial, al pleno respeto y garantía 
de esos instrumentos […]. Son los tribunales internos quienes tienen a su cargo 
velar por el pleno respeto y garantía de todas las obligaciones internacionales 
asumidas por los distintos países en materia de derechos humanos […] por parte 
de todos los poderes del Estado. En el entendido de que los tratados de derechos 
humanos implican obligaciones presupuestarias para los Estados, el poder judicial 
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debe ser el garante de que se cumplan, por lo cual es necesario que existan 
remedios jurisdiccionales cuando no ocurre así. 
  
4. Finalmente, una razón adicional es que ya de hecho, en la práctica de las 
democracias modernas, el poder judicial contribuye, paralelamente al trabajo que 
las organizaciones sociales y los gobiernos hacen en este sentido, al propósito de 
corregir las incompatibilidades más graves entre decisiones presupuestarias y 
derechos humanos.  Como se mostrará a continuación los Estados tienen 
obligaciones presupuestarias en el marco del derecho internacional de los 
derechos humanos y los tribunales locales han sido activos en su supervisarlas y 
sancionarlas de forma efectiva cuando han sido incumplidas.  
2.2 Obligaciones de los Estados en el derecho 
internacional y su relación con el presupuesto. 
Al principio de este capítulo se señalaba la importancia de reconocer que los derechos 
humanos pueden ser interpretados como pronunciamientos éticos sobre el valor que 
poseen determinadas libertades, pero no solamente como tales, pues se trata también de 
un conjunto de obligaciones jurídicas para los Estados, respaldadas por un complejo 
sistema de normas e instituciones a nivel internacional, cuya eficacia se ha reconocido 
además en la mayoría de los ordenamientos jurídicos nacionales. Entre ese conjunto de 
obligaciones se encuentran algunas que explícitamente tienen que ver con asuntos 
presupuestarios o que indirectamente se relacionan con ellos. En esta sección se explorará 
el alcance de dichas obligaciones de conformidad con lo establecido en los instrumentos 
del derecho internacional y en algunos pronunciamientos de los órganos competentes para 
aplicarlos e interpretarlos. 
Es necesario empezar por aclarar que para analizar el alcance de las mencionadas 
obligaciones es importante distinguir entre el tipo de derechos en cuestión. Como se 
planteó en el primer capítulo, si bien es cierto que el criterio del costo de los derechos no 
es el que marca la diferenciación entre los derechos civiles y políticos y los derechos 
económicos, sociales y culturales –DESC-, eso no quiere decir que no existan elementos 
que los distingan. Uno de ellos es, precisamente, la forma en que se incorporan, interpretan 
y se garantizan en el marco del sistema internacional de los derechos humanos y del 
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sistema interamericano. La adopción en el plano internacional de dos pactos distintos para 
protegerlos, y luego de dos  Comités diferentes de interpretación y aplicación, ha reflejado 
la intención de establecer obligaciones de alcance diferencial en relación a cada categoría 
de derechos. Estas y otras divergencias, que se extienden también al funcionamiento del 
sistema interamericano, se resumen en el siguiente cuadro.  
 Derechos civiles y políticos DESC 
En el sistema internacional de derechos humanos 
Instrumento Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos – PIDCP 
Pacto Internacional de Derechos 




Comité de Derechos Humanos Comité de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales 
Mecanismo de aplicación Comité de Derechos humanos conoce 
sobre informes presentados por los 
Estados (art. 40) y comunicaciones de 
otros Estados (art. 41 y ss.) o de 
individuos víctimas del Estado 
(Protocolo Facultativo. Art.1) 
Comité conoce de informes 
periódicos presentados por los 
Estados (artículos 16 y 17). Ha 
admitido también informes de 
ONG´s en la práctica para conocer 
sobre situación nacional.   
Alcance de obligación para 
los Estados 
Adoptar las medidas oportunas para 
hacer efectivo los derechos (Artículo 
2.2) 
Adoptar medidas hasta el máximo 
de los recursos disponibles para 
lograr progresivamente los 
derechos (Artículo 2.1) 
Obligación de garantizar 
recurso efectivo ante 
vulneraciones 
SI (Articulo 2.3, literal a) NO 
En el sistema interamericano de derechos humanos 
Instrumento Convención Americana de Derechos 
Humanos –CADH- (Capítulo II) 




Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos/Corte 
Interamericana de Derechos 
Humanos (Corte IDH) 
Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos/ Corte IDH 
(para derechos de asociación y 
educación)  
Aplica sistema de 
peticiones individuales 
SI, para todos los derechos 
consagrados en la CADH (artículos 
62 y 63) 
Solo para violaciones al derecho de 
asociación (art. 8.a) y derecho a la 
educación (artículo 13), conforme 
al artículo 19.6 del Pacto de San 
Salvador 
 
Así, por ejemplo, pese a que los instrumentos de derecho internacional contemplan 
obligaciones para los Estados comunes tanto a los derechos civiles y políticos como a los 
DESC, como ocurre con el deber de garantizar su ejercicio sin discriminación alguna por 
motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social, sí 
establecen diferencias para otra clase de deberes, como es el caso del compromiso de 
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adoptar medidas para garantizar los derechos que en el caso de los DESC se modulan 
bajo la fórmula de que los Estados deben adoptarlas hasta el máximo de los recursos de 
que dispongan para lograr progresivamente, por todos los medios apropiados, la plena 
efectividad de esos derechos. Por tal razón, a continuación se analizará, en primera 
medida, las implicaciones presupuestarias de las obligaciones comunes con los derechos 
civiles y políticos, y luego las que se derivan de las obligaciones específicas de los DESC, 
apelando a las Observaciones Generales y otros pronunciamientos del ComDESC y a los 
Principios de Limburgo y Maastricht, que han sido empleados por el órgano de aplicación 
para evaluar los informes estatales y para desarrollar sus observaciones generales64. En 
2011 se adoptaron los Principios de Maastricht sobre obligaciones extra-territoriales de los 
Estados en materia de DESC (ETO Principles), que eventualmente pueden implicar alguna 
conexión con obligaciones presupuestarias, pero cuya asimilación al sistema internacional 
de los derechos humanos todavía está en sus etapas tempranas, por lo cual no se 
incorporan en este análisis65.     
                                               
 
64 Los Principios de Limburgo sobre la implementación del PIDESC consisten en un documento producido 
por un grupo de 29 expertos reunidos en Maastricht entre el 2 y el 6 de junio de 1986 y que fue adoptado por 
oficialmente por Naciones Unidas en 1987 (Doc. UN E/C 4/1987/17). Para un balance sobre la importancia de 
los Principios de Limburgo en sus primeros diez años según diferentes autores puede consultarse Martin 
(1996). Por su parte los Principios de Maastricht sobre violaciones a los DESC es un documento elaborado 
en 1997 por otro grupo de expertos que aunque no ha sido adoptado oficialmente por Naciones Unidas sí han 
sido utilizados por el ComDESC en sus pronunciamientos. Según algunas interpretaciones  (Eide, 1997), estos 
documentos constituyen una guía de comprensión relevante que los Estados no pueden desconocer conforme 
a lo establecido en el artículo 31.3 de la Convención de Viena que establece que todo tratado debe interpretarse 
de acuerdo a los términos corrientes en su contexto y junto a otros elementos a tener en cuenta como: a) todo 
acuerdo ulterior entre las partes acerca de la interpretación del tratado o de la aplicación de sus 
disposiciones, b) toda práctica ulteriormente seguida en la aplicación del tratado por la cual conste el acuerdo 
de las partes acerca de la interpretación del tratado, y c) toda forma pertinente de derecho internacional 
aplicable en las relaciones entre las partes. 
65 Los Maastricth ETO Principles hacen parte de un conjunto reciente de instrumentos de soft law que pretende 
llenar el vacío existente sobre la dimensión extra-territorial de las obligaciones en materia de derechos 
humanos, que en sus instrumentos tradicionales se circunscriben a las obligaciones de los Estados dentro de 
las fronteras de su territorio. Complementan otra serie de principios como los siguientes: los Principios Guía 
Tillburg en Derechos Humanos del Banco Mundial y el Fondo Monetario Internacional, aprobados en 2002, 
que abordan las obligaciones de los Estados miembros de estas instituciones multilaterales; las Normas sobre 
las Responsabilidades de las Corporaciones Trasnacionales y otras Empresas con respecto a los Derechos 
Humanos, aprobadas en 2003; y los Principios Guía de las Naciones Unidas sobre Empresas y Derechos 
Humanos, aprobados en 2011.  Si bien no ha habido todavía una aplicación concreta de mecanismos de 
cumplimiento de estos principios existe un campo de reflexión emergente sobre las posibilidades de diseñarlos 
y la naturaleza de los casos que tendrían que ser revisados en ese nuevo contexto (Gibney & Vandenhole, 
2014). En relación con la conexión con obligaciones presupuestarias cabe señalar como el principio No. 38 de 
los ETO Principles establece que: Cada Estado debe por separado y, donde sea necesario, contribuir 
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2.2.1 Deber de no discriminación 
En relación con las obligaciones comunes, se ha señalado que la obligación de garantizar 
los derechos sin lugar a discriminaciones por criterios sospechosos –establecida en el 
artículo 2.1 del PIDCP y el 2.2 del PIDESC- no necesariamente cobija el deber de disponer 
de recursos, pues frecuentemente puede requerir es la adopción e implementación de una 
legislación apropiada66. No obstante, en su Observación General No. 20, además de 
afirmar que se trata de una obligación de inmediato cumplimiento, el ComDESC establece 
que incluye el deber de erradicar dos tipos de discriminaciones: la discriminación formal, 
para la cual es preciso que la Constitución, las leyes y las políticas de un Estado no 
discriminen por ninguno de los motivos prohibidos; y la discriminación de fondo o 
sustantiva, que hace referencia a los obstáculos de facto que algunos grupos poblacionales 
pueden tener para el disfrute efectivo de los derechos67. El ComDESC señala además que 
para erradicar la discriminación sustantiva en ocasiones los Estados parte pueden verse 
obligados a adoptar medidas especiales de carácter temporal que establezcan diferencias 
explícitas basadas en los motivos prohibidos de discriminación –también conocidas como 
acciones afirmativas-, las cuales serán legítimas siempre que supongan una forma 
razonable, objetiva y proporcionada de combatir la discriminación de facto y se dejen de 
emplear una vez conseguida una igualdad sustantiva sostenible. Aun así, algunas medidas 
positivas quizás deban tener carácter permanente68.  
Resulta factible pensar entonces que si bien corregir la discriminación formal en principio 
no implica un deber significativo de disponer recursos, no ocurre lo mismo con la 
discriminación material, para la cual es muy posible que se requiera emplear recursos 
                                               
 
conjuntamente a la realización de los derechos económicos, sociales y culturales extraterritorialmente, en 
consonancia con, entre otras cosas, sus capacidades económicas, técnicas y tecnológicas, los recursos 
disponibles, y su influencia en los procesos de toma de decisiones internacionales. Los Estados deben 
cooperar para movilizar hasta el máximo los recursos disponibles para el cumplimiento universal de los 
derechos económicos, sociales y culturales (Maaastricht ETO Principles, 2012). 
66 Así lo señala el Consejo Económico y Social en el marco del 38° período de sesiones del ComDESC a través 
del documento “Una evaluación de la obligación de tomar medidas hasta el máximo de los recursos disponibles 
bajo un protocolo adicional a la Convención” (Doc. UN E/C.12/2007/1. Párr. 7)    
67 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. La no discriminación y los derechos 
económicos, sociales y culturales (artículo 2, párrafo 2 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales). Observación General No. 20 Doc. UN E/C.12/GC/20. Párr.8   
68 Cfr. Ibíd., Párr. 9.  
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suficientes para eliminar los factores que impiden el ejercicio de los derechos en pie de 
igualdad a poblaciones excluidas, o para financiar las acciones afirmativas para avanzar 
en ello. Para el caso del derecho a la salud el Comité ha señalado explícitamente la 
conexión que puede haber entre una asignación inadecuada de recursos y el 
incumplimiento del deber de eliminar las discriminaciones, cuando por ejemplo se prioriza 
la inversión para proveer servicios curativos caros69.  
La conexión de esta obligación con el tema presupuestario se percibe más directamente 
cuando el ComDESC establece el estándar por el cual debe ser juzgado si un trato 
diferencial es o no discriminatorio. Al respecto señala: 
Todo trato diferencial por alguno de los motivos prohibidos se considerará 
discriminatorio a menos que exista una causa razonable y objetiva para 
dispensarlo.  Ello entraña evaluar si el fin y los efectos de las medidas o las 
omisiones de que se trate son legítimos y compatibles con la naturaleza de los 
derechos recogidos en el Pacto, y si el único fin que se persigue es promover 
el bienestar general en una sociedad democrática.  También debe existir una 
relación de proporcionalidad clara y razonable entre el fin buscado y las 
medidas u omisiones y sus efectos.  La falta de recursos para no acabar con 
el trato discriminatorio no es una justificación objetiva y razonable, a menos 
que el Estado parte se haya esforzado al máximo por utilizar todos los recursos 
de que dispone para combatirlo y erradicarlo con carácter prioritario70 
(subrayado fuera de texto).  
Esto quiere decir que, en presencia de una discriminación, el Estado no puede excusarse 
de no haber adoptado medidas para erradicarla alegando la falta de recursos, salvo 
cuando cumpla un estándar de argumentación con el que demuestre que se ha esforzado 
                                               
 
69 Una asignación inadecuada de recursos para la salud puede dar lugar a una discriminación que tal vez no 
sea manifiesta.  Por ejemplo, las inversiones no deben favorecer desproporcionadamente a los servicios 
curativos caros que suelen ser accesibles únicamente a una pequeña fracción privilegiada de la población, en 
detrimento de la atención primaria y preventiva de salud en beneficio de una parte mayor de la población. 
Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 14. El derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud. Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. U.N. Doc. E/C.12/2000/4. Párr. 19.  
70 Cfr. Ibíd., Párr. 13. 
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al máximo por utilizar todos los recursos disponibles para combatirla de manera prioritaria. 
En ausencia de una justificación objetiva y razonable en este sentido la persistencia de 
una discriminación, formal o sustantiva, implica una violación a un deber estatal71.  
 
2.2.2 Deber de proteger contenidos esenciales de los derechos. 
Pese a que el deber de adoptar medidas para garantizar los DESC está modulado por la 
progresividad y el uso del máximo de recursos disponibles, eso no quiere decir que no 
existan, al igual que para los derechos civiles y políticos, obligaciones de inmediato 
cumplimiento. Así lo ha señalado el ComDESC en su Observación General No 3, entre las 
cuales destaca dos: la obligación de no discriminar analizada anteriormente y la obligación 
inmediata de adoptar medidas para avanzar en la garantía de los derechos72. Entre las 
medidas que los Estados están obligados a adoptar de forma inmediata el Comité destaca 
las de carácter legislativo (párr. 3), la de ofrecer recursos judiciales en lo que respecta a 
derechos que, de acuerdo con el sistema jurídico nacional, puedan considerarse 
justiciables (párr. 4) y, una de particular importancia para asuntos presupuestarios, la 
obligación de asegurar por lo menos la satisfacción de niveles esenciales de cada uno de 
los derechos (párr. 10). Al respecto el Comité ha planteado lo siguiente: 
                                               
 
71 Este estándar parece haberse endurecido con el tiempo en el sentido de no admitir el argumento de la 
restricción de recursos como una excusa válida para no garantizar los contenidos que no son de realización 
progresiva. Así se desprende de lo señalado por el Alto Comisionado de Derechos Humanos cuando afirma: 
conviene señalar, sin embargo, que las obligaciones relacionadas con los  derechos económicos, sociales y 
culturales que no están sujetos a la realización progresiva (similares a las obligaciones relacionadas con los 
derechos civiles y  políticos) no dejan un margen similar para su cumplimiento. A modo de ejemplo podemos 
decir que un Estado que no proteja a las personas contra la discriminación en el acceso a las medicinas 
estaría incumpliendo sus obligaciones dimanantes del párrafo 2 del artículo 2 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales, cualesquiera que fuesen las dificultades en materia de recursos 
con que se encontrase. (Doc. UN E/2007/82. Párr. 27)  
72 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 3. La índole de las 
obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del PIDESC). Párr.1-2. (E/1991/23). Entre las 
obligaciones de inmediato cumplimiento adicionales que no destaca el Comité estarían aquellas medidas 
legislativas relacionadas con los derechos establecidos entre el artículo 6 y el 9 del PIDESC que tienen que ver 
con la igual remuneración sin lugar a discriminaciones por criterios sospechosos, el derecho a conformar 
sindicatos, el derecho a la educación primaria y el derecho a elegir el lugar de estudio y a conformar 
instituciones educativas distintas a las públicas (Queen´s University Belfast, 2010, pág. 54)   
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Así, por ejemplo, un Estado Parte en el que un número importante de 
individuos está privado de alimentos esenciales, de atención primaria de 
salud esencial, de abrigo y vivienda básicos o de las formas más básicas 
de enseñanza, prima facie no está cumpliendo sus obligaciones en virtud 
del Pacto.  Si el Pacto se ha de interpretar de tal manera que no establezca 
una obligación mínima, carecería en gran medida de su razón de ser.  
Análogamente, se ha de advertir que toda evaluación en cuanto a si un 
Estado ha cumplido su obligación mínima debe tener en cuenta también las 
limitaciones de recursos que se aplican al país de que se trata.  El párrafo 1 
del artículo 2 obliga a cada Estado Parte a tomar las medidas necesarias 
"hasta el máximo de los recursos de que disponga". Para que cada Estado 
Parte pueda atribuir su falta de cumplimiento de las obligaciones mínimas 
a una falta de recursos disponibles, debe demostrar que ha realizado todo 
esfuerzo para utilizar todos los recursos que están a su disposición en un 
esfuerzo por satisfacer, con carácter prioritario, esas obligaciones 
mínimas73. 
Aquí el asunto de la disponibilidad de recursos entra en juego de dos maneras distintas: 1) 
se trata de un criterio interpretativo relevante para juzgar el cumplimiento y alcance de las 
obligaciones mínimas74 y 2) no puede ser utilizado como argumento para excusar la no 
protección de dichas obligaciones, salvo que el Estado demuestre que ha realizado todos 
los esfuerzos para utilizar el máximo de los recursos a su disposición para garantizar, de 
manera prioritaria, estas obligaciones. De hecho, el Alto Comisionado para los Derechos 
                                               
 
73 Ibíd. Párr. 10. Los Principios de Limburgo también señalan la existencia de un deber de garantizar contenidos 
mínimos de los derechos cuando afirman: los Estados Partes tienen la obligación, independientemente de su 
nivel de desarrollo económico, de garantizar el respeto de los derechos de subsistencia mínima de todas las 
personas (Doc. UN E/C.12/2000/13, par. 25).  
74 Reconociendo que tales obligaciones deben ser juzgadas teniendo como referencia la disponibilidad de 
recursos en contextos particulares, el Comité de Derechos Humanos ha invitado a los Estados partes del 
PIDESC a que, de conformidad con el artículo 2 del Pacto y con la Observación general Nº 3 (1990) aprobada 
por el Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (E/1991/23, anexo III), establezcan normas 
nacionales de referencia concretas para dar efecto a la obligación mínima fundamental de asegurar la 
satisfacción de los niveles mínimos esenciales de cada uno de los derechos. (UN Doc. E-CN_4-RES-1994-
20). La discusión de si se trata de mínimos absolutos o mínimos relativos al contexto no parece estar resuelta, 
mientras autores como Koch (2003, pág. 20) defienden la primera postura, otros como Doz (2008, pág. 88) 
defienden la segunda. 
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Humanos de las Naciones Unidas, ha señalado como uno de los principios rectores de las 
políticas públicas que el cumplimiento de las obligaciones mínimas debe ser la primera 
prioridad en las decisiones presupuestarias y de política. Los gobiernos deben hacer todo 
lo posible para que los limitados recursos de que dispongan se destinen a conseguir, por 
lo menos, un nivel mínimo de disfrute de los derechos, como garantizar el acceso universal 
a la educación primaria obligatoria y gratuita y que todos tengan acceso a una atención 
médica básica y a los medicamentos esenciales. 
El ComDESC ha asumido la práctica de ir aclarando en sus observaciones generales sobre 
cada derecho el contenido de las obligaciones mínimas. Así, por ejemplo, para el caso del 
derecho a la salud, en su Observación General No. 14 ha señalado que entre esas 
obligaciones figuran, como mínimo, las siguientes: a) Garantizar el derecho de acceso a 
los centros, bienes y servicios de salud sobre una base no discriminatoria, en especial por 
lo que respecta a los grupos vulnerables o marginados; b) Asegurar el acceso a una 
alimentación esencial mínima que sea nutritiva, adecuada y segura y garantice que nadie 
padezca hambre; c) Garantizar el acceso a un hogar, una vivienda y unas condiciones 
sanitarias básicos, así como a un suministro adecuado de agua limpia potable; d) Facilitar 
medicamentos esenciales, según las definiciones periódicas que figuran en el Programa 
de Acción sobre Medicamentos Esenciales de la OMS; e) Velar por una distribución 
equitativa de todas las instalaciones, bienes y servicios de salud; y f) adoptar y aplicar, 
sobre la base de las pruebas epidemiológicas, una estrategia y un plan de acción 
nacionales de salud pública para hacer frente a las preocupaciones en materia de salud 
de toda la población75. Ejercicios similares se han hecho para el caso del derecho a la 
                                               
 
75 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 14. El derecho al disfrute 
del más alto nivel posible de salud. Artículo 12 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales. U.N. Doc. E/C.12/2000/4. Párr. 43. El párrafo 44 señala además una serie de contenidos de 
prioridad similar, entre los cuales se incluyen obligaciones tanto sustantivas como procedimentales: a) Velar 
por la atención de la salud genésica, materna (prenatal y postnatal) e infantil; b) Proporcionar inmunización 
contra las principales enfermedades infecciosas que tienen lugar en la comunidad; c) Adoptar medidas para 
prevenir, tratar y combatir las enfermedades epidémicas y endémicas; d) Impartir educación y proporcionar 
acceso a la información relativa a los principales problemas de salud en la comunidad, con inclusión de los 
métodos para prevenir y combatir esas enfermedades; e) Proporcionar capacitación adecuada al personal 
del sector de la salud, incluida la educación en materia de salud y derechos humanos. Sobre la discusión de 
si el contenido mínimo de los derechos implica solo obligaciones de resultado o también de conducta, y en 
general sobre la noción de contenido mínimo, puede consultarse Young (2008). 
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educación76, a la alimentación77, al agua78, a la vivienda79 y a la seguridad social80 
señalando las obligaciones que los Estados deben atender de forma prioritaria, hasta el 
máximo de sus recursos disponibles, so pena de incumplir el PIDESC. 
2.2.3 El deber de realización progresiva. 
El deber de realización progresiva ha sido uno de los asuntos más controversiales sobre 
la naturaleza específica de los DESC pues es un punto clave para aclarar que no se trata 
de meras aspiraciones, sino de derechos exigibles y justiciables hasta cierto nivel, como 
se ha insistido en afirmar por parte de los órganos de aplicación y, en general, por los 
activistas de derechos humanos (Wiles, 2009). El deber de realización progresiva ha sido 
reconocido en tres de los principales tratados de derechos humanos: el PIDESC, la 
Convención sobre los Derechos del Niño (art. 4)  y la Convención sobre los derechos de 
las personas con discapacidad (artículo 4.2).    
Esta obligación parte del reconocimiento de que, dadas las limitaciones de recursos, los 
DESC solo pueden ser asegurados en su nivel pleno de forma paulatina, y no en un período 
corto de tiempo, lo cual no significa que los Estados no deban, de forma inmediata, adoptar 
medidas para garantizarlos. Así lo ha entendido el ComDESC en su Observación General 
No. 3 cuando señala:  
[…] Así pues, si bien la plena realización de los derechos pertinentes puede 
lograrse de manera paulatina, las medidas tendentes a lograr este objetivo 
deben adoptarse dentro de un plazo razonablemente breve tras la entrada en 
vigor del Pacto para los Estados interesados.  Tales medidas deben ser 
                                               
 
76 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 13. El derecho a la 
educación (artículo 13 del PIDESC). UN Doc. E/C.12/1999/10. Párr. 57. 
77 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 12. El derecho a una 
alimentación adecuada (artículo 11 del PIDESC). UN Doc. E/C.12/1999/5.  
78 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 15, El derecho al 
agua (Artículos 11 y 12 del PIDESC). U.N.Doc E/C.12/2002/11. Párr. 37. El Comité señala además que un 
Estado Parte no puede justificar su incumplimiento de estas obligaciones básicas, las cuales no pueden 
suspenderse (Párr. 40). 
79 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 4, El derecho a una 
vivienda adecuada (Artículos 11 y 12 del PIDESC). U.N. Doc. E/1992 /23. Párr. 10-13. 
80 Cfr. Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No 19. El derecho a la 
seguridad social. U.N. Doc. E/C.12/GC/19. Párr. 59. 
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deliberadas, concretas y orientadas lo más claramente posible hacia la 
satisfacción de las obligaciones reconocidas en el Pacto81.  
Posteriormente, en la misma Observación el ComDESC complementa esta afirmación 
cuando sostiene que: 
Sin embargo, el hecho de que la efectividad a lo largo del tiempo, o en otras 
palabras progresivamente, se prevea en relación con el Pacto no se ha de 
interpretar equivocadamente como que priva a la obligación de todo contenido 
significativo.  Por una parte, se requiere un dispositivo de flexibilidad necesaria 
que refleje las realidades del mundo real y las dificultades que implica para cada 
país el asegurar la plena efectividad de los derechos económicos, sociales y 
culturales.  Por otra parte, la frase debe interpretarse a la luz del objetivo 
general, en realidad la razón de ser, del Pacto, que es establecer claras 
obligaciones para los Estados Partes con respecto a la plena efectividad de los 
derechos de que se trata.  Este impone así una obligación de proceder lo más 
expedita y eficazmente posible con miras a lograr ese objetivo.  Además, todas 
las medidas de carácter deliberadamente retroactivo en este aspecto requerirán 
la consideración más cuidadosa y deberán justificarse plenamente por 
referencia a la totalidad de los derechos previstos en el Pacto y en el contexto 
del aprovechamiento pleno del máximo de los recursos de que se disponga. 
Dos sentidos complementarios se ven involucrados en la noción de progresividad: el de 
gradualidad, que permite flexibilizar la obligación bajo el entendido que la plena efectividad 
de los derechos no puede lograrse de inmediato y para lo cual los Estados dispondrán de 
un margen de maniobra dada la dificultad de asegurarlos con los recursos con que 
cuentan; y el de progreso, que en todo caso impone una obligación de proceder 
inmediatamente en pro de alcanzar el goce pleno, por todos los medios apropiados y 
utilizando hasta el máximo de los recursos disponibles, lo que a su vez indica que el 
margen de maniobra de los Estados no es absoluto y acarrea un deber correlativo de no 
                                               
 
81 E/1991/23, Párr.2. 
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retroceder frente a las medidas ya adoptadas82 (Abramovich & Courtis, 2002, págs. 92-
96). De modo que la progresividad, lejos de imponer una obligación que pueda ser 
pospuesta, implica en realidad una de inmediato cumplimiento, con la salvedad de que 
mediante ella se debe alcanzar gradualmente el ejercicio pleno de los derechos. El alcance 
de dicha obligación se profundizará a continuación, reparando en el deber correlativo de 
no regresividad y en lo que significan las expresiones “todos los medios apropiados” y 
“hasta el máximo de los recursos disponibles”. 
2.2.4 Alcance del deber de adoptar medidas por todos los medios 
apropiados. 
Establecido el hecho de que para la realización de los DESC los Estados tienen un amplio 
margen de discreción, es importante advertir éste no es absoluto. El ComDESC ha 
señalado que  
[…] Se debe dar a la frase "por todos los medios apropiados" su significado pleno y natural.  
Si bien cada Estado Parte debe decidir por sí mismo qué medios son los más apropiados 
de acuerdo con las circunstancias y en relación con cada uno de los derechos 
contemplados, la adecuación de los medios elegidos no siempre resultará evidente […] 
corresponde al Comité determinar en definitiva si se han adoptado o no todas las medidas 
apropiadas […] Entre las medidas que cabría considerar apropiadas, además de las 
legislativas, está la de ofrecer recursos judiciales en lo que respecta a derechos que, de 
acuerdo con el sistema jurídico nacional, puedan considerarse justiciables […] Otras 
                                               
 
82 En relación con el aspecto de progreso, cabe enfatizar que implica una obligación inmediata que no debe 
confundirse con la gradualidad con la que se admite que puede lograrse el goce pleno.  Al respecto el Alto 
Comisionado para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas ha sido enfático al señalar que el concepto 
de realización progresiva hace referencia a una obligación inmediata de los Estados partes […] de abordar 
medidas dirigidas a avanzar de la forma más rápida y eficaz posible hacia la plena realización de los derechos 
económicos, sociales y culturales. Igualmente, se considera que el concepto entraña la presunción en contra 
de las medidas regresivas deliberadas, así como el deber de satisfacer inmediatamente, con carácter 
prioritario, unos niveles esenciales mínimos de los derechos económicos, sociales y culturales (obligaciones 
mínimas)82. Doc. UN E/2007/82. Párr. 76.  
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medidas que también cabe considerar “apropiadas” a los fines del párrafo 1 del artículo 2 
incluyen, pero no agotan, las de carácter administrativo, financiero, educacional y social83. 
Es importante destacar que el ComDESC se reserva la competencia para determinar, a 
través de los informes que los Estados partes presentan, si el Estado ha cumplido o no 
con su obligación de adoptar todas las medidas adecuadas. En ese marco debe 
entenderse la Observación General No. 1 que señala cuáles son los objetivos del sistema 
de informes periódicos de los Estados, entre los que están:  
1) El de asegurar que se emprenda un examen amplio de la legislación, las normas 
y procedimientos administrativos y las diversas prácticas nacionales en un 
esfuerzo por ajustarlas en todo lo posible a las disposiciones del Pacto.  
2) Garantizar que el Estado Parte vigile de manera constante la situación real con 
respecto a cada uno de los derechos y, por consiguiente, se mantenga al corriente 
de la medida en que todos los individuos que se encuentran en su territorio o bajo 
su jurisdicción disfrutan, o no disfrutan, de los diversos derechos. 
3) Permitir al gobierno que demuestre que se ha iniciado esta adopción de políticas 
en función de los principios del Pacto- 
4) Facilitar el examen público de las políticas de los gobiernos con respecto a los 
derechos económicos, sociales y culturales y estimular la participación de los 
diversos sectores económicos, sociales y culturales de la sociedad en la 
formulación, aplicación y revisión de las políticas pertinentes.  
5) Proporcionar una base sobre la cual el propio Estado Parte, así como el Comité, 
puedan evaluar de manera efectiva la medida en que se han hecho progresos 
hacia el cumplimiento de las obligaciones contenidas en el Pacto 
6) Permitir que el propio Estado Parte comprenda mejor los problemas y limitaciones 
que se presenten en sus esfuerzos por alcanzar progresivamente toda la gama de 
derechos económicos, sociales y culturales. 
7) Permitir que el Comité, y los Estados Partes en su conjunto, faciliten el intercambio 
de información entre Estados y lleguen a comprender mejor los problemas 
                                               
 
83 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 3. La índole de las 
obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del PIDESC). Doc. UN. E/1991/23. Párr. 4-7. 
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comunes a que hacen frente los Estados y a apreciar más cabalmente el tipo de 
medidas que pueden adoptarse con objeto de promover la realización efectiva de 
cada uno de los derechos contenidos en el Pacto84.   
El Alto Comisionado para los Derechos Humanos ha destacado que el proceso de 
elaboración, aplicación y supervisión de las estrategias nacionales para avanzar de forma 
progresiva en cada uno de los derechos debe estar regido en todo momento por las 
normas y disposiciones internacionales de derechos humanos y al respecto ha planteado 
la importancia del documento Principios y Guía para una aproximación con enfoque de 
derechos humanos a la reducción de la pobreza (Oficina del Alto Comisionado de las 
Naciones Unidas, 2007), en los que se señala la importancia de los siguientes principios, 
los cuales, en todo caso, se desprenden de lo planteado por el ComDESC: a) Las 
prioridades de las políticas y estrategias deben diseñarse, aplicarse y supervisarse sobre 
la base de un proceso transparente y participativo; b) en las estrategias y políticas debe 
darse prioridad a la garantía de que no se discrimine a nadie en el disfrute de los derechos 
económicos, sociales y culturales; c) en las estrategias debe prestarse especial atención 
a la protección de los miembros marginados y vulnerables de la sociedad; d) el 
cumplimiento de las obligaciones mínimas debe ser la primera prioridad en las decisiones 
presupuestarias y de política85. 
Ahora bien, el Alto Comisionado ha señalado también cómo en el marco de la supervisión 
que pueden ejercer órganos judiciales o cuas-judiciales de la razonabilidad o el nivel de 
adecuación de las políticas a los estándares de derechos humanos para verificar el 
cumplimiento de las obligaciones estatales la información presupuestaria cumple un papel 
fundamental. Al respecto el documento señala:  
El Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y el Comité de los 
Derechos del Niño han utilizado la información presupuestaria de carácter 
macroeconómico como indicación general de las prioridades de las políticas y 
como base para la formulación de recomendaciones generales de aumento de 
                                               
 
84 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 1. Presentación de 
informes por los Estados partes. Párr. 2-9.  
85 Doc. UN E/2007/82. Párr. 76. 
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la financiación destinada a esferas y programas concretos. […]En consonancia 
con el principio del margen de discreción de los Estados, los órganos creados 
en virtud de tratados no han llegado a prescribir objetivos presupuestarios 
específicos, aparte de alguna referencia ocasional a diversos objetivos 
presupuestarios internacionalmente acordados […] La supervisión de los 
presupuestos nacionales guarda una estrecha relación con la supervisión de 
las políticas y estrategias nacionales, y muestra un buen potencial para su 
ulterior utilización por los órganos encargados de la vigilancia de los tratados. 
Del mismo modo que las normas de derechos humanos entrañan una 
obligación de formular estrategias y supervisar los progresos mediante 
indicadores y valores de referencia, requisitos similares podrían aplicarse a los 
procesos presupuestarios nacionales. Como mínimo, la información sobre la 
formulación y ejecución de los presupuestos nacionales debería ponerse a 
disposición del público para facilitar la rendición de cuentas, un requisito que 
no se cumple en muchos países.  
De este pronunciamiento se desprenden tres aspectos a resaltar: 1) La supervisión de los 
presupuestos es crucial para supervisar si el Estado está cumpliendo con el deber de 
adoptar medidas adecuadas para la realización progresiva de los DESC y, de hecho, ya 
anteriormente los órganos de seguimiento de las obligaciones estatales han utilizado esa 
información; 2) La competencia de los órganos no llega hasta prescribir asignaciones 
específicas pero si a pronunciarse sobre la adecuación y razonabilidad de las vigentes y 
3) Existe un campo de exploración promisorio para la supervisión de los presupuestos 
como forma de supervisar a su vez el cumplimiento de los deberes estatales, campo en el 
cual todavía hay mucho por hacer. Sin embargo, el Alto Comisionado, en una declaración 
que vale la pena reproducir en extenso, también ha señalado como esa posibilidad debe 
asumirse con conciencia sobre los límites del análisis de la información presupuestaria: 
Aunque el análisis de los presupuestos nacionales o regionales reviste un 
evidente interés para evaluar los esfuerzos en pro de la realización de los 
derechos económicos, sociales y culturales, también plantea una serie de 
problemas.  
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Por ejemplo, el presupuesto nacional no muestra necesariamente la imagen 
completa de los recursos financieros de que dispone un Estado. A ese 
respecto, conviene señalar que cualquier evaluación realista de los recursos 
financieros disponibles en un Estado tendrá que ir más allá de las cifras 
presupuestarias para incluir fuentes potenciales de ingresos gubernamentales 
que no se han explotado. En algunos casos, las reformas fiscales tendientes 
a garantizar una distribución más equitativa de los recursos pueden ser una 
estrategia eficaz para dar un significado práctico a la obligación de utilizar 
hasta el máximo de los recursos disponibles. 
Del mismo modo, un análisis simple de las consignaciones presupuestarias se 
verá limitado de varias formas importantes. Como se destaca en una reciente 
publicación del Fondo de Desarrollo de las Naciones Unidas para la Mujer 
(UNIFEM), el volumen de las consignaciones presupuestarias destinadas a 
diferentes sectores no guarda necesariamente relación con una mejora del 
acceso a los servicios y de la realización de los derechos por cuanto hay otros 
muchos factores que entran en juego. A menudo, la cuestión clave no es la 
cuantía de los recursos gastados sino, más bien, la forma en que se gastan 
esos recursos. Para tener en cuenta debidamente ese aspecto es necesario 
elaborar mecanismos de rendición de cuentas destinados a evaluar la 
eficiencia del gasto.  
A pesar de esos problemas y limitaciones, las cifras presupuestarias pueden 
ser un instrumento útil para supervisar los esfuerzos de los Estados en pro de 
la realización de los derechos económicos, sociales y culturales. Sin entrar en 
las complejidades que supone definir el verdadero nivel de recursos 
disponibles, a los órganos de vigilancia les resulta relativamente sencillo 
detectar problemas concretos, como la financiación insuficiente de los 
programas cuando hay un claro desajuste entre los objetivos de política y las 
consignaciones presupuestarias, disparidades evidentes en el uso de los 
fondos públicos en regiones y grupos concretos, o descensos importantes de 
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la financiación de sectores determinados que conducen al deterioro de la 
protección de los derechos económicos, sociales y culturales86. 
En relación con el análisis de razonabilidad y adecuación a los estándares de derechos 
humanos de las medidas adoptadas, es importante destacar los esfuerzos que viene 
realizando el ComDESC para darle un alcance más preciso a su labor de supervisión del 
deber de realización progresiva a través del examen de los informes presentados por los 
Estados. En el 2007 el ComDESC adoptó la declaración titulada Una evaluación de la 
obligación de tomar medidas hasta el máximo de los recursos disponible bajo un protocolo 
adicional a la Convención, en la cual señaló que para determinar si las medidas adoptadas 
por los Estados son adecuadas y razonables, tendrá en cuenta, entre otras, las siguientes 
consideraciones: 
 El grado en que las medidas tomadas son deliberadas, concretas y orientadas al 
cumplimiento de los DESC. 
 Si el Estado en cuestión ha ejercido su discreción en forma no discriminatoria y no 
arbitraria. 
 Si las decisiones de asignación (o no asignación) de los recursos disponibles está 
en concordancia con los estándares internacionales de derechos humanos. 
 En los casos donde existían distintas alternativa de política disponibles, si el Estado 
adoptó la opción menos restrictiva de los derechos convencionales. 
  El lapso de tiempo en que las medidas fueron adoptadas. 
 Si las medidas adoptadas han tenido en cuenta la precaria situación de individuos 
y grupos desaventajados y marginalizados y, si se trata de medidas no 
discriminatorias, así como si se han priorizado situaciones graves o situaciones de 
riesgo87.  
En caso de que el ComDESC encontrará que un Estado parte no ha adoptado medidas 
razonables y adecuadas ha señalado que le haría recomendaciones en varios sentidos, 
respetando siempre su margen de apreciación para definir el uso óptimo de los recursos, 
                                               
 
86 Ibíd. Párr. 62-65 
87 Doc. UN E/C.12/2007/1. Párr. 8 (traducción propia).     
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adoptar sus propias políticas y priorizar algunos objetivos sobre otros. Cuatro tipos de 
recomendaciones podrían formularse, entre otras posibles: a) recomendar acciones de 
reparación, tales como la compensación, a los afectados, en la forma apropiada; b) 
conminar al Estado a corregir las circunstancias que conducen a la violación, para lo cual 
podrá sugerir parámetros para ayudar al Estado a identificar las medidas apropiadas, los 
cuales pueden incluir sugerencias sobre las prioridades de asignación de recursos para 
adecuarlas a las obligaciones del Estado, provisión para los grupos o individuos en 
desventaja o marginalizados, protección contra graves amenazas al ejercicio de los DESC 
y no discriminar en la adopción e implementación de las medidas; c) sugerir, en un análisis 
país a país, un rango de medidas para apoyar al Estado en la implementación de las 
recomendaciones, con un énfasis particular en las medidas de bajo costos, respetando la 
opción del Estado para adoptar sus propias alternativas; y d) recomendar un mecanismo 
de seguimiento para que el Estado pueda rendir cuentas, por ejemplo, incluyendo un 
requerimiento para que en un próximo reporte periódico el Estado explique las medidas 
adoptadas para afrontar la violación88.  
Finalmente, cabe aclarar que los Principios de Limburgo han señalado que el deber de 
realización progresiva existe independientemente de cualquier aumento de recursos y 
requiere de una utilización eficaz de los recursos de que se disponga89. 
2.2.5 Deber de no adoptar medidas regresivas. 
En relación con la prohibición de regresividad, el ComDESC ha señalado que entraña una 
firme presunción de que no está permitido adoptar medidas regresivas deliberadas, es 
decir, medidas que supongan el deterioro del nivel de cumplimiento de un derecho en un 
momento dado90. Si se adoptan cualesquiera medidas deliberadamente regresivas, 
corresponde al Estado Parte demostrar que se han aplicado tras el examen más 
exhaustivo de todas las alternativas posibles y que esas medidas están debidamente 
                                               
 
88 Cfr. Ibíd., Párr. 13 (traducción propia).  
89 Doc. UN E/C 4/1987/17. Principio 23.  
90 Cfr. Doc. UN E/2007/82. Párr. 19.  
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justificadas por referencia a la totalidad de los derechos enunciados en el Pacto en relación 
con la plena utilización de los recursos máximos disponibles del Estado Parte91. 
Criterios complementarios han sido adoptados por el ComDESC en su declaración de 
2007 sobre el deber de adoptar medidas hasta el máximo de los recursos disponibles en 
relación con la prohibición de regresividad. Ha dicho el Comité que los argumentos de un 
Estado para justificar la adopción de medidas regresivas basado en la escasez de 
recursos deben ser considerados con información país a país a la luz de criterios objetivos 
como los siguientes: 
 El nivel de desarrollo del país. 
 La severidad de la infracción que se alega, en particular si la situación 
compromete el disfrute del contenido mínimo de la Convención. 
 La situación económica vigente, en particular si el país ha caído en un período 
de recesión económica. 
 La existencia de otros argumentos serios sobre la limitación de recursos que 
pueda alegar el Estado; por ejemplo, aquellos resultantes de un desastre natural 
o de un conflicto interno o internacional reciente. 
 Si el Estado se ha esforzado por identificar opciones de bajo costo. 
 Si el Estado Parte ha solicitado recursos de cooperación o asistencia o ha 
rechazado ofrecimientos en este sentido de la comunidad internacional para los 
propósitos de implementar las provisiones de la Convención sin tener razones 
suficientes92.   
Para el caso del derecho a la seguridad social, la Observación General No. 19 establece 
que al momento de evaluar la aceptabilidad de las medidas regresivas el Comité 
examinará detenidamente:  a) si hubo una justificación razonable de las medidas;  b) si se 
estudiaron exhaustivamente las posibles alternativas;  c) si en el examen de las medidas 
y alternativas propuestas hubo una verdadera participación de los grupos afectados;  d) si 
                                               
 
91 Así lo ha señalado explícitamente en las Observaciones Generales sobre el derecho a la salud (Párr. 32), a 
la educación (Párr. 45), al agua (Párr. 19) y a la protección de los intereses morales y materiales del autor (Párr. 
27).  
92 Doc. UN E/C.12/2007/1. Párr. 10 (traducción propia) 
94 Presupuesto, derechos humanos y control judicial 
 
 
las medidas eran directa o indirectamente discriminatorias;  e) si las medidas tendrán una 
repercusión sostenida en el ejercicio del derecho a la seguridad social o un efecto 
injustificado en los derechos adquiridos en materia de seguridad social, o si se priva a 
alguna persona o grupo del acceso al nivel mínimo indispensable de seguridad social; y  
f) si se hizo un examen independiente de las medidas a nivel nacional93. 
Y en relación con el derecho a la vivienda el ComDESC ha establecido que un deterioro 
general en las condiciones de vida y vivienda, que sería directamente atribuible a las 
decisiones de política general y a las medidas legislativas de los Estados Partes, y a falta 
de medidas compensatorias concomitantes, contradiría las obligaciones dimanantes del 
Pacto94. Por ejemplo, en uno de sus informes sobre Colombia señalaba su preocupación 
por el hecho de que, ante la crisis económica de comienzos de siglo, los subsidios de 
vivienda se habían reducido sustancialmente, así como por el tipo de viviendas 
inadecuadas y la mala calidad estructural de las viviendas en las provincias de Sucre, 
Córdoba, Bolívar y Magdalena, entre otras regiones95. En dicha oportunidad el Comité 
urgió al Estado a tomar medidas para aumentar los subsidios de vivienda, sobre todo en 
las provincias más pobres y recomendó la adopción de un sistema para la financiación de 
viviendas de bajos ingresos, para permitirle a los grupos más pobres acceder a una 
vivienda adecuada. Esta recomendación es compatible con lo que ha señalado en su 
Observación General No. 3, en el sentido de que aun en tiempos de limitaciones graves 
de recursos, causadas sea por el proceso de ajuste, de recesión económica o por otros 
factores, se puede y se debe en realidad proteger a los miembros vulnerables de la 
sociedad mediante la adopción de programas de relativo bajo costo96. 
                                               
 
93 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No 19. El derecho a la 
seguridad social. U.N. Doc. E/C.12/GC/19. Párr. 43. 
94 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 4, El derecho a una 
vivienda adecuada (Artículos 11 y 12 del PIDESC). U.N. Doc. E/1992 /23. Párr. 11. 
95 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. 'Conclusions and Recommendations of the 
Committee on Economic, Social and Cultural Rights, Columbia' U.N. Doc.E/C.12/1/Add.74 (2001). Párr. 21. 
En el informe también manifestó su preocupación por rectores en subsidios para la salud materna, 
principalmente en zonas rurales, y en el financiamiento de programas del ICBF.  
96 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 3. La índole de las 
obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del PIDESC). Doc. UN. E/1991/23. Párr. 12.  
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Los Principios de Maastricht han señalado como violatorias del PIDESC la derogación o 
suspensión de la legislación necesaria para el goce continuo de cualquiera de los DESC 
de los que ya se goza. Igualmente la adopción de legislación o políticas manifiestamente 
incompatibles con obligaciones legales preexistentes relativas a esos derechos, salvo 
cuando esto se hace con el propósito y efecto de aumentar la igualdad y mejorar la 
realización de los DESC de los grupos más vulnerables, la adopción de cualquier medida 
que intencionalmente sea regresiva que reduzca el alcance en el que se garantiza el 
derecho  y la reducción o desviación de un gasto público específico, cuando dicha 
resolución o desviación resulta en imposibilidad del goce de estos derechos y no sea 
acompañada por la adopción de medidas adecuadas que aseguren a todos la subsistencia 
mínima97 (subrayado fuera de texto).    
Algunos autores señalan como la prohibición de no regresividad ha dado pie a desarrollos 
de teoría constitucional conforme a los cuales si bien no siempre es posible derivar el 
contenido esencial de los DESC a partir de los textos constitucionales, lo que sí debe 
reconocerse es que una vez adoptada una disposición que incorpora un aspecto a proteger 
en la definición del derecho en cuestión, toda medida regresiva que afecte el contenido 
esencial de las regulaciones establecidas es inconstitucional. Se trataría entonces de un 
compromiso con la irreversibilidad de las conquistas sociales alcanzadas (Abramovich & 
Courtis, 2002, pág. 95)98. 
2.2.6 El alcance de la expresión “hasta el máximo de los recursos 
disponibles”. 
El aspecto de progreso implicado en el deber del Estado de adoptar medidas para realizar 
gradualmente los DESC tiene un componente adicional que condiciona el margen de 
                                               
 
97 Directrices de Maastricht sobre Violaciones a los Derechos Económicos, Sociales y Culturales  (Minessota, 
1997). Principio 14. Violaciones mediante actos de comisión (literales d, e y g)  
98 Los autores también señalan que dicho principio no resulta extraño a la tradición jurídica iberoamericana y 
ponen como ejemplo el caso del principio de razonabilidad que se desprende del artículo 28 de la Constitución 
argentina (Abramovich & Courtis, 2002, págs. 96-116). Para un desarrollo de dicho principio en el caso 
argentino, su conexión con los derechos humanos y sus implicaciones sobre la actividad financiera pública 
puede consultarse Corti (2011, pág. 697 y ss). También está el caso de principio de no-regresividad en 
Colombia que se examinará más adelante.  
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maniobra que los Estados tienen para implementar las medidas que estimen pertinentes. 
Se trata del deber de hacerlo hasta el máximo de recursos disponibles, expresión que ha 
desatado intensos debates doctrinarios y esfuerzos por determinar cómo medirla con 
precisión, así como una exploración de sus eventuales consecuencias en términos de la 
obligación del Estado de conseguir recursos para financiar los derechos99.  
Los órganos de aplicación de los diferentes tratados internacionales de derechos humanos 
no han avanzado mucho en precisar el significado de la expresión. Dos expresiones en 
este sentido se destacaran aquí. En primera medida, en su Observación General No. 3, el 
ComDESC ha señalado lo siguiente: 
El Comité observa que la frase "hasta el máximo de los recursos de que 
disponga" tenía la intención, según los redactores del Pacto, de referirse tanto 
a los recursos existentes dentro de un Estado como a los que pone a su 
disposición la comunidad internacional mediante la cooperación y la asistencia 
internacionales.  Más aún, el papel esencial de esa cooperación en facilitar la 
plena efectividad de los derechos pertinentes se destaca además en las 
disposiciones específicas que figuran en los artículos 11, 15, 22 y 23 [del 
PIDESC]100. 
Esta idea ha sido ampliada por el Comité de los Derechos del Niño que, respondiendo a lo 
invocado en su Observación General No. 5 sobre la necesidad de profundizar 
posteriormente en los conceptos involucrados en el artículo 4 de la Convención de los 
                                               
 
99 Esta idea de un eventual deber de los Estados de conseguir recursos para financiar los derechos es un campo 
de reflexión emergente que se ha desprendido del interés de ampliar el alcance de la obligación de adoptar 
medidas hasta el máximo de los recursos disponibles. Se trata de otro campo estratégico para plantear un 
diálogo provechoso entre derecho y economía. Si la mencionada disposición tiene como objetivo asegurar que 
los Estados hagan todos los esfuerzos a su alcance para realizar progresivamente los derechos, y someter a un 
escrutinio estricto las razones por las cuales se excusan de no hacerlo o de retroceder en su avance, resulta 
importante ir avanzando en la construcción de estándares para evaluar si el Estado ha explorado las alternativas 
de política tributaria, financiamiento interno o externo y política monetaria para conseguir los recursos 
necesarios para financiar las tareas pendientes en materia de derechos, empezando por las más prioritarias  
(Balakrishnan, Elson, Heintz, & Lusiani, 2011). 
100 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales. Observación General No. 3. La índole de las 
obligaciones de los Estados Partes (párrafo 1 del artículo 2 del PIDESC). Doc. UN. E/1991/23. Párr. 13. 
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Derechos del Niño101, desarrolló un documento para sintetizar las conclusiones de un día 
de discusión sobre esa tarea pendiente que se formuló. Uno de los conceptos que intenta 
aclarar en ese documento es el de la expresión “hasta el máximo de los recursos 
disponibles” sobre la que señala: 
El Comité reafirma que la responsabilidad primera de destinar recursos para 
la implementación de los derechos del niño es del Estado como ha sido 
definido por la Convención. El término “recursos disponibles” incluye también 
los recursos provenientes de la comunidad internacional a través de la 
cooperación y asistencia, que deben complementar los recursos disponibles a 
nivel nacional. La palabra recursos debe entenderse en el sentido de incluir no 
solamente recursos financieros, sino también otro tipo de recursos relevantes 
para la realización de los derechos económicos, sociales y culturales, tales 
como los recursos humanos, tecnológicos, organizacionales, naturales y de 
información. La palabra recursos debe ser entendida en su sentido cualitativo 
y no solo cuantitativo102. 
Posteriormente el Comité, luego de resaltar la importancia de avanzar en los objetivos de 
transparencia, participación (de los propios niños y niñas) y rendición de cuentas en 
relación con la información presupuestaria, agrega: 
El Comité reconoce que la naturaleza exacta de lo que significa la expresión 
“hasta el máximo de los recursos disponibles”, y de cómo puede ser medida, 
representa un desafío para los Estados partes, para la comunidad 
internacional que trabaja para la niñez y del Comité mismo. El Comité también 
reconoce los límites de las variables estadísticas y el hecho de que los 
indicadores de derechos humanos no pueden capturar la complejidad y 
                                               
 
101 Cfr. Comité de Derechos del Niño. Observación General No. 5 (2003). Medidas generales de aplicación de 
la Convención sobre los Derechos del Niño (artículo 4 y 42 párrafo 6 del artículo 44). Nota Preliminar 
102 Comité de los Derechos del Niño. Recommendations. Days of general discussion on “resources for the 
rights of the child –responsability of States”. 46th session. 21 September 2007. Concluding Recommendations. 
Párr. 24 (traducción propia). Este documento constituye el principal esfuerzo hecho por los órganos de 
aplicación para aclarar la expresión. Se trata además de un agudo análisis de las potencialidades y límites del 
análisis presupuestario del cual se desprenden ideas muy valiosas por desarrollar.  
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especificidad de los derechos humanos individuales en diferentes contextos. 
Sin embargo, el Comité resalta la importancia de instrumentos de evaluación 
en el uso de los recursos y reconoce la necesidad de desarrollar indicadores 
para apoyar a los Estados en monitorear y evaluar el progreso en la 
implementación de los derechos de la niñez reconocidos en la Convención103.  
Fuera de estas dos referencias no se encuentra una mayor aclaración de las implicaciones 
de la expresión en los pronunciamientos de los órganos de aplicación. No obstante esta 
ausencia ha intentado ser llenada por comentaristas del PIDESC y organizaciones que han 
explorado las potencialidades del análisis presupuestario bajo el horizonte de las 
obligaciones estatales en materia de derechos humanos. En términos presupuestarios se 
ha señalado que la expresión significaría que el gobierno, al momento de distribuir los 
recursos públicos, debe priorizar la asignación a los servicios necesarios para garantizar 
los DESC de la población (Fundar y otros, 2004; Pág. 51). Fredman (2008, pág. 82), en 
consonancia con una de las consideraciones hechas por el Comité de Derechos del Niño 
en su diálogo al respecto, señala que la expresión hasta el máximo de los recursos 
disponibles apunta a tres elementos que deben ser evaluados: la suficiencia del gasto 
público, la eficiencia en el uso de los recursos públicos y la equidad en los patrones de 
gasto (en la que no se profundizará aquí por haber sido abordada con anterioridad cuando 
se analizó la prohibición de discriminación) 
 
En relación con la suficiencia inicialmente se apuntó a evaluarla a través de dos vías: 
comparando el gasto público en un objetivo como porcentaje del PIB en un país con los 
niveles internacionales, o analizando los cambios en la distribución sectorial –comparando 
por ejemplo el comportamiento del gasto en salud con las asignaciones que anualmente 
se destinan a infraestructura, gasto militar, entre otros- (Queen´s University Belfast, 2010). 
Sin embargo, una aproximación basada en indicadores aislados en este nivel de 
generalidad puede ser inadecuada en la medida en que no dice mucho sobre: 1) la 
capacidad real del Estado para avanzar en la protección del derecho (en comparación con 
la forma como razonablemente se espera que un Estado lo haga), 2) porque no relaciona 
                                               
 
103 Ibíd., Párr. 38 (traducción propia). 
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el monto invertido con la función que el Estado está cumpliendo para lograr el objetivo en 
cuestión –por ejemplo si es regulador de la prestación de servicios de salud en vez de 
proveedor- y 3) porque es insensible a los aspectos distributivos del gasto entre distintos 
componentes, como el de aquellos más importantes desde una perspectiva de derechos, 
y entre distintas poblaciones. El Comité ha sido cauteloso en definir estándares 
cuantitativos, aunque en ocasiones se ha pronunciado sobre asignaciones insuficientes 
basado en esta clase de comparaciones (Robertson, 1994).  
 
Métodos más refinados se han propuesto en los últimos años, mediante técnicas de 
análisis que combinan múltiples indicadores104.  Tales métodos se pueden ejemplificar a 
través de una propuesta de uso de distintos indicadores por fases de análisis desarrollada 
por Felner (2009) y que se consiste en el procedimiento que se señala a continuación:  
 
1) Comparar la evolución de un indicador social relevante –por ejemplo la mortalidad 
materna- con la forma como ha cambiado el PIB per cápita, para mirar que tan 
vinculado/desvinculado está el avance o retroceso en el derecho con la evolución de la 
economía.  
 
2) Comparar el nivel de avance/retroceso en el indicador elegido en relación con el 
grado de desarrollo del país (a través de una correlación simple que muestre la tendencia 
internacional) 
 
3) Mediante una combinación de tres tipos de proporciones mirar donde puede estar 
el problema de recursos en un indicador o derecho en el que el país esté particularmente 
atrasado frente a países de desarrollo similar y rezagados frente al desarrollo interno. Estas 
tres proporciones son: gasto público como porcentaje del PIB (para mirar la capacidad 
estatal general para financiar los derechos), gasto en un determinado sector como 
                                               
 
104 Sobre la utilización de indicadores para evaluar el progreso en derechos puede consultarse desde una 
perspectiva sistémica el Reporte del Alto Comisionado para los Derechos Humanos sobre el uso de 
indicadores para la medición del progreso en los DESC. UN Doc. E/2011/90. Para un balance reciente de la 
discusión al respecto puede consultarse la sección 14 del compendio de la Universidad de Oxford sobre los 
derechos humanos en el sistema internacional titulado International Human Rights. The Successor to 
International Human Rights in Context  (Alston & Goodman, 2013). 
100 Presupuesto, derechos humanos y control judicial 
 
 
porcentaje del gasto público total (para mirar qué tanto se prioriza un determinado objetivo 
estratégico, por ejemplo la salud) y gastos particularmente importantes para la realización 
de los contenidos mínimos de un derecho como porcentaje del gasto en el sector pertinente 
(por ejemplo cuánto se gasta del presupuesto público en salud en atención primaria). La 
interpretación conjunta de estos indicadores puede facilitar la identificación de si el 
problema se encuentra en una insuficiencia general de recursos, una inadecuada 
priorización sectorial o una falla en la priorización inter-sectorial del gasto.  
 
4) Posteriormente estos indicadores se pueden complementar, si se dispone de la 
información pertinente, con otros que muestren el gasto público per cápita desagregado 
por regiones, género u otros criterios pertinentes para identificar eventuales 
discriminaciones que sean las que estén determinando la vulneración a un derecho (por 
ejemplo si el gasto en salud está en niveles aceptables y se invierte también suficiente en 
atención primaria, pero se descuidan o ignoran los gasto para atacar las causas de la 
mortalidad materna).  
 
Esta clase de aproximaciones con múltiples indicadores que intentan combinar la 
simplicidad y la integralidad en el análisis se han explorado de forma reciente en la 
literatura sobre mecanismos de monitoreo al deber de progresividad en derechos sociales 
(De Beco, 2010) (OEA, 2013).  
 
Por otra parte, en relación con el aspecto de la eficiencia del gasto público se ha destacado 
cómo resulta relativamente fácil de justificar que se está ante un incumplimiento de un 
deber estatal si se comprueba una inutilización de recursos que previamente se habían 
decidido invertir en la realización de los DESC (Queen´s University Belfast, 2010, pág. 28). 
En ese sentido resulta crucial el uso de indicadores básicos de eficiencia del gasto como 
es el caso de los niveles de ejecución presupuestal, interpretados a la luz del grado de 
razonabilidad de las justificaciones que el Estado pueda ofrecer para no haber invertido los 
recursos programados105. Recientemente también se ha destacado la importancia de 
                                               
 
105 El ComDESC ya de hecho ha utilizado esta clase de información presupuestaria en la evaluación de los 
informes presentados por los países. Por ejemplo, en el informe sobre Colombia de 1995 el Comité recomendó 
al gobierno combatir la práctica de la no utilización de los componentes que se señalaban como gasto social 
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abordar el problema de la corrupción, y el deber del Estado de adoptar medidas para 
combatirla, como un asunto que puede afectar gravemente los derechos por la vía de la 
ineficiencia en el gasto y la reducción de los recursos disponibles para financiarlos 
(International Council on Human Rights Policy, 2009; 2010).  
 
Pero la ineficiencia tiene que ver también con la incapacidad de producir resultados 
aceptables en términos de goce efectivo de derechos con un monto determinado de 
recursos. Al respecto no se han explorado técnicas de análisis para intentar evaluar, en el 
marco de una perspectiva de derechos humanos, la ineficiencia estatal entendida en este 
sentido. Un enfoque a explorar podría ser el de comparar cómo evolucionan indicadores 
de resultado que midan el goce efectivo de un derecho cuando existen incrementos en los 
recursos para producirlos, para de esta forma dectectar situaciones en las cuales los 
recursos adicionales se estén esfumando sin que se generen mejores resultados en 
términos del deber de realización progresiva. 
 
2.3 Algunas decisiones judiciales sobre la conexión 
entre presupuesto y derechos humanos en la 
jurisprudencia comparada. 
 
En la actualidad resulta una afirmación casi trivial decir que las decisiones judiciales tienen 
implicaciones fiscales. No se trata de un hecho novedoso, pues así ha ocurrido 
históricamente en la mayoría de los países; bien sea porque las sentencias ordenan 
directamente pagar a particulares sumas de dinero que deben salir de los presupuestos 
nacionales –como cuando un contratista demanda al Estado ante la jurisdicción 
contenciosa- o bien porque ordenan al Estado corregir los factores que producen la 
vulneración a un derecho y por esa vía, indirectamente, generan consecuencias 
presupuestarias. Hoy la discusión no consiste tanto en si las decisiones judiciales pueden 
                                               
 
en el presupuesto nacional y asegurarse de que tales apropiaciones fueran usadas para los propósitos para los 
que se habían programado. Cfr. Comitee on Economic, Social and Cultural Rights. Conclusions and 
recommendations of the Comittee on Economic, Social and Cultural Rights, Columbia. U.N Doc. 
E/C.12/1995/18. Pár. 200, literal b.   
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o no afectar el presupuesto, sino en la forma como lo afectan. Se trata del problema de 
hasta qué punto es o no legítima la intervención judicial en cómo deben gastarse los 
recursos públicos o, en otras palabras, en delimitar cuáles son los aspectos justiciables de 
la actividad financiera pública y hasta donde llega la capacidad de los jueces para actuar 
sobre ellos con el fin de garantizar la prevalencia de un orden justo. 
 
No obstante, pese a que las decisiones judiciales impactan de forma permanente los 
fondos públicos, hay algunas de ellas que generan fuertes resistencias entre ciertos 
actores que cuestionan todavía la legitimidad de la intervención judicial. Estas resistencias 
pueden variar de país a país, pues así como en contextos como el colombiano, por 
ejemplo, las críticas se han concentrado en aquellas decisiones judiciales con las que se 
ha protegido - individual o colectivamente- el componente tutelable de algunos derechos 
sociales, así también es perfectamente posible imaginar que en otros escenarios lo que 
más se cuestione sea, por ejemplo, los costos de las sentencias de la jurisdicción 
contencioso administrativa y en particular los de aquellas que favorecen a empresas que 
demandan al Estado. La preocupación por el impacto fiscal de las decisiones judiciales 
depende del contexto juridico, político y social y las relaciones de poder involucradas, por 
lo que podría hablarse de una economía política de la relación entre el poder judicial y el 
presupuesto en los distintos países –con sus propios actores y discursos dominantes y sus 
expresiones de resistencia-,  y que puede reflejar, en mayor o menor medida, hasta qué 
punto las decisiones judiciales realmente constituyen un problema considerable de 
finanzas públicas106. De la dinámica de estas discusiones en la arena de la economía 
                                               
 
106 Un ejemplo de las relaciones de poder y los argumentos estratégicos involucrados en este campo de la 
economía política sobre la relación entre poder judicial y finanzas públicas puede verse en lo ocurrido con el 
trámite de la reforma constitucional que incorporó la sostenibilidad fiscal como criterio constitucional en 
Colombia. Inicialmente el proyecto se presentó con el objetivo de elevar la sostenibilidad fiscal a derecho 
constitucional y propender así por una colaboración armónica entre las ramas del poder público para 
garantizarlos, sin mencionar que la rama judicial era la que más podía afectarlo. En el informe de ponencia 
para el primer debate en Cámara se señaló brevemente que en ocasiones los fallos de los jueces habían sido 
exorbitantes en ordenar gasto. En el segundo debate se señaló por un representante que el objetivo del proyecto 
desde el inicio era ponerle límite a la “dictadura de los jueces” en la ordenación del gasto y sus consecuencias 
irresponsables sobre las finanzas, sin aportar evidencia estadística al respecto (incluso en un debate posterior 
se identificaron otros factores como de mayor riesgo para la sostenibilidad de las finanzas, salvo una mención 
al impacto de las sentencias de tutela en salud). Pero fue solo hasta el séptimo debate, por parte del senador 
Juan Fernando Cristo que se introdujo en el informe de ponencia la idea de un incidente de impacto fiscal para 
que la Procuraduría y los Ministros le solicitaran modular o diferir los efectos de las sentencias a la Corte 
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polítcas se desprenden entonces argumentos que apuntan a sustraer algunos campos de 
la acción administrativa y legislativa, como es el caso de la actividad presupuestaria, del 
control judicial. No obstante, en la jurisprudencia comparada la justiciabilidad de las 
decisiones presupuestarias tiende a ampliarse, como se pondrá de presente a lo largo de 
esta sección con la presentación de algunos casos. 
 
Los ejemplos que se señalan a continuación no pretenden mostrar que hay decisiones 
judiciales que tiene consecuencias presupuestarias, pues una parte considerable de ellas 
las tienen, sino la mayoría. Tampoco a resaltar los impactos presupuestarios de los 
llamados litigios estructurales, es decir, aquellos que pretenden corregir violaciones 
masivas de derechos que dependen de cambios de fondo en las políticas públicas o de 
reformas más profundas, los cuales, ciertamente, pueden haber sido considerables (Gauri 
& Brinks, 2008). Más bien, los casos seleccionados se orientan a destacar cómo los 
tribunales han llegado a considerar que las decisiones presupuestarias son directamente 
justiciables, cuando con ellas se viola el componente tutelable de los derechos 
constitucionales protegidos por los distintos ordenamientos jurídicos. Esto debería servir 
                                               
 
Constitucional cuando consideraran que afectaban las finanzas públicas. En la propuesta nueva de articulado 
también se estableció que la sostenibilidad fiscal fuera un criterio, y no un derecho, ni un principio Los 
argumentos de la ponencia en que se incorporó la idea del incidente, paradójicamente, resaltaban que las Cortes 
no habían afectado gravemente las finanzas públicas y que si sus fallos habían tenido impactos fiscales había 
sido para bien, para corregir omisiones del ejecutivo y el legislativo en la protección de los derechos que de 
no remediarse oportunamente sí hubieran sido más costosas en el largo plazo. En los últimos debates se 
incorporó la posibilidad de que el incidente también fuera presentado ante todas las altas cortes. Lo que en un 
principio se formuló entonces como un proyecto para propender por la colaboración armónica de todos los 
poderes en el logro de la sostenibilidad fiscal, terminó incorporando un mecanismo concreto para que solo uno 
de los poderes públicos tuviera en cuenta este criterio por la fuerza de un incidente: el poder judicial. La Corte 
consideró que el trámite no violaba el principio de la identidad flexible en los contenidos discutidos y declaro 
exequible la reforma en la sentencia C-1052 de 2012. Sin embargo no resulta claro la idea implícita al espíritu 
del incidente de que las decisiones judiciales hayan implicado un grave riesgo para las finanzas públicas, pero 
aun así ha habido una preocupación constante por ese factor (Clavijo, 2001) (Restrepo J. C., 2003). Tampoco 
resulta claro que dentro de las decisiones judiciales, las que protegen derechos sociales sean las que más 
impactan las finanzas públicas: de hecho, en el decreto presupuestal de 2013 las apropiaciones para las 
entidades del sector defensa y seguridad representaron el 65% del total de recursos destinados a cubrir los 
impactos de las sentencias y conciliaciones judiciales de las entidades públicas, muy por encima de las 
instituciones en las que se concentra el gasto social. Los pagos por demandas contra el Estado parecen 
concentrarse además en unos pocos beneficiarios, pues como señala un análisis de los recursos pagados por 
procesos perdidos por el Estado en la jurisdicción contencioso administrativa entre 1997-2003: a los 
trabajadores (el 59.5% de los demandantes) les corresponde el 0.5% del dinero de las indemnizaciones, a las 
víctimas del conflicto (el 39.6% de los demandantes) les corresponde el 1.9% y a los contratistas (el 0.85% 
de los demandantes) les corresponde el 97.5%  (Correa Henao, 2013, pág. 22).       
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entonces para reconocer que el presupuesto no es un campo velado para la justiciabilidad 
y que la intervención judicial en el tema, lejos de presentarse como un fenómeno local en 
algunas jurisdicciones, se trata de una práctica permantente entre los tribunales tanto del 
mundo desarrollado como de los países en desarrollo. 
2.3.1 Caso 1. Education Law Center vs Estado de Nueva York. 
 
El Centro por la Educación Legal (ELC, por sus siglas en inglés) fue una organización 
conformada en 1993 por una coalición de padres interesados en reformar el financiamiento 
de la educación básica, un derecho protegido por la constitución del Estado. Para ello ELC 
presentó una demanda alegando que los fondos para financiar el sistema educativo en la 
ciudad eran insuficientes violando el derecho de los alumnos a recibir una eduación básica 
de calidad. La Corte de apelaciones, el máximo tribunal del Estado, después de dictaminar 
en 1995 que el caso constituía un reclamo válido y devolverla al Tribunal de primera 
instacia, confirmó en 2004 la decisión que tomó dicho tribunal en el sentido de que la 
financiación era violatoria del derecho alegado y le ordenó al Estado a adoptar un remedio 
antes de 2004, orden que no se cumplió.  
 
Posteriormente en 2006 en una audiencia de cumplimiento el Tribunal ordenó a su vez 
conformar un comité de expertos para que presentaran un informe sobre las necesidades 
de financiación de una educación de calidad, el cual se estimó en 5,6 billones de dólares 
de gastos operacionales y 9,2 billones para instalaciones. El juez aprobo dicho informe y 
ordenó al Estado invertir las sumas establecidas107. La Corte de apelaciones en revisión 
de esta última sentencia consideró que la legislatura era la que debía tomar la decisión de 
cómo diferir el financiamiento de las sumas indicadas. La legislatura estableció un 
mecanismo de finanaciacion en consonancia con la orden de la Corte con ayuda de 
recursos de cooperación y además incorporó disposiciones para fortalecer los mecanismos 
de rendición de cuentas sobre la manera como invirtió los recursos. Sin embargo, por 
efecto de la crisis la financiación se interrumpió en el 37,5% de los recursos establecidos 
                                               
 
107 La decisión puede consultarse en la siguiente página web 
http://www.edlawcenter.org/assets/files/pdfs/cfe/CFE%202006%20Decision.pdf 
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en el plan. En el 2008 la ELC interpuso un nuevo recurso contra el Estado (caso Hussein 
vs Estado de Nueva York) para que aplicara los principios protegidos en la primera 
demanda para el caso de los Distritos de la ciudad. En 2012 la Corte admitió el caso y 
actualmente las partes se están preparando para el jucio. Lo ocurrido ha inspirado el 
desarrollo de la campaña por la equidad fiscal en el financiamiento del derecho a la 
Eduación en el Estado de Nueva York108. 
 
Otro caso a mencionar es Wyatt Vs Stickney, en el que una corte federal ordenó 
inicialmente la implementación de un plan para asegurar un deber mínimo de tratamiento 
médico a pacientes de una institución de salud mental pública a la cual le fueron recortados 
fondos. Ante el incumplimiento, la Corte dictó ordenes más específicas sobre las 
actividades que debían financiarse (Eisenberg & Yaezell, 1980).  
 
Varios casos similares, de hace varias décadas atrás incluso, en los que la insuficiencia 
de recursos no se ha aceptado como argumento válido para no garantizar los contenidos 
tutelables de derechos de la más variada índole (derechos de la población recluida en 
cárceles, tratamientos en salud, entre otros) por parte de cortes federales en Estados 
Unidios pueden consultarse en Frug (1978). Casos más recientes pueden consultarse en 
Briffault (2008). 
2.3.2 ACIJ vs Ciudad de Buenos Aires 
La Asociación Civil para la Igualdad y la Justicia (ACIJ), después de una labor de incidencia 
para persuadir infructuosamente a las autoridades de cumplir un artículo de la Constitución 
de la ciudad de Buenos Aires que establecía el deber de brindarle educación gratuita a los 
niños y niñas mayores de 45 días, interpuso en 2006 una demanda colectiva en la que 
argumentó, en primera medida, que a los niños se les negaba su derecho a recibir 
educación prescolar debido a la escasez de infraestructura (entre 2002 y 2006, la cantidad 
de niños excluidos de la educación inicial aumentó un 37 por ciento; mientras en 2006 
6.047 niños estaban excluidos, en 2008, eran casi 8.000). Y como segundo argumento 
                                               
 
108 Para una descripción detallada del caso, la campaña y consultar las decisiones judiciales involucradas puede 
consultarse la página de la ELC http://www.edlawcenter.org/initiatives/campaign-for-fiscal-equity.html? 
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central sostuvo que dicha escasez se explicaba porque el gobierno había gastado menos 
recursos de los que estaban presupuestados para ese propósito –alrededor de un 32,3% 
del total no se habían ejecutado-, lo cual logró demostrar a través de un riguroso análisis 
presupuestario, tras poder acceder a la información mediante otro pleito judicial ante la 
reticencia inicial de las autoridades. ACIJ alegó además que se violaba el derecho a una 
vida autónoma en conexidad con el no poder recibir educación y el derecho a la igualdad 
porque había un tratado diferencial injustificado con quienes fueron excluidos.  
 
En agosto de 2007, el tribunal le concedió la razón a ACIJ, explicando que no era función 
del poder judicial decirle al gobierno cómo cumplir con sus obligaciones, pero que sí podía 
solicitarle preparar y presentar un plan para mostrar cómo lo haría, y le solicitó al gobierno 
una completa rendición de cuentas sobre la forma como estaba invirtiendo los recursos. El 
gobierno apeló con el argumento de que el Tribunal estaba violando el principio de división 
de poderes al invadir una órbita que era competencia del gobierno, cual era la de las 
ejecuciones presupuestarias. El Tribunal de apelaciones rechazó estos alegatos, 
afirmando que el poder judicial no le estaba diciendo a los otros poderes qué hacer, sino 
que estaba conminando al gobierno a cumplir una decisión de cómo invertir los recursos 
públicos que ya había sido avalada por el poder legislativo.  
 
El caso llegó hasta el Tribunal Superior, máxima instancia del poder judicial en la ciudad, 
que sin embargo no dictó sentencia sino que propició un acuerdo entre las partes tras 
varios meses de negociaciones en las que el gobierno reconoció que la demanda era 
legítima y se comprometía a cumplir con un plan de trabajo, así como a garantizar que los 
recursos presupuestarios requeridos para la implementación del plan estuvieran a 
disposición y se incluyeran en las partidas presupuestarias a medida que fuese necesario. 
Dentro del acuerdo se establecieron además mecanismos de monitoreo participativos. 
Dicho acuerdo fue avalado en el marco de una audiencia convocada por el Tribunal y a la 
que asistieron las partes y otros actores interesados en el caso, la primera de este tipo que 
el órgano jurisdiccional había realizado (Basch, 2011). Actualmente el acuerdo se 
encuentra en implementación, pero el caso demuestra que los Tribunales han considerado 
justiciable no solamente el asunto de la suficiencia en las asignaciones sino también de la 
eficiencia en la ejecución presupuestaria.    
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Ya en otras oportunidades el Tribunal de Justicia de la Ciudad había aceptado la 
justiciabilidad de las decisiones presupuestarias, confiriéndole eficacia directa a los 
instrumentos internacionales de derechos humanos . En el caso Toloza vs Gobierno de la 
Ciudad en 2006, el Tribunal señaló lo siguiente: 
 
El escrutinio judicial del gasto público es viable y no invade la competencia de 
otros poderes, cuando en un proceso en el que se impugna la lesión de 
derechos, la consideración de ese gasto resuta dirimente. Es decir, el gasto 
público no es una cuestión no justiciable en tanto está incluido en el marco 
constitucional (conf. Art. 106, Constitución del Estado de Buenos Aires). El uso 
de los recursos por parte del Estado ha pasado a ser un espacio sujeto al 
control jurisdiccional. Y tanto es así que el Estado debe justificar –lo que no ha 
sucedido en el caso de la actora- que ha utilizado el máximo de sus recursos 
para solucionar el problema sometido a decisión de un juez109.  
2.3.3 Caso 3. Derecho de adolescentes reclusos en el Estado de 
Río Grande do Soul. 
 
En el año 1997, en Brasil, la oficina del Fiscal inició una acción civil contra el Estado de 
Rio Grande do Soul buscando el cumplimiento de la Ley de Niños y Adolescentes, sobre 
todo en lo relativo a la creación y mantenimiento de condiciones dignas de confinamiento 
y de programas de liberación parcial para los jóvenes delincuentes. Las cortes locales 
habían tenido que ordenar que el confinamiento socio-educativo fuera implementado en 
Porto Alegre, porque era la única ciudad en la que existían las facilidades de 
infraestructura, entre otros aspectos, para garantizarlo en las condiciones señaladas en la 
Ley. Esta situación impidió entonces que a los niños y adolescentes se les garantizara el 
derecho a ser confinados en un lugar cercano a donde residían sus familias, para poder 
visitarlas semanalmente, como se establecía en la legislación. La omisión violatoria de los 
                                               
 
109 Tribunal Superior de Justicia. 9/8/2006. “Toloza, Estela Carmen vs Gobierno de la Ciudad s/amparo”. 
Citado en Corti (2011, pág. 886) 
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derechos alegada consistía, entre otros aspectos, en el incumplimiento del deber de 
disponer de fondos para construir infraestructura adecuada para garantizar el 
confinamiento en condiciones dignas en zonas distintas a Porto Alegre, de tal forma que 
se les pudiera garantizar alos jóvenes, entre otras cosas, la visita a sus familias. El Estado 
se opuso argumentando que el tema presupuestario era un asunto que escapaba al control 
de los jeces y era discrecional de los poderes Ejecutivo y Legislativo. Sin embargo, el 
Tribunal decidió que sí era competente para actuar, pues una de sus funciones era cotejar 
los actos resultantes de la voluntad política de otras ramas del poder público con el 
ordenamiento jurídico para identificar violaciones. La Corte concluyó entonces que la 
administración no podía alegar la falta de recusos porque la Constitución le otorga la mayor 
prioridad a los derechos de los niños y adolescentes, razón por la cual le dio la razón a la 
istitución demandante y ordenó al Estado que estableciera las apropiaciones 
presupuestales necesarias para cumplir con las condiciones apropiadas de confinamiento 
en otras ciudades110. 
2.3.4 Grootboom vs Gobierno de Sudáfrica 
 
Irene Grootboom y otro grupo de personas que fueron desalojados de un asentamiento 
informal en Wallacedene, una zona de la ciudad de Oostenberg en Sudáfrica, y que 
permanecían viviendo en refugios de plástico y otra clase de materiales inadecuados sin 
acceso a saneamiento básico o electricidad, interpusieron una acción judicial para alegar 
la vulneración a los artículos 26 y 28 de la Constitución que consagran el derecho a una 
vivienda apropiada y el derecho de los niños a un lugar de habitación básico 
respectivamente. El Tribunal Superior de Justicia consideró que el gobierno había tomado 
medidas razonables dentro de los recursos disponibles para alcanzar la realización 
progresiva del derecho a una vivienda adecuada, pero consideró que sí había una violación 
del artículo 28, en el entendido de que el argumento de la escasez de recursos no podía 
ser una justificación para no proveer a los niños una vivienda digna. En la apelación ante 
                                               
 
110 Se trata de uno de los casos identificados por la Red DESC en su base de datos. Cfr. Ação civil pública. 
Adolescente infrator. Art. 227, caput, da constituição federal. Obrigação de o estado-membro instalar e manter 
programas de internação e semiliberdade para adolescentes infratores. 
Cfr.  http://www.escr-net.org/docs/i/404845 
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el Tribunal Constitucional en cambio se consideró que el Estado había violado el artículo 
26, aunque no así el artículo 28. El Tribunal declaró que el artículo 26 obligaba al Estado 
a diseñar y poner en práctica un programa de vivienda coherente y coordinado para cumplir 
con el deber de realizar progresivamente el derecho a la vivienda. La Corte aplicó un test 
de razonabilidad para evaluar los esfuerzos implementados por el Estado y, modificando 
el estándar aplicado en otros casos, consideró que no era suficiente que el Estado 
mostrara que las medidas adoptadas habían permitido un avance estadístico en la 
realización del derecho, si no se lograba mostrar también que se habían atendido de 
manera adecuada, a través de mecanismos de priorización del presupuesto, las 
necesidades de aquellos que se encontraban en situaciones más desesperadas como 
requisito para pasar el test, cosa que no ocurrió. El Tribunal ordenó entonces que los 
distintos gobiernos diseñaran, financiaran, ejecutaran y supervisaran las medidas para 
proporcionar un remedio a quienes más lo neccesitaban. Se acordó también con la 
Comisión de Derechos Humanos de Sudáfrica monitorear e informar al Tribunal si era 
necesario sobre el cumplimiento de la sentencia111.  
 
La Red DESC señala que la sentencia tuvo un impacto muy imporante en la política de 
vivienda en Sudáfrica. La mayortía de las municipalidades incorporaron “asignaciones 
Grootboom” en sus presupuestos para atender las necesidades de aquellos que estaban 
en situaciones de privación más graves. Sin embargo, la implementación de la sentencia 
ha sido decepcionante para los accionantes, al punto que han recurrido a nuevas acciones 
judiciales para que el gobierno local desarrolle un remedio efectivo al déficit de vivienda 
que todavía afrontan112. 
2.3.5 Una breve síntesis de la jurisprudencia colombiana. 
 
                                               
 
111 Cfr. Constitutional Court of South Africa. The government of the republic of South Africa and others vs 
Irene Grootboom and others. Case CCT 11/00. Disponible en: 
http://www.saflii.org/za/cases/ZACC/2000/19.pdf 
112 Cfr. http://www.escr-net.org/docs/i/401409. Consultado el 12 de diciembre de 2013. 
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La jurisprudencia colombiana le ha conferido eficacia, con su estilo propio, a las 
obligaciones internacionales del Estado en materia de derechos humanos que tienen 
implicaciones presupuestarias y que fueron revisadas con anterioridad. Ha sido con su 
estilo propio porque en la medida en que los jueces han ido enfrentando casos difíciles en 
los que tienen que abordar el problema de cómo hacer justiciable la progresividad en la 
garantía de los derechos sociales también han tenido que diseñar sus propios instrumentos 
para hacerlo, con sus similitudes y diferencias frente a los que han aplicado tribunales de 
otros países, para logar conciliar varios principios que se ponen en tensión en esta clase 
de litigios. En este apartado se examinará cómo la jurisprudencia colombiana ha 
respondido a tres clases de tensiones que suelen presentarse en los casos de derechos 
sociales que pueden tener implicaciones presupuestarias: la tensión entre progresividad y 
libertad de configuración del legislador; la tensión entre la tutela efectiva y el principio de 
reserva legal en materia presupuestaria; y la tensión entre el contenido de los derechos y 
las realidades fiscales del Estado.  
 
a) La tensión entre progresividad y libertad de configuración del legislador  
 
En relación con el primer punto resulta claro que uno de los argumentos para contrarrestar 
la intervención judicial en temas presupuestarios ha sido el de que se trata de asuntos en 
los cuales los poderes ejecutivo y legislativo tienen un amplio margen de discreción para 
decidir las políticas a implementar y cómo financiarlas con los recursos disponibles. No 
obstante, también se ha mostrado que los jueces en distintos países han considerado que 
su deber es revisar y ordenar que se corrijan aquellas decisiones de política o asignaciones 
presupuestarias que directamente violan un derecho o son insuficientes para asegurar la 
protección del contenido tutelable de los mismos. En Colombia también ha ocurrido algo 
similar, a través de herramientas como la aplicación el test de no regresividad, el test de 
proporcionalidad y la protección del contenido esencial de los derechos ante vulneraciones 
masivas y estructurales, como se pone en evidencia con los siguientes ejemplos. 
 
Primero, la Corte Constitucional ha enfrentado casos en los que recortes presupuestarios 
afectan contenidos básicos de los derechos sociales, ante lo cual ha considerado que la 
libertad de configuración del legislador cuando implica retrocesos en los derechos sociales 
debe, para ser constitucional, someterse a un test de progresividad o no regresividad, el 
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cual ha caracterizado de dos maneras: 1) a partir de la doble obligación de aplicar la 
gradualidad y el progreso en sentido estricto a los derechos sociales113; y 2) definiendo 
prescripciones más precisas: obligación de actuar, prohibición de disminuir recursos, 
prohibición de aumentar costos de acceso, y prohibición de aumentar requisitos, todas 
vinculantes para el Estado en relación con el goce efectivo de los derechos sociales114. En 
concreto, se trata de dotar de contenido normativo justiciable el principio de no regresividad 
del derecho internacional de los derechos humanos a través de la construcción de un test.  
 
El test se ha orientado a determinar si una medida que puede implicar un eventual 
retroceso, y sobre la cual recae entonces una presunción de inconstitucionalidad, puede 
considerarse admisible en cuanto no afecta contenidos mínimos de los derechos sociales 
y es lo suficientemente justificada –teniendo que superar un test de proporcionalidad que 
introduce criterios tanto procedimentales o de deliberación democrática, como criterios 
sustantivos para definirlo-115.  
 
En la sentencia C-1165 de 2000 la Corte declaró inexequible una ley que establecía una 
fórmula que disminuía los aportes del presupuesto nacional al financiamiento del régimen 
subsidiado de salud, pues en su concepto contrariaba el artículo 48 de la Constitución que 
establece el deber de extender progresivamente la cobertura de la Seguridad Social, así 
como los artículos 350 y 356 superiores y el Estatuto Orgánico del Presupuesto –norma 
orgánica de carácter cuasi constitucional-, que consagran la prioridad del gasto público 
social. Pese a que la Corte no aplicó explícitamente el test, se considera que esta es la 
primera sentencia en que lo utilizó para declarar inconstitucional una Ley. El test de no 
regresividad se ha convertido en un mecanismo para contrarrestar las ofensivas 
                                               
 
113 Cfr. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-629 de 2011. Consideración 6. 
114 Cfr. Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-507 de 2008. Consideración 5.6.1.   
115 Un análisis más detallado de la evolución de la jurisprudencia de la Corte en este sentido puede consultarse 
Uprimny & Guarnizo (2006) quienes señalan que se trata de un mecanismo que compatibiliza la defensa de 
los derechos sociales frente a eventuales retrocesos con el respeto de las competencias de los órganos políticos 
y la promoción de la deliberación democrática y ciudadana sobre estos temas.  
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legislativas contra los derechos sociales que la Corte ha continuado refinando y 
aplicando116. 
 
Otro mecanismo relevante es ya mencionado test de proporcionalidad que se aplica en el 
marco del test de no regresividad o en otras ocasiones en las que la Corte se enfrenta al 
asunto de cómo evaluar ponderaciones o recortes al alcance de los derechos para 
considerarlas razonables, en el entendido de que la prohibición de regresividad no es 
absoluta pues es posible pensar en situaciones en las que se requiere flexibilizar la 
protección de un derecho para lograr otros objetivos constitucionalmente legítimos. El test 
de proporcionalidad se orienta entonces a determinar si una medida restrictiva, que en 
principio se presume inconstitucional, es admisible conforme a tres criterios: 1) que 
responda a una finalidad constitucionalmente imperiosa, 2) que sea adecuada y necesaria 
y 3) que sea estrictamente proporcional en términos costo beneficio117. Conforme a este 
criterio, por ejemplo, la Corte declaró inexequible una ley que obligaba a las universidades 
públicas a concurrir en el pago de su pasivo pensional. En Sentencia C-507 de 2008 la 
Corte consideró que aunque la ley tuviera una finalidad constitucionalmente legítima como 
la de reducir el déficit fiscal, no era adecuada ni necesaria para alcanzar el objetivo 
perseguido, pues el legislador y el gobierno no lograron demostrar que no hubiese otras 
medidas menos lesivas para lograrlo, ni que la medida en cuestión no generará 
consecuencias desproporcionadas sobre las finanzas de las universidades. Para afianzar 
su argumentación, la Corte trajo a colación varios pronunciamientos del ComDESC que en 
sus informes sobre los países se había pronunciado con preocupación sobre recortes 
                                               
 
116 Una aplicación reciente de la prohibición de regresividad para un caso de derechos sociales que ha causado 
una gran polémica en el país fue el de la sentencia C-644 de 2012, en la cual se declararon inexequibles algunos 
artículos de la Ley del Plan de Desarrollo que eliminaban una serie de restricciones para la comercialización a 
grandes propietarios de tierras que inicialmente habían sido baldíos adjudicados por el Estado a trabajadores 
agrarios sin tierra y cuyo propósito es el de que solo los campesinos pobres puedan acceder a ellas. En la 
sentencia la Corte acogió el argumento planteado en una intervención ciudadana por el Centro de Estudios de 
Derecho, Justicia y Sociedad –Dejusticia- (2012) en el sentido de que esta medida regresiva, al no haber sido 
sometida a la debida discusión democrática y no superar el test de progresividad, debía ser declarada 
inexequible. En otra sentencia reciente, la C-629 de 2011, la Corte consideró en cambio que la media de 
recortar el subsidio familiar para trabajadores de pequeñas empresas, pese a ser regresiva estaba justificada y 
era proporcional al fin constitucionalmente legítimo al que respondía, razón por la cual la declaró exequible. 
Un caso similar ocurrió con una reforma laboral examinada en la sentencia C-038 de 2004, que también ha 
dado lugar a fuertes polémicas con organizaciones sindicales. 
117 Corte Constitucional. Sentencia C-444 de 2009. Consideración 2.5.9.6. 
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presupuestarios a la educación superior en Ucrania y sobre el aumento del costo de los 
derechos académicos en Alemania. 
 
Y en tercera instancia, el poder judicial ha condicionado la libertad de configuración del 
legislador cuando ha tenido que enfrentar casos de violaciones masivas a los derechos 
que persisten por factores estructurales. Quizás el caso más emblemático en este sentido 
es la sentencia T-025 de 2004 sobre desplazamiento forzado. Ante la constatación de que 
la población desplazada se encontraba en una situación crítica en términos de violación 
masiva de sus derechos, y que los venía reclamando sistemáticamente por la vía de tutela, 
la Corte declaró la existencia de un estado de cosas inconstitucional (ECI) y ordenó a todas 
las entidades involucradas tomar todas las medidas necesarias para corregirlo. En relación 
con la insuficiencia presupuestaria como uno de los determinantes del ECI la Corte señaló: 
El que las leyes anuales del presupuesto limiten la asignación de recursos 
dirigidos a la ayuda de la población desplazada, es un indicativo de la realidad 
fiscal y macroeconómica en la que se encuentra el país. Sin embargo, ello no 
significa que las leyes de presupuesto constituyan una modificación de los 
alcances de la Ley 387 de 1997. Desde el punto de vista constitucional, es 
imperioso destinar el presupuesto necesario para que los derechos 
fundamentales de los desplazados tengan plena realización. La obligación 
constitucional del Estado de garantizar una protección adecuada a quienes por 
razón del desplazamiento forzado interno se encuentran en condiciones 
indignas de vida no puede ser aplazada indefinidamente. La Ley 387 de 1997 
reconoció que la atención de la población desplazada es urgente y prioritaria. 
La jurisprudencia de esta Corporación ha reiterado la prelación que tiene la 
asignación de recursos para atender a esta población y solucionar así la crisis 
social y humanitaria que representa este fenómeno. No obstante, ello no ha 
sucedido y de esta forma se ha desconocido la Carta Política, lo ordenado por 
el Congreso de la República y lo dispuesto en las políticas de desarrollo 
adoptadas por el propio Ejecutivo. 
 
En esta cita la Corte implícitamente formula un argumento clave sobre el deber de los otros 
poderes públicos en materia presupuestaria: si bien es cierto que es su potestad, y no la 
del poder judicial, formular y aprobar el presupuesto, y que una crisis económica puede 
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influir en la disponibilidad de fondos, las facultades de presupuestar y decretar el gasto no 
pueden anular o llevar a que se posponga indefinidamente el mandato previo de una ley. 
El poder judicial ha conminado a los demás poderes a que corrijan esta omisión, pero el 
incumplimiento persiste, con lo cual se viola tanto la Constitución, como la voluntad previa 
del propio ejecutivo y legislativo. En ese sentido, la Corte aclaró su rol en corregir la 
vulneración en los siguientes términos:  
 
Con el fin de corregir esta situación, es necesario que las distintas entidades 
nacionales y territoriales encargadas de la atención de la población 
desplazada, cumplan a cabalidad con sus deberes constitucionales y legales 
y adopten, en un plazo razonable, y dentro de las órbitas de sus competencias, 
los correctivos que aseguren una suficiente apropiación presupuestal. Al 
ordenar este tipo de medidas, no está desconociendo la Corte la separación 
de poderes que establece nuestra Constitución, ni desplazando a las demás 
autoridades en el cumplimiento de sus deberes. 
  
No se trata en este caso de que a través de la acción de tutela se esté 
ordenando un gasto no presupuestado o que se esté modificando la 
programación presupuestal definida por el Legislador. Tampoco está 
definiendo nuevas prioridades, ni modificando la política diseñada por el 
Legislador y desarrollada por el Ejecutivo. Por el contrario, la Corte, teniendo 
en cuenta los instrumentos legales que desarrollan la política de atención a la 
población desplazada, así como el diseño de la política y los compromisos 
asumidos por las distintas entidades, está apelando al principio constitucional 
de colaboración armónica entre las distintas ramas del poder, para asegurar 
el cumplimiento de los deberes de protección efectiva de los derechos de todos 
los residentes en el territorio nacional. Esa es la competencia del juez 
constitucional en un Estado Social de Derecho respecto de derechos que 
tienen una clara dimensión prestacional. 
 
La Corte aclara que al ordenar que se realicen las apropiaciones presupuestales 
requeridas para superar el ECI no está invadiendo la órbita de los otros poderes públicos, 
sino que por el contrario está haciendo lo necesario para garantizar la eficacia de sus 
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propios mandatos y la vigencia de los derechos constitucionales, elementos 
fundamentales de la Carta fundamental cuyo cumplimiento es su deber garantizar. En 
relación con los derechos prestacionales, la Corte señala cómo la libertad de configuración 
del legislador y la facultad de implementar las políticas del Ejecutivo no es absoluta, pues 
está condicionada por una serie de elementos que integran el deber de progresividad y 
que si llegan a desconocerse facultan al poder judicial para ordenar a los demás poderes 
acatarlos, bajo unos ciertos parámetros. En palabras de la Corte 
 
Estas cuatro condiciones que pueden ser aplicadas a todos los derechos que 
tengan una marcada dimensión prestacional se pueden resumir en los 
siguientes parámetros. Primero, prohibición de discriminación (por ejemplo, no 
se podría invocar la insuficiencia de recursos para excluir de la protección 
estatal a minorías étnicas o partidarios de adversarios políticos); segundo, 
necesidad de la medida lo cual exige que sean estudiadas cuidadosamente 
medidas alternativas y que éstas sean inviables o insuficientes (por ejemplo, 
se han explorado y agotado otras fuentes de financiación); tercero, condición 
de avance futuro hacia la plena realización de los derechos de tal forma que 
la disminución del alcance de la protección sea un paso inevitable para que, 
una vez superadas las dificultades que llevaron a la medida transitoria, se 
retome el camino de la progresividad para que se logre la mayor satisfacción 
del derecho (por ejemplo, señalando parámetros objetivos que, al ser 
alcanzados, reorientarían la política pública en la senda del desarrollo 
progresivo del derecho); y cuarto, prohibición de desconocer unos mínimos de 
satisfacción del derecho porque las medidas no pueden ser de tal magnitud 
que violen el núcleo básico de protección que asegure la supervivencia digna 
del ser humano ni pueden empezar por las áreas prioritarias que tienen el 
mayor impacto sobre la población    
  
b) La tensión entre la tutela efectiva y el principio de legalidad en materia 
presupuestaria 
 
Uno de los principios clásicos al que el derecho presupuestario debe su origen es el de 
reserva de ley. Este principio puede formularse, parafraseando la fórmula análoga para el 
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caso del derecho tributario, bajo la consigna de que no hay gasto público sin 
representación o, en otros términos, de que los presupuestos deben ser discutidos y 
aprobados por los representantes del pueblo que tienen asiento en el poder legislativo. 
Desde esa perspectiva, todo ordenamiento jurídico ha tenido que enfrentar históricamente 
una pregunta fundamental: si es el poder legislativo es el único capaz de ordenar el gasto, 
¿Qué pasa con aquellos gastos públicos necesarios para el cumplimiento de las sentencias 
judiciales? ¿De qué manera se incorporan al presupuesto? ¿Son las sentencias un 
instrumento a través del cual se ordena ejecutar un gasto directamente o tienen efectos 
netamente declarativos? ¿Debe el poder legislativo incorporar al presupuesto los gastos 
necesarios para el cumplimiento de las sentencias? ¿Puede no hacerlo? ¿Qué ocurre con 
la eficacia de las órdenes judiciales si el poder legislativo decide no hacerlo? ¿Qué ocurre 
con la tutela efectiva de los derechos? Y por otro lado ¿Qué ocurre si las sentencias son 
autoejecutables con el principio de legalidad presupuestaria y la soberanía del parlamento 
para decretar gasto? ¿Qué consecuencias puede tener sobre la función de planeación y 
control del presupuesto el hecho de que las sentencias se ejecuten directamente con cargo 
al presupuesto? ¿A qué partidas presupuestarias se le descuentan los recursos necesarios 
para ejecutar las sentencias? ¿Puede generar esto un problema de desborde de las 
decisiones judiciales que agote el presupuesto público?  
 
Hoy en día el funcionamiento de las instituciones presupuestarias en diferentes contextos, 
muchas veces producto de una larga y conflictiva evolución institucional118, dirime todas 
estas controversias. En Colombia, por ejemplo, el artículo 19 del Estatuto Orgánico del 
Presupuesto señala que las rentas incorporadas en el Presupuesto General de la Nación, 
así como los bienes y derechos de los órganos que los conforman son inembargables, so 
pena que los funcionarios judiciales reciban sanción por ello. El Decreto 768 de 1993 ha 
regulado los procedimientos a seguir para todos los acreedores del Estado por 
obligaciones originadas en sentencias condenatorias contra el Estado a nivel nacional, 
estableciendo que prestan mérito ejecutivo 18 meses después de ejecutoriadas conforme 
                                               
 
118 Para el caso argentino, por ejemplo, se dispone de una completa historia desde el siglo XIX hasta la 
actualidad de la relación entre decisiones judiciales y presupuesto desarrollada por Corti (2011, págs. 457-
618), en la cual se puede constatar que las polémicas sobre las consecuencias fiscales de los fallos son de vieja 
data y algunas de ellas incluso no han cambiado casi frente a como se planteaban en sus orígenes, hace mucho 
tiempo atrás.  
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al artículo 177 del Código Contencioso Administrativo. De modo que si bien el principio 
general es el de inembargabilidad, previendo que las entidades públicas realizarán las 
apropiaciones necesarias para atender las obligaciones derivadas de sentencias judiciales 
y conciliaciones para incluirlas en el presupuesto dándoles un plazo razonable para ello, 
es posible que ante una sentencia judicial para la cual no hay recursos previstos en el 
presupuesto se deba proceder al embargo. 
 
Así lo ha señalado la Corte Constitucional en sentencia C-337 de 1993 en la que consideró 
que: i) la embargabilidad de las rentas y recursos incorporados en el presupuesto nacional 
es precedente cuando se trata de sentencias que han condenado a la Nación o a entidades 
del Estado, habiendo transcurrido un lapso superior a los 18 meses; ii) el principio de la 
inembargabilidad no es absoluto, ya que con base en él no puede la administración 
desconocer un derecho fundamental; iii) el principio de inembargabilidad es un criterio de 
seguridad presupuestal, que vela por la existencia de recursos, que son de interés general, 
pero nunca puede atentar, ni ser causa del desconocimiento de cualquier derecho 
fundamental, pues no hay título jurídico contra la validez y eficacia de los derecho 
fundamentales (Peña & Trujillo, 2009, pág. 15). 
 
Abierta la puerta para excepciones a la inembargabilidad del presupuesto cuando 
compromete están comprometidos derechos fundamentales, la Corte ha puesto límite a 
cuáles serían las cuentas embargables, con el ánimo de no causar un perjuicio mayor a 
los derechos fundamentales del que se pretende corregir. Esto ha conducido a un 
tratamiento diferencial en las cuentas embargables en entidades territoriales y nacionales. 
Al respecto ha indicado la Corte: 
 
[...] Debe señalarse que lo dicho en relación con créditos laborales es válido, 
en el caso que ocupa la atención de la Corte, para obtener embargo de 
recursos pertenecientes a las entidades descentralizadas del orden 
departamental con destino al pago de acreedores laborales de ellas, mas no 
respecto de cobros que en esa materia se instauren contra la Nación y que 
pretendan hacerse valer mediante embargo de las transferencias, pues éstas 
tienen la finalidad propia y específica de fortalecer el patrimonio de las 
entidades descentralizadas. Si tales embargos fueran posibles se verían 
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frustrados sus propósitos de beneficio social. Adviértase, por otra parte, que 
los preceptos controvertidos consagran la embargabilidad parcial (en una 
tercera parte) de los recursos propios de las entidades descentralizadas del 
orden departamental.119 
 
La Corte reconoce que no es facultad del poder judicial inmiscuirse en la destinación de 
los recursos, pero acepta que sus decisiones pueden tener consecuencias presupuestarias 
derivadas del cumplimiento de su función de corregir las vulneraciones a los derechos, 
pues se trata de ajustar la acción institucional a mandatos previos de poderes distintos al 
judicial. Según la Corte: 
 
"al juez de tutela no le compete inmiscuirse en las decisiones sobre la 
oportunidad o conveniencia de disponer de los fondos públicos en la 
construcción de una u otra obra; cosa distinta es que las órdenes que expida, 
tendientes al restablecimiento de los derechos fundamentales violados o 
amenazados a sus titulares por las autoridades, tengan efectos sobre la 
actividad de los entes administrativos; esas órdenes deben afectar la manera 
en que las autoridades venían cumpliendo con la función ejecutiva, hasta el 
punto en que desaparezca la amenaza o violación cuya existencia verifique el 
juez del conocimiento, así la administración deba, para cumplir con ellas, 
modificar decisiones discrecionales sobre el empleo eficaz del presupuesto 
disponible." 
 
Pese a esta evolución jurisprudencial no obstante ha habido ocasiones en que por ejemplo 
no se ha extendido la excepción de inembargabilidad más allá de las obligaciones 
laborales para los casos administrativos (C-402 de 1997), alterando los criterios 
inicialmente fijados y la seguridad jurídica. Adicionalmente, es necesario avanzar hacia 
unas reglas más claras de definición de las cuentas que se autorizan a embargar que sean 
sensibles a la necesaria ponderación que debe existir entre la afectación a los derechos 
                                               
 
119 Corte Constitucional. Sentencia C-263 de 1994.  
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que eventualmente puedan causarse y los que pretenden protegerse con la decisión del 
embargo.  
 
c) La tensión entre el alcance y contenido de los derechos frente a las realidades 
fiscales.  
 
Ya se ha señalado que la Corte ha considerado justiciables las decisiones presupuestarias 
cuando ellas son insuficientes para dar cumplimiento oportuno a las leyes o para 
garantizar el contenido tutelable de los derechos. En cierta medida los jueces con su 
intervención en estos casos terminan entonces condicionando la dinámica presupuestal 
para ajustarla a las exigencias que le plantea la eficacia de los derechos.  
 
Ahora bien, de manera más explícita la Corte ha formulado el principio de que ante una 
brecha entre las posibilidades fiscales y la garantía del contenido esencial de los derechos, 
son las primeras las que deben ajustarse a los segundos y no lo contrario. Así lo planteó 
en una sentencia de tutela interpuesta por un enfermo de VIH a quien se le había negado 
la afiliación al Sistema de identificación y clasificación de potenciales beneficiarios para 
programas sociales –SISBEN-, razón por la cual luego le fue negado también el servicio 
de hospitalización en razón a que no disponía de recursos para pagarlo, omisión que fue 
corregida luego por la clínica pero pidiéndole que llevara todos los medicamentos que 
requiriera para su tratamiento. Mediante la tutela el accionante solicitó que le fuera 
expedido el carné del SISBEN y que fuera afiliado al régimen subsidiado de seguridad 
social en salud. La tutela fue negada en ambas instancias y mientras se surtía el 
procedimiento de revisión ante la Corte Constitucional la persona falleció. La sala de 
revisión optó por proferir sentencia de fondo, encontrando que al paciente fallecido se le 
violaron los derechos fundamentales que reclamó judicialmente y que, por tanto, debían 
adoptarse medidas para que no se siguieran repitiendo prácticas discriminatorias como 
las que se presentaron en el caso. En relación con el tema presupuestario la Corte señaló: 
 
[…] El alto índice de pobreza que presenta el país, hace que los recursos 
disponibles para la asistencia social sean insuficientes para atender a toda la 
población económicamente desfavorecida y, por tal razón, la inversión de los 
recursos públicos ha de centrarse en la población más necesitada, garantizando 
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a todos los que comparten la condición de desposeídos, igual oportunidad para 
obtener los subsidios escasos […] el Estado, a través del CONPES, en su afán 
por focalizar la política social en proteger a aquellas personas que por su 
condición económica se encuentran en circunstancia de debilidad manifiesta, 
ignoró otra obligación -igualmente importante-, que debe cumplir como parte de 
esa política social: proteger especialmente a aquellas personas que, a más de 
una condición económica precaria, tienen una condición física o mental que, por 
sí sola, les pone en innegable circunstancia de debilidad manifiesta […] De esta 
manera, resulta claro que es el sistema de distribución del gasto público en 
materia de política social en salud, el que se debe adecuar a la específica 
situación de debilidad manifiesta de los enfermos que sufren de afecciones 
epidémicas como el sida, y no éstos a la regulación administrativa120 (subrayado 
fuera de texto). 
 
La Corte previno entonces a las autoridades prestadoras a que no volvieran a negarles a 
los enfermos de sida que carecen de medios económicos para pagar por su tratamiento y 
no son afiliados al Sistema General de Seguridad Social en Salud, la atención médica que 
requieren. También previno al Secretario Municipal de Salud Pública de Cali para no volver 
a negar la calidad de beneficiarios del sistema subsidiado de seguridad social a quienes, 
siendo pobres, constitucionalmente tienen derecho a una protección especial en materia 
de salud. Y finalmente ordenó al CONPES revisar, dentro de los tres (3) meses siguientes 
al fallo, el sistema de selección de los beneficiarios del régimen subsidiado de la seguridad 
social en salud, a fin de garantizar que su aplicación no diera como resultado la violación 
sistemática de los derechos fundamentales de los titulares de ese derecho que, enfermos, 
no pueden pagar por el diagnóstico y tratamiento de esa clase de enfermedad epidémica. 
                                               
 
120 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia T-177 de 1999. Considerando 2.1. Citado en Corti (2011, pág. 
XXXIII).  
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2.4 Las objeciones al control judicial al presupuesto: 
importantes pero no concluyentes. 
 
Para finalizar este capítulo se abordan algunas de las principales objeciones al control 
judicial en asuntos presupuestarios, con el ánimo de mostrar que aunque se trata de 
argumentos que hay que tomar en serio, porque pueden informar sobre potenciales riesgos 
de un activismo judicial contraproducente en estas materias, no son convincentes para 
sostener que los jueces no deban intervenir en estos asuntos, pues varios de esos riesgos 
pueden ser corregidos con una comprensión adecuada de los alcances y límites de la 
decisión judicial, y con el desarrollo de mecanismos y herramientas a los que se puede 
acudir para reducirlos. Inicialmente se revisarán las objeciones generales que se han 
planteado frente a la intervención de los jueces en asuntos económicos y sus posibles 
respuestas (Uprimny, 2003); en segunda instancia se abordarán aquellas que podrían 
formularse en relación con los asuntos que tocan específicamente con el presupuesto.  
En relación con las críticas a la intervención judicial en asuntos económicos, se ha 
cuestionado en primer lugar la idoneidad técnica de los jueces para conocer de asuntos 
económicos, por lo cual serían muy altos los riesgos de que se equivoquen al respecto. 
Pero para ello existen mecanismos para que los jueces se informen, a través del 
conocimiento experto, de las consideraciones, económicas, científicas, o de cualquier otra 
índole, razón por la cual no parece que la economía, a diferencia de lo que sucede con 
otras ciencias, deba ser la excepción para pensar que los peritos, las audiencias, los 
espacios de diálogo con los Ministerios de Hacienda, etc., resulten insuficientes para 
comprender los factores económicos implicados en las decisiones judiciales. 
A la crítica sobre la supuesta incapacidad de los jueces para valorar las consecuencias de 
sus fallos puede formulársele dos tipos de respuestas. Primero, que en cierta medida es 
conveniente que la decisión judicial, en cuanto tiene que ver con garantizar el respeto a 
unos derechos o principios, sea hasta cierto punto insensible a las consecuencias. El 
razonamiento del juez, y en cierta forma su independencia, radica en hacer respetar la 
fuerza de los mandatos que se derivan del derecho vigente, más allá de cualquier cálculo 
de consecuencias. Por ejemplo, si bien es cierto que la sostenibilidad fiscal –que es un 
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concepto abstracto que admite múltiples definiciones- es un valor importante para una 
sociedad, quienes pretenden sacralizarla y convertirla en un referente absoluto que no 
admite ponderaciones ni siquiera cuando son necesarias para proteger el núcleo esencial 
de un derecho, desconocen que la fuerza del razonamiento jurídico radica, precisamente, 
en que los derechos priman sobre cualquier otra consideración en la argumentación 
constitucional. Un economista podría alegar que sin sostenibilidad fiscal no hay derechos, 
y es una objeción que hay que tomarse en serio, pero eso no significa que los jueces deban 
abstenerse de proteger el núcleo esencial de los derechos porque involucran erogaciones 
para el Estado, pues el compromiso con los derechos de la Constitución implica, ante todo, 
que se restringen al máximo las razones admisibles para no protegerlos, y solo bajo ciertas 
condiciones supremamente exigentes la no disponibilidad de recursos puede aceptarse 
como una de esas razones. De lo contrario no serían los derechos las cartas de triunfo 
contra las mayorías que describió Dworkin, sino que más bien sería la sostenibilidad fiscal, 
las fallas mismas de las decisiones mayoritarias, o cualquier otra consideración 
eventualmente restrictiva, las cartas de triunfo contra los derechos.  
Aunque la decisión judicial exige cierta insensibilidad frente a las consecuencias, no es 
conveniente sin embargo que los jueces actúen desconociendo las potenciales 
consecuencias de sus fallos.  Para tomarse los derechos en serio un juez debe, incluso 
cuando puedan existir consecuencias fiscales considerables, tomar decisiones que 
protejan los primeros, pero para la implementación de la sentencia es muy importante 
valorar las eventuales restricciones que los fallos pueden tener para su cumplimiento o las 
posibles consecuencias económicas adversas que puedan implicar. Como señala Uprimny 
(2003, pág. 51) en ese contexto, la distinción propuesta por Amartya Sen entre un análisis 
que sea “sensible a las consecuencias” y un análisis “totalmente consecuencialista” resulta 
muy sugestiva, pues uno de los retos más difíciles e interesantes de una buena dogmática 
constitucional es incorporar esa dimensión consecuencial, a fin de construir 
argumentaciones que sean sensibles a las consecuencias, sin que el derecho se disuelva 
en un puro cálculo pragmático de los eventuales efectos financieros y sociales de las 
sentencias”. No obstante, como se señaló anteriormente, es perfectamente posible pensar 
en mecanismos procesales o extra-procesales, como ha ocurrido en Colombia con la 
creación de un incidente de sostenibilidad fiscal, para que los tribunales puedan informarse 
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de las consecuencias económicas de sus fallos y puedan tomar las decisiones que estimen 
pertinentes, conservando su independencia. 
Una segunda objeción tiene que ver con el supuesto talante anti-democrático de las 
decisiones judiciales. Si bien es cierto que ha habido y sigue habiendo decisiones anti-
democráticas de los jueces, cuando estos por ejemplo reemplazan los mandatos 
constitucionales y legales por los suyos propios y ordenan, excediendo sus funciones, 
adoptar medidas que no se desprenden de los deberes de los demás poderes públicos, 
eso no quiere decir que en principio todas las intervenciones judiciales en asuntos 
económicos sean anti-democráticas. Si a lo que se apunta con las críticas es a decir que 
por el hecho de que los jueces no sean electos popularmente, no tienen derecho a tomar 
decisiones en este sentido, se estaría desconociendo la función de los tribunales en una 
democracia constitucional, la cual consiste, precisamente, en ser un mecanismo contra-
mayoritario para corregir los excesos de los demás poderes que conducen a violaciones a 
los derechos, incluidos aquellos que se desprenden de sus decisiones económicas. 
Cuando los jueces actúan con sólido fundamento jurídico deben mostrar, como en la 
jurisprudencia comparada analizada anteriormente, que no están imponiendo su propia 
visión de la política y la Ley, desconociendo los mandatos democráticos, sino que, por el 
contrario, están encausando a los demás poderes a cumplir dichos mandatos, cuando se 
han desviado de ellos. Eso es precisamente lo que ocurre cuando los jueces ordenan a las 
demás ramas del poder público garantizar el contenido tutelable de un derecho o adoptar 
las medidas pertinentes para cumplir con una Ley que no se ha acatado. 
Pero si por anti-democrático lo que se quiere es señalar que la decisión judicial no involucra 
las diferentes perspectivas que sobre un problema económico pueden tener los distintos 
actores sociales, como sí ocurre con una discusión política en el legislativo, sino que se 
limita a imponer la visión del juez, se estarían desconociendo dos cosas: 1) que los jueces 
actúan una vez consumada una violación derivada del funcionamiento mismo de las 
instituciones democráticas cuando estas vulneran o ponen en riesgo los derechos y no 
antes, permitiendo que tales mecanismos hayan funcionado; y 2) que la decisión judicial 
puede ser tanto o más democrática que la discusión legislativa, si se asume como un 
escenario en el cual los distintos actores, incluso aquellos que no tienen voz en el debate 
democrático formal, pueden formular sus puntos de vista. O, en otros términos, si se 
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adoptan mecanismos que garanticen que las decisiones judiciales sean también un 
espacio de discusión democrática, como una forma de que los jueces se informen de todos 
los puntos de vista involucrados en un problema de violación de derechos que deben 
resolver, así como de corregir el déficit de democracia que eventualmente pudo darse 
cuando dicho problema se intentó afrontar, inadecuadamente, a través de los canales 
democráticos formales. Se trataría de propender entonces, en el marco de la decisión 
judicial, por los que algunos han denominado como jurisprudencia dialógica (Rodríguez & 
Rodríguez, 2010).  
Un tercer tipo de críticas apuntarían a señalar que es inconveniente una excesiva 
judicialización de asuntos económicos, en la medida en que se tratan de temas que deben 
ser dirimidos en las instancias de discusión política. En otras palabras, esta crítica 
consistiría en la idea de que el control judicial en temas económicos terminaría por aniquilar 
indebidamente la política. Al respecto es importante señalar que la intervención judicial 
debe estar reservada para corregir las violaciones flagrantes a los derechos por decisiones 
económicas, incluidas las presupuestarias. Dos razones pueden plantearse en defensa de 
esta postura: primero, que existen otra serie de mecanismos no judiciales para hacer más 
armónica la relación entre política económica y derechos y, en particular, como se ha 
revisado a lo largo de este capítulo, la relación entre presupuesto y derechos humanos. 
Resulta conveniente para una sociedad democrática permitir que esos mecanismos 
operen, entre otras cosas para no desestimular la defensa de los derechos en instancias 
no judiciales, como es el caso de la movilización social o con el análisis presupuestario 
para potenciar el control ciudadano a la acción de los políticos y las autoridades 
administrativas. Y en segunda medida, a que una violación a los derechos por razones 
presupuestarias debe poder ser probada sólidamente en un escenario judicial, para no 
sancionar al Estado por incumplir deberes más allá de lo que resultaba razonable esperar 
de su comportamiento, por lo cual debería resultar claro que la violación que el poder 
judicial entra a corregir debe ser manifiesta, y no cualquier clase de incompatibilidad entre 
presupuesto y derechos humanos que bien podría intentar corregirse a través de 
mecanismos no judiciales. 
Ahora bien, en relación con las objeciones específicas que se le pueden formular a la 
intervención judicial en asuntos presupuestarios se han señalado las siguientes. En primer 
lugar, el hecho de que el escenario judicial no sería el apropiado para corregir las 
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vulneraciones a los derechos derivadas de decisiones presupuestarias. Se trataría 
entonces de una objeción a la capacidad de los jueces de ofrecer remedios efectivos a 
dichas vulneraciones pues, como señalan Sustein y Holmes (1999, págs. 117-118):  
Los tribunales no están en posición de supervisar el complejo proceso de 
asignación más eficaz de los recursos por parte de las agencias del poder 
ejecutivo, y tampoco pueden rectificar de manera sencilla las asignaciones 
erradas del pasado. Los jueces no tienen la preparación adecuada para 
desempeñar esas funciones y, necesariamente, operan con fuentes de 
información inadecuadas y parciales. […] Enfrentado a un problema 
particularmente apremiante, ¿cómo puede un juez medir su urgencia en 
comparación con la de otros problemas sociales que compiten por la atención 
gubernamental y sobre los cuales no sabe casi nada? ¿Cómo podrían, al 
decidir un caso particular, tomar en cuenta los límites anuales del gasto 
gubernamental? A diferencia de una legislatura, un tribunal se dedica en forma 
exclusiva a un único caso en cada momento. Dado que no pueden examinar 
un amplio espectro de necesidades sociales en conflicto para después decidir 
cuánto dinero asignar a cada una, a los jueces se les impide institucionalmente 
considerar las consecuencias distributivas potencialmente serias de sus 
decisiones. Y no pueden decidir con facilidad que el Estado cometió un error 
al concluir en forma anticipada que sería más eficaz destinar sus recursos 
escasos a los casos A, B y C antes que al caso D, aunque después resulte 
que el caso D implicaba una calamidad […] (pero es posible que los casos A, 
B y C provocaran desastres. 
Ante esta objeción hay que aclarar que cuando un juez sanciona una vulneración a los 
derechos a través del presupuesto no tiene por qué exigírsele conocer la asignación óptima 
de recursos desde una perspectiva de derechos. El juez no interviene para corregir la 
injusticia en general en la asignación de recursos públicos –para ello habría que combinar 
otra clase de remedios no judiciales en una lucha constante-, sino que lo hace para superar 
la lesión a un derecho por razones presupuestales. No se trata de hacer el tránsito de una 
situación injusta a una justicia perfecta, sino de remediar una injusticia concreta. El juez 
simplemente hace un llamado de atención a los órganos legislativo y ejecutivo, según 
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corresponda, para que no desatiendan una obligación constitucional de la mayor prioridad, 
mucho mayor a la que puede tener otras actividades que sí reciben cuantiosas 
asignaciones presupuestarias, incluso de forma desmedida en proporción a su jerarquía 
dentro de los fines constitucionales del Estado. Estas es una razón más para justificar que 
las violaciones a los derechos por decisiones presupuestarias solo deben ser remediadas 
judicialmente cuando son flagrantes, y no simplemente cuando a un juez se le pueda 
ocurrir que existen alternativas de asignación de los recursos públicos más compatibles 
con la realización de los derechos. 
Pero además, en la tarea de ofrecer un remedio, el juez no tiene que comprometerse con 
órdenes cerradas que le indiquen a los demás poderes qué es lo que deben hacer para 
corregir la vulneración en cuestión, sino que por el contrario, en estos asuntos, resulta 
importante que el juez le conceda cierto margen de maniobra, bajo ciertos parámetros 
mínimos que aseguren que no se repetirá la vulneración, a los demás poderes públicos 
para construir la forma más eficaz de enmendarlos. En la definición de estos parámetros 
el juez puede además cumplir un papel fundamental para impulsar las voces de los 
excluidos y afectados por la decisión en el debate democrático, así como involucrar a otra 
serie de actores que con sus consideraciones puedan ampliar la capacidad deliberativa y 
la inteligencia social en la búsqueda de un remedio efectivo a la vulneración identificada. 
Sin embargo, eso dependerá en buena medida del contexto político y la interacción con 
otros actores, pues los jueces también pueden optar por decisiones que refuercen los 
privilegios de grupos con mayor capacidad de organización política y de acceso a 
instancias judiciales. Como lo señala Vaurin & Brinks (2009, págs. 5-6) 
La judicialización, sin embargo, no simplemente replica las prioridades de 
asignación de las ramas legislativa y ejecutiva. Precisamente, porque la 
judicialización es un canal de transmisión de demandas sociales distinto a la 
política, con sus propias avenidas de acceso, y en donde se ponen en juego 
distintas relaciones de poder coercitivo y persuasivo, se tiende a priorizar otro 
tipo de demandas. Algunas de ella beneficiaran a los más desaventajados y 
marginalizados […]. Pero, por otro lado, la judicialización también puede servir 
a los intereses de élites económicas y políticas y a las clases medias, que 
pueden disfrazar sus intereses privados y reivindicaciones como derechos 
sociales y económicos de la mayor prioridad […] Los tribunales pueden avanzar 
Capítulo 2. Aproximaciones entre presupuesto y derechos humanos  127 
 
 
los derechos sociales y económicos bajo las condiciones adecuadas, 
precisamente porque nunca son totalmente independientes de las presiones 
políticas […] pueden ayudar a superar los bloqueos políticos, canalizar la 
información importante para actores políticos y burocráticos, crear espacios de 
deliberación y compromiso entre intereses contrapuestos, y responsabilizar a 
los Estados por los compromisos incumplidos. Los tribunales tienen su mayor 
impacto cuando la política parece no responder a las demandas populares. Por 
otro lado, si bien los tribunales pueden revisar las prioridades de las 
reclamaciones de una manera que amplía el acceso a los bienes sociales y 
económicos, las barreras de acceso y la necesidad de contar con un capital 
acumulado para acceder a la justicia a veces impide que las reivindicaciones de 
derechos sociales y económicos beneficien a los más necesitados […] Esto no 
es inevitable, sin embargo, y en algunos casos, los litigios por derechos sociales 
y económicos pueden producir efectos indirectos positivos significativos para 
aquellos que no tienen los recursos para litigar. 
El remedio no es entonces restringir la posibilidad de la intervención judicial para privarla 
así de generar consecuencias positivas en términos de justicia distributiva -que por lo 
demás pueden ser necesarias para corregir vulneraciones a los derechos-, sino de crear 
las condiciones bajo las cuales se pueden reducir al máximo sus potenciales riesgos. Eso 
exige, entre otras cosas, reclamar transparencia y rendición de cuentas también para el 
caso de las decisiones judiciales, y que los actores sociales que tienen interés en 
propender por asignaciones más justas de los recursos públicos desarrollen una agenda 
estratégica en este sentido.     
En síntesis, abrir la puerta a la intervención de los jueces en temas presupuestarios, puerta 
que en todo caso nunca ha estado cerrada, puede implicar que haya decisiones 
inadecuadas por una mala ponderación de los derechos y principios constitucionales en 
conflicto, o antidemocráticas, por una extralimitación del juez en sus competencias. Este 
riesgo no puede eliminarse del todo, como no han podido eliminarse las malas decisiones 
judiciales en otras materias. La pregunta relevante es si son más los riesgos que los 
beneficios potenciales de que los jueces intervengan en asuntos presupuestarios. Lo que 
se ha pretendido mostrar aquí es que pueden ser mayores los beneficios y que, en todo 
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caso, los riesgos potenciales pueden minimizarse si se parte de dos premisas. Primero, 
que los remedios judiciales no son los únicos a través de los cuales se pueden corregir las 
incompatibilidades entre presupuesto y derechos humanos, y que debe haber una 
complementariedad entre estos remedios y los no judiciales, reservando para los primeros 
la tarea de corregir las disparidades más flagrantes. Y segundo, que una reflexión continua, 
tanto desde la crítica académica y ciudadana como desde la misma práctica judicial, sobre 
las condiciones procesales, argumentativas, institucionales y de otra índole bajo las cuales 
los jueces pueden tomar decisiones adecuadas en esto asuntos es crucial para minimizar 
esos riesgos. Desde ya pueden plantearse consideraciones que, sometidas al tamiz de la 
práctica y de la crítica, pueden servir de guía a los jueces para evitar adoptar decisiones 
contraproducentes en materia de justicia distributiva cuando revisen asuntos 
presupuestarios que involucren una vulneración a los derechos, como se propondrá en el 
siguiente capítulo.
Capítulo 3. Estrechando los vínculos entre presupuesto y derechos humanos 
    
 
3. Estrechando los vínculos entre 
presupuesto y derechos humanos: una 
agenda estratégica. 
La película la Ley de Herodes cuenta una historia en la que Juan Vargas, un convencido 
militante del PRI en México que ha aspirado toda la vida a tener su oportunidad como 
político, es nombrado presidente municipal de San Pedro de los Saguaros, un pueblo 
olvidado en una zona periférica del país. A medida que Vargas va descubriendo los 
alcances de su autoridad empieza a abusar cada día más del poder de cobrar tributos y 
gastarlos en lo que le plazca, manteniendo la falsa promesa de que llevará la luz eléctrica 
al desolado lugar. Después de haber sido sometidos por largo tiempo al pago de impuestos 
expropiatorios, los habitantes de San Pedro se dan cuenta que la plata había sido gastada 
en las extravagancias de Vargas y sus aliados, quien logra salir avante y fortalecido de 
este episodio, dejando tras sí un pueblo más miserable que el que inicialmente encontró. 
Abusos de este estilo, lejos de estar reservados a historias ficticias, se presentan 
cotidianamente en todo el mundo, poniendo de presente  las consecuencias nefastas sobre 
los derechos que pueden ocurrir cuando no se le ponen límites a la facultad de decidir 
cómo gastar los recursos públicos.  
 
La lucha por la justicia distributiva y el control de la arbitrariedad en las decisiones 
presupuestales ha sido un esfuerzo histórico constante. De hecho, el constitucionalismo 
moderno surgió del empeño de los parlamentos por controlar las arbitrariedades del 
poder monárquico en el ejercicio de la facultad de imponer tributos y gastarlos (Jaramillo, 
2007). Pese a ello y reconociendo toda la evolución institucional que la humanidad ha 
logrado en ese sentido, todavía queda mucho por hacer. Por ejemplo, en la medida que 
asuntos como la transparencia y la rendición de cuentas avanzan con la extensión de las 
tecnologías de la información, también se van refinando los abusos para burlar las arcas 
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estatales con la sofisticación de la evasión de impuestos a través de paraísos fiscales 
(Palan, Murphy, & Chavagneux, 2010) (Shaxson, 2012) o con los intentos de destinar el 
gasto a objetivos que no reflejan las prioridades sociales y se desvían del interés público. 
Paralelamente a que se fortalecen los vínculos entre presupuesto y derechos humanos, 
también se gestan nuevos riesgos de que los presupuestos terminen siendo capturados 
por intereses privados y se aparten del objetivo prioritario de servir de instrumento para la 
realización de los derechos. La lucha por la justicia aplicada a la política fiscal, por lo tanto, 
ante la imposibilidad de lograr una "justicia perfecta" de la noche a la mañana, debe estar 
avocada a la tarea de ir remediando las injusticias concretas progresivamente.  
 
El presente capítulo tiene como objetivo plantear un enfoque estratégico para fortalecer la 
conexión entre democracia y justicia distributiva en la asignación de recursos públicos, a 
través de una serie de acciones para estrechar los vínculos entre presupuesto y derechos 
humanos. Este enfoque estratégico no se debe valorar tanto por los lejos que se pueda 
estar de implementarlo, sino por el tipo de hoja de ruta que traza para avanzar en una 
mayor justicia distributiva en la asignación de recursos públicos. Para ello se señalan 
algunas estrategias en dos campos diferentes: el de los mecanismos no judiciales y el del 
control judicial en asuntos presupuestarios, los cuales se abordarán en su orden en las 
siguientes secciones, reconociendo los avances ya logrados que se revisaron en el 
segundo capítulo. Al final se concluye con una recapitulación que señala la 
complementariedad entre estas dos agendas. 
3.1 Estrategias no judiciales: redefinición de las instituciones presupuestarias 
bajo un enfoque de derechos. 
Son cinco los puntos prioritarios en los cuales puede avanzarse tanto desde el Estado 
como desde la sociedad civil en pro de estrechar los vínculos entre presupuesto y derechos 
humanos por vías no judiciales. Estos puntos, y las posibles agendas asociadas a cada 
uno de ellos, se plantean a continuación. 
 





3.1.1 Construcción de un sistema de indicadores para evaluar el progreso en los 
derechos.  
La importancia crucial de los indicadores como instrumentos para evaluar la forma en que 
los Estados están cumpliendo sus obligaciones internacionales y van avanzando hacia la 
garantía plena de los derechos es un hecho ampliamente aceptado en la práctica de los 
organismos de aplicación, de las organizaciones, los activistas y de los propios Estados. 
Más polémico es el asunto del tipo de indicadores que deben utilizarse para ello, pues si 
bien se ha ido fortaleciendo el diálogo entre el enfoque de capacidades y el de derechos 
humanos en el tema de la medición –bajo la idea de que las capacidades, en cuanto 
libertades positivas, pueden ser una buena métrica para evaluar el avance en los derechos-
, y se ha ido reconociendo que es necesario medir el progreso en derechos humanos en 
términos de goce efectivo de derechos -es decir, conforme a una aproximación basada en 
resultados-, recientemente también ha empezado a replantearse el hecho de que los 
indicadores de esta clase sean los únicos relevantes para medir el progreso de los 
Estados, pues se basarían únicamente en una perspectiva de los titulares del derecho sin 
tener en cuenta las obligaciones de conducta o, en otras palabras, la perspectiva de los 
titulares de la obligación (Fukuda-Parr S. , 2011). 
 
La discusión de la aproximación cuantitativa más apropiada debe partir en todo caso del 
propósito con el cual se va a usar la información. Si lo que se busca es construir un 
indicador general para medir el avance de los Estados en el cumplimiento de sus 
obligaciones en derechos humanos, que además sea comparable internacionalmente, 
quizás sea preciso incorporar indicadores que midan el cumplimiento tanto de las 
obligaciones de conducta como de resultado en un índice compuesto, como ha ocurrido 
con el diseño del Índice de cumplimiento de los derechos económicos y sociales, ESRF 
Index, por sus siglas en inglés (Fukuda-Parr, Lawson-Remer, & Randolph, 2009). Pero si 
el propósito es contar con una herramienta de monitoreo del progreso en los distintos 
derechos que sirva de referencia a los activistas y organizaciones para la labor de 
incidencia, así como también a los tomadores de decisiones dentro del Estado para actuar 
más racionalmente en pro de la garantía de los derechos, quizás lo más conveniente no 
sea un índice compuesto sino un sistema de múltiples indicadores de resultado, que midan 
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los avances en términos de goce efectivo de derechos en los componentes que conforman 
su contenido más básico y, en particular, en las obligaciones que resultan tutelables. Todo 
lo cual, sin embargo, implica un enorme desafío técnico y político, y requiere, en el futuro 
inmediato, la realización de una doble tarea: la definición precisa, mediante un ejercicio de 
dogmática jurídica, de los contenidos tutelables de los derechos en el marco del sistema 
normativo en el que se esté, consultando los instrumentos internacionales, las 
observaciones e informes de los órganos de aplicación, las fuentes normativas nacionales 
relevantes y la jurisprudencia; y por otro lado, la definición de una serie de indicadores para 
medir, una vez establecido de forma precisa el contenido de los derechos y, en la medida 
en que sea posible, el avance en sus diferentes componentes, de forma tal que se pueda 
consultar la situación de grupos poblacionales específicos en relación con cada derecho 
(por región, edad, género y otros criterio que puedan resultar relevantes). En esta tarea el 
trabajo inter-disciplinario y la adopción de un enfoque de medición del desarrollo basado 
en la perspectiva de derechos humanos resultan fundamentales.   
 
Existen poderosas razones para defender un sistema de indicadores basado en 
resultados. La primera de ellas es que se trata de la forma más directa de evaluar la 
actividad estatal por sus fines últimos, y no utilizando indicadores que lo que miden es la 
adopción de algunos medios para lograrlos. Por ejemplo, lo que interesa medir en relación 
con el derecho a la salud principalmente es la capacidad efectiva que tienen los ciudadanos 
de estar sanos y de ser atendidos debidamente cuando padecen una enfermedad, por 
encima de, por ejemplo, el hecho de que el Estado construya hospitales o destine recursos 
a la salud, las cuales pueden ser medidas necesarias para crear las condiciones para el 
disfrute de mayores niveles de salud, pero no suficientes para medir, directamente, cuando 
ha habido progresos reales en el goce efectivo del derecho.    
 
Una segunda razón es que este enfoque puede ser más sensible a las preocupaciones 
distributivas. En palabras de Norton & Elson (2002, pág. 7 traducción propia) si los políticos 
están preparados para comprometerse con el logro de resultados concretos (por ejemplo, 
mejorar el estado de salud de los ciudadanos) entonces el foco de la rendición de cuentas 
puede ser más claramente orientado a alcanzar resultados equitativos para todos los 
ciudadanos. Por el contrario, si las promesas de los políticos se relacionan con incrementar 
los recursos (niveles de gasto en salud, educación, etc.) o proveer más bienes (ej. 





Construir hospitales públicos), entonces existe la posibilidad de que estos indicadores de 
entrada o de salida para medir la acción estatal puedan estar favoreciendo, de forma 
exclusiva, a grupos clientelares. 
 
Tercero, evaluar la acción estatal con base en resultados permite cierto grado de 
flexibilidad en la implementación de políticas pero reconociendo la importancia de que la 
acción del Estado se evalúe por sus impactos sobre la garantía de derechos. Las 
obligaciones de conducta, o aquellas aproximaciones según las cuales lo que se debe 
medir es que se hayan adoptado ciertas  políticas más compatibles con un enfoque de 
derechos que otras, puede crear incentivos inadecuados para que el Estado termine siendo 
inducido a adoptar dichas políticas incluso cuando por ejemplo no sean esas las más 
eficaces para avanzar en la garantía de derechos.  
 
Como señala Jhon Mackinnon en el marco de un diálogo entre derechos humanos y 
desarrollo, en algunos contextos, por ejemplo, es posible que sea más importante para la 
salud mejorar la tecnología agrícola con la que laboran los trabajadores que invertir más 
en la construcción de hospitales (Mackinnon, 2006, pág. 26). Sin embargo, desde una 
perspectiva de derechos humanos a veces suele insistirse mucho en que para garantizar 
el derecho a la salud hay que cumplir obligaciones prioritarias como construir 
infraestructura hospitalaria. Un excesivo énfasis en que la perspectiva de derechos 
humanos implica cierta clase de políticas o acciones que el Estado debe adoptar, puede 
convertirse en una camisa de fuerza que termina por restarle la flexibilidad necesaria a los 
poderes públicos para que decidan las estrategias más eficaces, y más apropiadas en 
términos de costo-beneficio, para impactar sobre el goce efectivo de los derechos. Por lo 
tanto, un sistema de indicadores basado en resultados, más que en el cumplimiento de 
obligaciones de conducta, puede permitir esta flexibilidad, al tiempo que se toma muy en 
serio la necesidad de medir, de forma muy precisa, los avances logrados en el goce 
efectivo de derechos. 
 
Ciertamente, un enfoque basado en resultados genera enormes desafíos técnicos para su 
diseño e implementación. En primera medida precisar indicadores de resultado para medir 
los elementos que conforman el contenido del derecho puede ser una labor compleja, pero 
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no imposible. Lo más apropiado sea quizás definir una serie de titularidades, entendidas 
como capacidades básicas que le deben ser aseguradas a todo individuo en cuanto goza 
de un determinado derecho, las cuales sean susceptibles de ser medidas. Por ejemplo, el 
análisis jurídico de los contenidos del derecho a la salud puede señalar que incluye la 
capacidad de los individuos de poder estar libres de padecer enfermedades claramente 
evitables con la adopción de unas medidas básicas, poder disfrutar de un período de vida 
aceptable, gozar de unos niveles mínimos de nutrición, entre otra serie de titularidades 
individuales. A esas titularidades, por ende se le pueden asociar unos indicadores como 
los siguientes: las tasas de prevalencia de enfermedades evitables, la esperanza de vida 
efectiva, la tasa de desnutrición, entre otras. De modo que es perfectamente posible pensar 
que el nivel de avance en el goce del derecho puede ser medido con éxito consultando 
esta clase de indicadores.     
 
Adoptar este enfoque plantea otra serie de desafíos pues, como señalan Norton & Elson 
(2002, pág. 7), un conjunto de indicadores basado en resultados que pueda servir para la 
toma de decisiones de los gobiernos, por ejemplo, en niveles detallados de especificidad 
regional implica el desarrollo de sistemas de información capaces de: a) proporcionar 
retroalimentación en escalas de tiempo a las que razonablemente los políticos puedan 
responder; b) evaluar de forma fiable fenómenos complejos; c) recolectar información y 
comunicar adecuadamente al público las mediciones sobre los resultados y la eficacia de 
las instituciones y la acción del Estado a nivel local para garantizar que pueda existir la 
debida presión para resolver problemas en áreas pobres y marginadas, d) abordar los 
obstáculos y resistencias que puedan existir para evitar que las instituciones públicas 
colaboren efectivamente en combatir barreras estructurales que pueden superarse en la 
medida en que haya trabajo coordinado entre sectores (por ejemplo, la necesidad de que 
el sector educativo y de salud trabajen juntos para mejorar la salud infantil); e) crear 
espacios para la identificación de problemas y soluciones en el nivel local, para que el 
diseño de objetivos de arriba hacia abajo no termine por reducir la pertinencia de la acción 
pública.  
 
El desafío entonces consiste en crear un sistema de seguimiento a las políticas basado en 
resultados, que a su vez utilice como criterio de medición el goce efectivo de derechos, y 
sea capaz de evaluar los impactos en los mayores niveles de desagregación posibles –por 





tipo de población, por región, entre otros criterios-. También que permita identificar por 
separado los aspectos de incidencia, severidad y distribución que subyacen a los déficits 
en el goce efectivo de un determinado derecho, o cada una de las titularidades específicas 
asociadas a él. Un sistema de rendición de cuentas de este estilo facilitaría la labor de 
incidencia de las organizaciones y los activistas, le daría insumos muy importantes a los 
organismos de control, mejoraría la toma de decisiones sobre las políticas públicas y, 
cuando sea necesario, permitiría a la ciudadanía solicitar la corrección judicial de 
decisiones presupuestarias que lesionan flagrantemente los derechos cumpliendo unos 
ciertos estándares de argumentación para hacerlo, como se verá posteriormente. Se trata 
en últimas de hacer lo más transparente y pertinente posible el acceso a la información por 
parte de los distintos actores en el contexto de una sociedad democrática, bajo el entendido 
que, como se señaló en el primer capítulo, la capacidad de percibir y remediar los dilemas 
de justicia distributiva en la asignación de recursos públicos depende en un sentido 
fundamental del tipo de información disponible. 
3.1.2 Construcción de una clasificación del gasto por programas que haga más 
explícita su conexión con los derechos. 
Aunque muy relevantes para otros propósitos, las clasificaciones presupuestarias 
tradicionales –funcional, económica, sectorial-, tienen sus limitaciones para analizar el 
presupuesto bajo una perspectiva de derechos. Con la importancia creciente que ha 
adquirido esta perspectiva en los debates contemporáneos y el peso que empiezan a tener 
los derechos humanos como forma de legitimación principal de la acción estatal, no es 
descabellado pensar que las instituciones presupuestarias, y dentro de estas las formas 
de clasificación del presupuesto, evolucionen en concordancia con las exigencias de la 
perspectiva de derechos humanos pues, en efecto, la formación de las instituciones 
jurídicas que regulan el ciclo presupuestal, y la taxonomía misma del presupuesto, no han 
sido ajenas a las diversas percepciones que a lo largo de la historia se han propuesto sobre 
el rol económico que tienen o deben tener los presupuestos públicos (Restrepo Salazar, 
2010, pág. 379 y ss). 
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Actualmente, el enfoque prevaleciente en la confección y la clasificación del presupuesto 
es el basado en la asignación de apropiaciones específicas, el cual contradice 
precisamente la estructuración de las partidas de gasto con base a programas que apunten 
a objetivos estratégicos. Sin embargo, la práctica de la evaluación de la gestión 
presupuestal y de la plurianualidad para objetivos de planeación –como ocurre con los 
planes de desarrollo- intentan avanzar hacia una estructuración de los gastos con base en 
metas y programas de largo plazo. Al respecto Juan Camilo Restrepo (Ibíd., Pág. 392) 
señala que esta práctica se verá acentuada sin lugar a dudas en los años venideros, y 
aunque, en rigor, aún no podamos hablar de una auténtica “presupuestación por 
programas” no es menos cierto que todo el proceso de evaluación del gasto público se 
viene haciendo cada vez más con base en el concepto de programas. 
 
La necesidad de una presupuestación de programas está dada por el interés que 
eventualmente tendrían los distintos actores en analizar el gasto público por la forma como 
contribuye a la realización de los derechos. Para ello debe resultar posible identificar los 
programas de gasto que apuntan a la realización de conjunto específicos de derechos o 
de un derecho en particular y en favor de qué poblaciones concretas, con el objetivo de 
que con una clasificación de este estilo se facilite la realización de análisis sobre la 
suficiencia, eficiencia y distribución del presupuesto con un enfoque derecho a derecho, o 
población a población. Un sistema de este estilo podría permitir la identificación de los 
conjuntos de gasto relevantes para realizar la evaluación de los esfuerzos estatales 
invertidos en pro de garantizar un derecho y cómo el goce de dicho derecho se altera ante 
cambios en ese conjunto de gastos. A su vez podría permitir también evaluar, con criterios 
costo beneficio, el impacto efectivo de distintas alternativas de conjuntos de gastos en los 
que el Estado puede incurrir para cumplir con su deber de desarrollar progresivamente los 
derechos.  
 
En relación con la eficiencia permitiría identificar, con información sobre la ejecución de los 
programas, y el rendimiento de los recursos invertidos en términos de resultados efectivos 
sobre los derechos, en qué rubros específicos se concentran los problemas de ejecución, 
cuáles son las implicaciones globales en el marco de la estrategia diseñada para la 
garantía de los derechos de que se ejecuten o no un determinado conjunto de gastos, así 





como la eficiencia de hacerlo en aquellos por los que las autoridades han optado y no en 
otros.  
 
Y en relación con la distribución, la presupuestación por programas, con información 
clara sobre el número y las características de los beneficiarios de los programas de 
gasto, podría hacer más transparentes los dilemas de justicia distributiva en la asignación 
de los recursos públicos, pues permitiría, por ejemplo, comparar asignaciones per cápita 
en cierto objetivo a la luz de las necesidades reales de las distintas poblaciones en 
relación con el objetivo o derecho en cuestión. 
3.1.3 Propender por métodos de evaluación por programas basados en el goce 
efectivo de derechos (con criterios costo-beneficio). 
Disponer tanto del sistema de indicadores como de la clasificación del gasto por programas 
que fueron descritos anteriormente, permitiría mejorar sustancialmente los criterios de 
evaluación del gasto público a la luz del impacto que puede tener sobre el goce efectivo 
de derechos. Conectando la información de ambos instrumentos es posible pensar en 
estrategias cuantitativas para evaluar cómo los distintos conjuntos de gasto están 
conduciendo o no a mejores resultados en campos de análisis específicos, así como a 
determinar los problemas de suficiencia, eficiencia y equidad en la asignación de recursos 
públicos para potenciar la relación instrumental entre presupuesto y derechos humanos y 
verificar que se satisfaga la relación de fundamentación que la actividad financiera pública 
debe guardar con el sistema de derechos vigente.  
 
Un ejemplo puede contribuir a ilustrar cómo la combinación de un sistema de indicadores 
como el señalado anteriormente, sumado a una clasificación del gasto basado en 
programas puede ayudar a hacer más transparentes los dilemas de justicia distributiva y a 
que una sociedad comprenda mejores las formas más pertinentes de remediar las 
injusticias flagrantes.  
 
Para identificar las mayores deudas en términos de las titularidades básicas asociadas a 
cada derecho, el Estado podría realizar una comparación entre los resultados nacionales 
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en los indicadores claves de cada derecho con lo que ocurre en otros países de la región. 
Si, después de esa comparación, se identifica que, por ejemplo, uno de los derechos más 
rezagados es el de salud y que una de las deudas más graves e inaceptables es que hay 
una altísima prevalencia de enfermedades fácilmente curables y prevenibles, entonces con 
una clasificación presupuestal basada en programas podría identificarse si las prioridades 
del gasto público se compadecen con la prioridad y urgencia del objetivo en cuestión. Por 
ejemplo, eso podría determinarse comparando si el gasto en el sector salud, y en particular 
en los programas orientados a eliminar la prevalencia de esta clase de enfermedades, es 
proporcional a lo que sucede con el gasto en otros derechos en los que se ha logrado 
mayores avances y en los que la situación de privación de titularidades no resulta tan 
grave. Para el caso de la eficiencia del gasto podría analizarse cuáles de los programas 
empleados históricamente para curar esta clase de enfermedades han resultado más 
efectivos (generando mejores resultados con menores costos), aplicando metodologías de 
evaluación que permitan identificar el impacto de los gastos realizados sobre las 
reducciones en la prevalencia de enfermedades evitables. Por el lado de la distribución, 
un sistema de este estilo podría permitir identificar asignaciones irracionales de recursos 
públicos tales como que sea mayor el gasto per cápita en programas orientados a curar 
enfermedades prevenibles para una población en la que la prevalencia de esa clase de 
enfermedades es mínima que para una población en la que los índices de prevalencia son 
extremadamente altos, siempre y cuando esa desigualdad en la asignación no esté 
justificada por razones objetivas y admisibles. 
Sería muy importante que el control fiscal que realizan los organismos de auditoria 
empezara a proyectar evaluaciones de este estilo y trascendiera los enfoques de 
fiscalización basados en las evaluaciones financieras tradicionales o de cumplimiento de 
estándares legales en la ejecución del gasto, las cuales en todo caso son fundamentales 
y deben realizarse. Los órganos de auditoría –como es el caso de la Contraloría General 
de la República en Colombia- cuentan con un enorme músculo financiero y capacidad 
técnica para producir evaluaciones del gasto público de este estilo que sirvan como 
referente para el trabajo de incidencia de las organizaciones sociales y para la toma de 
decisiones gubernamentales o legislativas que contribuyan a armonizar el presupuesto con 
los derechos humanos. 





3.1.4 Avanzar hacia la construcción de un presupuesto participativo con enfoque 
de derechos y superar las inercias burocráticas en la asignación de 
recursos públicos. 
Todavía la técnica presupuestaria sigue siendo presa de la influencia de las inercias 
burocráticas del gasto público –es decir, del proceso en virtud del cual el gasto futuro queda 
condicionado de manera muy fuerte por el gasto pasado-, lo cual impide que anualmente 
los presupuestos se construyan basados en razones de conveniencia sobre las potenciales 
destinaciones de los recursos públicos en concordancia con las demandas sociales y con 
un análisis técnico detallado de las necesidades más urgentes, decidiendo la inclusión de 
las partidas y el financiamiento de los programas a la luz de completas evaluaciones sobre 
la eficacia de los programas implementados en el pasado.  
 
Este ideal de técnica presupuestaria flexible, que responda con inteligencia a las 
necesidades sociales y sea sensible a la importancia de la participación ciudadana para 
definir la destinación del gasto, es el camino hacia el cual se propone aquí avanzar, lo cual 
implica modificar aquellos aspectos institucionales del proceso presupuestario que 
refuerzan la tendencia inercial conforme a la cual el gasto queda sujeto a las trayectorias 
burocráticas. También implica introducir decididamente mecanismos participativos en la 
fase de formulación, discusión, aprobación y ejecución de los presupuestos, contrario a la 
tendencia de enclaustrar el proceso en instancias técnicas especializadas. 
 
Para el caso colombiano, por ejemplo, Isidro Hernández ejemplifica la manera en que la 
tendencia inercial o incrementalista del proceso presupuestario aquí descrita se manifiesta 
en su regulación formal y en las prácticas informales que lo caracterizan. En palabras de 
Hernández (Hernández, 2001, págs. 230-231) 
 
¿Cómo se elabora el presupuesto y a qué metodología responde? En el país 
predomina una ´técnica´ especial de elaboración presupuestal que en el argot 
de los especialistas se denomina incrementalista y que consiste en que la 
Dirección de Gasto Público [del Ministerio de Hacienda] define el crecimiento 
global de los gastos de acuerdo con la meta de inflación definida por la Junta 
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Directiva del Banco de la República, sin un examen de las necesidades reales 
de las entidades de acuerdo con sus funciones, objetivos y planes de 
desarrollo, y sin tener en cuenta la futura evolución de los ingresos tributarios.  
 
Esta estrategia tiene como fin satisfacer los requerimientos de la política 
macroeconómica de corto plazo. Una vez estimado el total de ingresos –
incluidos los desembolsos de la deuda- se calcula el gasto que arroje el nivel 
de déficit que sea consistente con las metas de inflación, devaluación y 
crecimiento económico. En otras palabras, la programación macrofinanciera 
de corto plazo, ligada con el segundo nivel de cobertura del presupuesto, tiene 
como variable de ajuste el gasto discrecional del gobierno y se constituye en 
un impedimento para implantar una metodología de programación, ejecución 
y evaluación del presupuesto por programas (mediano plazo).  
 
La tradición de incrementar el presupuesto en un porcentaje predeterminado 
creó una cultura de negociación entre el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público (MHCP) y los funcionarios de las oficinas de planeación de las 
entidades, que consiste en que la DGP reduce los gastos calculados y las 
entidades presentan requerimientos de ´carácter necesario´ por encima de las 
metas que fija el Ministerio con el fin de negociar políticamente las 
participaciones en el total del presupuesto, o dejan rubros abiertos con 
pequeñas sumas de manera que en la fase de ejecución se realicen los 
traslados presupuestales pertinentes. 
 
La cultura de negociación explica por qué la gran mayoría de partidas del 
presupuesto se repiten año tras año como si el sector público estuviese en un 
estado estacionario. La tendencia hacia la repetición de ítems se refuerza ante 
la ausencia de una evaluación administrativa del presupuesto y el poco o nulo 
conocimiento por parte de la DGP de los informes de auditoría de la 
Contraloría General de la República (CGR). Esta anarquía presupuestal no se 
supera con la concentración del poder de asignación de recursos en el MHCP, 
que conduciría a un arreglo institucional ineficiente y políticamente 
inaceptable, sino con la implantación de un presupuesto de base cero para 





luego pasar a un presupuesto por programas que fortalezca la contabilidad 
patrimonial del Estado […]  
 
Un presupuesto cuyos techos fiscales se establezcan técnicamente, en concordancia con 
los instrumentos de programación presupuestal de largo plazo para armonizarlo con los 
equilibrios macroeconómicos, pero cuya definición se realice sometiendo al filtro de una 
discusión amplia y democrática una propuesta inicialmente elaborada por distintas 
entidades públicas, y sistematizada por la entidad del planeación o el Ministerio de 
Hacienda, puede ser mucho más pertinente para la toma de decisiones sobre cómo usar 
los recursos públicos escasos de los que dispone una sociedad.  
 
El mecanismo democrático de elaboración del presupuesto tiene que facilitar una discusión 
bien informada con base en análisis producidos por la Contraloría, las organizaciones 
sociales, el gobierno, etc., y construidos con métodos de evaluación que combinen el 
examen de información proveniente del sistema de monitoreo del goce efectivo de 
derechos con una clasificación del gasto basado en programas, como se señaló 
anteriormente. Involucrar a la ciudadanía desde las primeras etapas, abriría la puerta para 
que, con el diseño de mecanismos de control ciudadano a la ejecución presupuestal, 
existiesen los incentivos para contar con una veeduría lo más amplia posible en todas las 
etapas del ciclo presupuestario  De esta forma se podría poner en marcha una forma más 
flexible, inteligente y participativa para tomar las grandes decisiones en materia 
presupuestaria, con los efectos positivos que cabría esperar sobre la justicia distributiva en 
la asignación de recursos públicos derivada de una mayor democratización del proceso, 
tal y como se señaló en el primer capítulo. 
3.1.5 Construir agendas contextuales de carácter estratégico por la 
transparencia, la participación y la rendición de cuentas. 
Finalmente, un último punto en la agenda de las estrategias no-judiciales es el de avanzar 
en la construcción de agendas sociales y gubernamentales en pro de una mayor 
transparencia, participación y rendición de cuentas en todas las etapas del ciclo 
presupuestario, pero basadas en las realidades locales y no en los estándares generales 
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con los que se han construido las agendas de las instituciones multilaterales o de las redes 
de organizaciones de la sociedad civil. Esto no implica restarle importancia a estas últimas 
sino reconocer sus alcances y límites, pues si bien han contribuido de forma significativa a 
impulsar una agenda mundial en este sentido con repercusiones locales y a crear 
estándares de comparación entre países, no son suficientes para recoger las reformas más 
urgentes en contextos determinados, pues se basan en conceptos restringidos y generales 
de la transparencia, reduciéndola a la publicación de documentos claves en las distintas 
etapas del ciclo.  
 
En relación con la transparencia, por ejemplo, dependiendo de la realidad de cada país 
será necesario insistir en la publicación prioritaria de cierto tipo de información. Por 
ejemplo, una de las áreas más oscuras en América Latina en temas presupuestarios es la 
del gasto militar o los gastos en distintas clases de subsidios, por ejemplo los pensionales, 
cuya falta de transparencia puede contribuir a reforzar el mantenimiento de privilegios que 
contradicen las prioridades y urgencias sociales a las que debería responder la asignación 
de recursos públicos. En relación con la participación, las reivindicaciones estratégicas 
también están determinadas por los diferentes contextos: así, por ejemplo, si bien en 
algunas zonas será importante reforzarla para el caso de las decisiones presupuestarias 
en los niveles más específicos de inversión local, en otras posiblemente ya pueda llevarse 
al nivel de la definición de presupuestos de ciudades o departamentos. Y en relación con 
la rendición de cuentas también es necesario empezar por crear mecanismos de 
responsabilidad en el gasto público en aquellas áreas que están significando un mayor 
costo en términos de despilfarro de recursos, bien sea por efecto de la corrupción o de la 
ineficiencia estatal. 
3.2 Las vulneraciones a los derechos por razones 
presupuestarias en el escenario judicial. 
Sentada la legitimidad del control judicial a las decisiones sobre cómo los otros poderes 
asignan y ejecutan los recursos públicos, resulta importante que los jueces se guíen por el 
propósito de aclarar bajo qué condiciones es realmente posible atribuir la vulneración a un 
derecho por aspectos presupuestarios. Es importante además que la decisión judicial 
reconozca que solo cuando existe una conexión causal suficientemente probada entre la 





decisión presupuestaria y la vulneración a un derecho resulta conveniente que el juez 
intervenga para garantizar que las decisiones se ajusten a las exigencias que se 
desprenden de los derechos. De lo contrario se corre el riesgo de que la intervención 
judicial pierda su carácter remedial por no haber hecho un diagnóstico adecuado de los 
factores que explican la vulneración y, en esa medida, errar en las órdenes dictaminadas 
por el juez y en la forma como opta por implementar la sentencia. Adicionalmente, es 
importante que no se sobrecargue en la decisión judicial la tarea de eliminar cualquier 
incompatibilidad, por sutil que sea entre presupuesto y derechos humanos. Como se ha 
advertido a lo largo de este documento, los remedios judiciales no son los únicos 
instrumentos para hacer más armónica esta relación, y es conveniente asegurarle un 
margen de acción a la política y a la acción ciudadana para ello, razón por la cual los 
mecanismos judiciales deberían reservarse para corregir las violaciones flagrantes a los 
derechos por razones presupuestarias. 
 
En el gráfico que se presenta a continuación se presenta una metodología de los pasos 
que podrían emplearse en el escenario judicial para identificar si una violación de derechos 
se explica o no por un incumplimiento de un deber estatal en algún aspecto que tenga que 
ver con el ámbito presupuestario.      
   
Los pasos dos y tres representan el nudo de la cuestión pues se trata de identificar cuál es 
el deber estatal que se incumple en materia presupuestal y que conduce a la vulneración 
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del derecho. Contrario a lo que inicialmente podría pensarse, no toda violación a un 
derecho por razones presupuestarias se debe a la insuficiencia de recursos. Una tipología 
de las diversas vulneraciones en relación con asuntos presupuestarios se presenta en la 
siguiente tabla, cruzando dos clases de variables, la tríada de obligaciones clásicas en 
materia de derechos humanos (respetar, proteger y garantizar) con tres aspectos 
presupuestarios que pueden conducir a una violación de los derechos cuando están 
ausentes en la acción estatal (suficiencia, eficiencia y distribución).  
  
 RESPETAR PROTEGER GARANTIZAR 
SUFICIENCIA Existen gastos que 
financian acciones 
estatales violatorias de 
los derechos. 
 
Los recursos son 
insuficientes para 
asegurar que el propio 




prevenir violaciones a 
derechos humanos 
perpetradas por las 
propias fuerzas 
armadas)  
Los recursos invertidos 
para evitar que terceros 
violen sistemáticamente los 
derechos o que no sean 
sancionados por hacerlo 
son insuficientes. P ej. El 
financiamiento de 
entidades de regulación 
(p.ej. financiación 
insuficiente a entidades 
reguladoras como las 
superintendencias) 
Los recursos asignados para la 
garantía de las obligaciones 
positivas de inmediato 
cumplimiento o para cumplir los 
estándares de progresividad en 
el ejercicio de los derechos 
sociales son manifiestamente 
insuficientes dadas las 
capacidades reales de los 
Estados, y teniendo en cuenta el 
aumento de recursos que podría 
derivarse de una actuación 
razonablemente diligente del 
Estado para conseguirlos (p.ej. 
políticas públicas de reducción 
de la pobreza desfinanciadas) 
EFICIENCIA La ejecución de los 
recursos es 
insuficiente o se 
desvían a otros 
destinos o se invierten 
asignaciones 
flagrantemente 
ineficaces para evitar 
que el propio Estado 
sea el perpetrador de 
violaciones a los 
derechos. 
 
La ejecución de los 
recursos presupuestales se 
desvía a otros propósitos o 
se destina a gastos 
flagrantemente ineficaces 
para evitar que terceros 
violen sistemáticamente los 
derechos o no sean 
sancionados por hacerlo. 
(p.ej. La corrupción 
desmedida en la rama 
judicial). 
La ejecución de los recursos 
presupuestales se desvía a 
otros propósitos o se destina a 
gastos flagrantemente 
ineficaces que impiden cumplir 
el estándar de progresividad 
exigido judicialmente para 
garantizar los derechos. 
 
El gasto público en la garantía 
de un derecho, bajo las 
circunstancias de regulación o 
la política pública vigente, tiene 
que ser excesivamente alto para 
cumplir el estándar de 
realización progresiva de los 
derechos exigible judicialmente. 
En tal caso tiene que haber un 
remedio estructural (p. ej. 
cuando el Estado es incapaz de 
asumir los costos de los 
medicamentos necesarios para 
la garantía del derecho a la 
salud por efecto de una 
regulación inadecuada que 
aumenta su precio)  





EQUIDAD Existe una 
desproporción 
abiertamente 
discriminatoria en la 
designación de 
recursos que explica 
que el Estado sea 
incapaz de evitar que 
sus agentes hayan 
perpetrado violaciones 
a los derechos. 
Existe una desproporción 
abiertamente 
discriminatoria en las 
asignaciones 
presupuestales que explica 
que el Estado sea incapaz 
de prevenir violaciones 
sistemáticas de los 
derechos de un individuo o 
un grupo de ellos por parte 
de terceros o sancionarlos 
cuando ocurra. (p.ej. La 
nula asignación de 
recursos para garantizar la 
presencia de fuerzas 
armadas en zonas 
marginadas que son 
constantemente 
victimizadas. 
Existe una desproporción 
abiertamente discriminatoria en 
las asignaciones 
presupuestales que explica que 
el Estado no haya podido 
cumplir el estándar de 
realización progresiva en favor 
de grupos desaventajados y 
excluidos (p. ej. Negación del 
acceso a programas de vivienda 
por inexistencia de mecanismos 
de priorización para los más 
vulnerables  
 
El anterior modelo puede servir como guía para una metodología judicial de identificación 
de vulneraciones a los derechos por razones presupuestarias. Mediante el uso del análisis 
presupuestario, podría irse descartando, de abajo hacia arriba y de izquierda a derecha en 
el cuadro, los factores presupuestarios que pueden explicar una vulneración a los derechos 
tutelables, lo cual se facilitaría enormemente en la medida en que se contara con el sistema 
de indicadores y la clasificación del presupuesto que se señalaron anteriormente. La 
decisión judicial podría apoyarse además en los informes de los organismos de control y 
en opiniones de expertos en la materia. Ya en Estados Unidos, por ejemplo, existen 
iniciativas para que los jueces vayan incorporando estándares de aceptación de 
información técnica compleja, incluyendo análisis estadísticos, para la toma de decisiones 
en el marco de los procesos (Kaye & Freedman, 2011). Se trata de un campo de trabajo 
fecundo para la perspectiva integrada entre derechos humanos y política fiscal señalada 
en el primer capítulo.  
 
Finalmente, una última perspectiva de litigio judicial en relación con temas presupuestarios 
parece estar abriéndose paso al menos en ciertos contextos. Se trata de aquellos 
mecanismos con los cuales se le pretende brindar a los encargados de las finanzas 
públicas, como los ministros de hacienda y finanzas, la posibilidad de interpelar decisiones 
judiciales por sus consecuencias presupuestarias. En Colombia, por ejemplo, ya se ha 
mencionado que recientemente se aprobó un incidente de sostenibilidad fiscal que puede 
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ser convocado por el Ministerio de Hacienda y la Procuraduría, en el que las altas cortes 
escucharán de forma obligatoria los argumentos sobre cómo podrían diferirse o modularse 
sus sentencias para evitar que tengan consecuencias fiscales adversas. Esta clase de 
mecanismos representarán grandes desafíos para los tribunales, en la medida en que 
deben enfrentarse a instituciones técnicas especializadas para, eventualmente, defender 
sus fallos iniciales. Por tal razón es conveniente que, además de prepararse técnicamente 
para hacerlo, exista un espacio abierto para la ciudadanía y las organizaciones sociales 
para participar en estos escenarios. De hecho, así como para el Ministro de Hacienda 
existe esa posibilidad en Colombia, cuando considera que la aplicación de sentencias que 
protegen los derechos puede poner en riesgo la sostenibilidad fiscal, también debería 
existir la posibilidad de que los ciudadanos protejan la sostenibilidad fiscal impugnando los 
gastos desorbitantes que conllevan un despilfarro de las finanzas públicas, y que no 
sobrevivirían al escrutinio de un test judicial de razonabilidad, en caso de que existiera esa 
posibilidad. Esta vía podría explorarse a través de la democratización del incidente de 
sostenibilidad fiscal ya existente, o en el marco de una acción popular, para solicitar la 
protección del patrimonio público, la moralidad administrativa o la propia sostenibilidad 
fiscal como interés colectivo.
Conclusiones 
    
4. Conclusiones 
En el primer capítulo de este trabajo se planteó que en la relación entre presupuesto y 
derechos humanos se juega un asunto fundamental de justicia distributiva: el de cómo usar 
de la manera más inteligente y eficaz los recursos públicos escasos para garantizar los 
contenidos básicos de los derechos sin ninguna clase de discriminación. Se señaló que 
para contribuir a resolver ese complejo asunto era necesario pensarlo desde un enfoque 
integrado entre política fiscal y derechos humanos que reconociera tanto la relación 
instrumental entre estos aspectos, en cuanto los presupuestos son los principales 
vehículos de realización de los derechos, como la relación de fundamentación existente 
entre ellos, en la medida en que la actividad financiera pública debe pensarse como un 
instrumento al servicio de esos derechos y debe guardar una relación de correspondencia 
con ellos. En la segunda parte se mostró que en el propósito de pensar mecanismos para 
acercar el presupuesto a los derechos humanos se habían planteado estrategias tanto 
judiciales como no judiciales, las cuales se complementan entre sí y han permitido 
importantes avances para lograr una mayor justicia distributiva en la asignación de 
recursos públicos.   
 
En este capítulo final se trazó una agenda estratégica para complementar el saber 
acumulado en la tarea de hacer más armónica la relación entre presupuesto y derechos 
humanos. Dicha agenda podría sintetizarse en los siguientes términos para facilitar la 
exposición y articular sistemáticamente la propuesta planteada.   
Si cada derecho reconocido por un ordenamiento jurídico está compuesto por una serie de 
titularidades (entendidas como capacidades individuales) que le deben ser aseguradas a 
los ciudadanos y cuya garantía es susceptible de ser medida, podría afirmarse que un 
sistema de derechos consiste en un conjunto finito de obligaciones compuesta por n 
derechos, cada uno de los cuales tienen asociado un número m de titularidades, de tal 
forma que ese sistema puede denotarse como  
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S = [Tsalud, Teducación, Ttrabajo digno…, TN] y donde Tx = [Tx1, Tx2, .. , Txm],  
Siendo x cualquiera de los derechos reconocidos en el ordenamiento jurídico y m el número 
de titularidades que el reconocimiento del derecho x implica para cualquier ciudadano 
(cada una de las cuales es susceptible de ser medida en su cumplimiento).   
Ahora bien, para que el Estado asegure el goce de las titularidades asociadas al derecho 
x para todas y todos los ciudadanos debe optar por un conjunto de finito de gastos públicos 
que puede expresarse como  
Gx = [gx1, gx2, gx3,…, gxo] donde o es el número de gastos en distintos programas que 
contribuyen a la garantía del derecho x.   
Un presupuesto puede denotarse entonces como un conjunto de programas de gasto 
 P = [Gsalud, Geducación,…., Gn, Gotros], donde n es el número de derechos que garantiza el 
sistema jurídico S y Gotros representa el conjunto de gastos públicos que no se orienta a 
garantizar ninguno de los derechos en particular, admitiendo que existe esa posibilidad. 
Cabe aclarar que un gasto cualquiera (g) puede ser clasificado en más de un conjunto de 
gastos, por ejemplo en Gsalud  y Gtrabajo, pues hay programas que contribuyen a la garantía 
de varios derechos. 
Teniendo en cuenta este planteamiento, la agenda propuesta para continuar estrechando 
los vínculos entre presupuesto y derechos humanos, en pro de que el funcionamiento de 
la democracia conduzca a una mayor justicia distributiva en las definiciones 
presupuestarias, puede resumirse en los siguientes puntos: 
1. Es deseable contar con un sistema de monitoreo que permita medir el cumplimiento 
de las titularidades T asociadas a cada derecho, con criterios de desagregación 
poblacionales, territoriales, etc. 
   
2. Es deseable avanzar hacia mecanismos de evaluación que permitan medir con 
criterios de costo-beneficio si los conjuntos de gastos (G) que conforman P son 
adecuados para la garantía de los distintos derechos sin lugar a discriminaciones. 
En otros términos, si cada conjunto de gastos Gx cumple con las condiciones de 
suficiencia, eficiencia y equidad, en comparación con otras alternativas posibles de 
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gasto con los recursos disponibles, para la garantía de todos los derechos 
reconocidos en el ordenamiento jurídico.  
 
3. Es deseable contar con un sistema de clasificación del presupuesto que permita 
evaluar si hay una proporcionalidad en la distribución de los conjuntos de gastos 
(G) en relación con los déficits en la protección de los derechos, bien sea por 
población (mujeres reciben menos que hombres, pese a estar en peor situación), 
por criterios territoriales (una región recibe menos por recursos per cápita que otra 
para construcción de infraestructura en servicios públicos, pese a tener coberturas 
menores), o por comparación entre derechos (pese a existir un grave problema de 
mortalidad por un déficit en atención médica, este objetivo recibe una financiación 
sustancialmente menor en comparación con el gasto en la protección del derecho 
a la propiedad, el cual no está seriamente amenazado, ni puede llegar a estarlo en 
caso de que se le recorten razonablemente recursos del presupuesto para 
protegerlo). 
 
4. Es muy importante que existan mecanismos para determinar qué es exactamente 
Gotros, pues así como puede conformarse por programas que no necesariamente 
apuntan a garantizar ningún derecho en particular, pero que pueden resultar 
necesarios para la buena marcha de la administración pública – por ejemplo, los 
gastos de control interno en las entidades públicas – así mismo, puede ocurrir que 
dentro de éstos existan programas innecesarios, que contribuyan a desangrar las 
finanzas públicas o a crear privilegios injustificados cargados al presupuesto 
nacional –por ejemplo cuando se otorgan subsidios a empresas que no los 
necesitan y son ineficaces para promover objetivos constitucionales legítimos como 
la promoción del empleo o la inversión-. Hoy en día ya existen en algunos países, 
como ocurre en Colombia, mecanismos judiciales o administrativos para que los 
Ministerios de Gobierno cuestionen el costo fiscal de las decisiones judiciales que 
tutelan derechos; pues bien, es deseable que esa clase de mecanismos sean 
abiertos también al ciudadano común o a las organizaciones de la sociedad civil 
para cuestionar aquellos gastos administrativos en los que se despilfarran recursos 
en la medida en que no se orienten a la garantía de derechos y no respondan a un 
objetivo compatible con el interés público.  




En Colombia, por ejemplo, eso implicaría darle un alcance más democrático al incidente 
de sostenibilidad fiscal, de modo tal que los ciudadanos y las organizaciones puedan acudir 
a él para cuestionar, con razones jurídicas y técnicas sólidas, aquellos gastos que son 
flagrantemente ineficaces y tienen un enorme costo de oportunidad porque podrían ser 
utilizados para financiar actividades más prioritarias como lo pueden ser las políticas 
públicas orientadas a eliminar los déficits en los contenidos mínimos de los distintos 
derechos. En ausencia de un incidente de sostenibilidad fiscal abierto a los ciudadanos 
también podría fortalecerse la posibilidad de cuestionar dichos gastos mediante 
mecanismos como la acción popular (solicitando la protección del patrimonio público y la 
moralidad administrativa, derechos colectivos que incluyen la expectativa legítima de que 
los recursos públicos serán administrados con la debida diligencia).   
 
Es muy importante avanzar en la creación de mecanismos institucionales para que en la 
definición de los conjuntos de gastos que se incluyen en los presupuestos exista flexibilidad 
año a año, o al menos en lapsos no tan amplios de tiempo. Esto con el ánimo de que el 
presupuesto anual (P) deje de responder a la inercia de las trayectorias burocráticas, y 
pueda empezar a definirse a través de procedimientos que combinen democracia 
representativa y participativa, mediante una discusión pública informada basada en 
evaluaciones complejas de la eficacia del gasto anterior, con el objetivo de que las 
apropiaciones decididas sean más pertinentes para avanzar progresivamente en la 
garantía de los derechos. Esto podría fortalecer los incentivos para una mayor participación 
y control ciudadano sobre todo el ciclo presupuestario, con las consecuencias positivas 
que la democratización de estos procesos puede tener sobre las finanzas públicas. En 
otras palabras, la combinación de los elementos aquí señalados puede conducir a 
decisiones más inteligentes, con mayor legitimidad democrática, sobre cómo gastar los 
recursos públicos para alcanzar una mayor justicia distributiva y lograr un mayor progreso 
en la realización de los derechos.
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